[bookmark: _Toc366755199]Nº 37-16
CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las ocho horas del diecinueve de abril del dos mil dieciséis.
Sesión ordinaria con asistencia del Magistrado Orlando Aguirre Gómez, Vicepresidente interino; de la integrante Milena Conejo Aguilar, los integrantes Carlos Montero Zúñiga, Ramiro Salvador Arauz Montero y la integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez en plaza vacante. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc448417269]ARTÍCULO I
DOCUMENTO 4397-16
[bookmark: _Toc366755203][bookmark: _Toc448417271]Se aprueba el acta N° 31-16 de la sesión celebrada el 5 de abril de 2016.
El Magistrado Aguirre y la Integrante Conejo Aguilar se abstienen de aprobar el acta por no haber participado en esa sesión. 
[bookmark: _Toc448417272][bookmark: _Toc366755205][bookmark: _Toc448417276]ARTÍCULO II
Documento N° 4236-16
	Con motivo del sentido fallecimiento del señor Oscar Esquivel Castillo, padre de la licenciada Xinia María Esquivel Herrera, Jueza del Juzgado Civil y de Trabajo de Cañas, se acuerda expresar a doña Xinia María y a su estimable familia, las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
[bookmark: _Toc448417274]ARTÍCULO III
Documento N° 4364-16
Ante el sentido fallecimiento de la señora Zelmira Ortiz Arroyo, madre del máster Everardo Chaves Ortiz, Juez del Tribunal Disciplinario Notarial, se acuerda expresar las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo, a don Everardo y a su estimable familia. 
ARTÍCULO IV
DOCUMENTO Nº 4498-16
Con motivo del sentido fallecimiento de la señora María Elena Vargas Marín, madre del licenciado Carlos Manuel Hidalgo Vargas, Jefe del Departamento Financiero Contable y el servidor Javier Hidalgo Vargas, Auxiliar de Servicios Generales de la Fiscalía General de la República, se acuerda expresar a los servidoresCarlos y Javier y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
[bookmark: _Toc448417277][bookmark: _Toc448417296]ARTÍCULO V 
Documento 4221-16
[bookmark: _Toc448417279]En sesión Nº 85-15 celebrada el 22 de setiembre de 2015, artículo VII, de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 38 del Reglamento Interno de Compras del Poder Judicial, 45 de la Ley de Contratación Administrativa y 100 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría se adjudicó la Licitación Abreviada Nº 2015LA-000071PROV, denominada “COMPRA DE ATRIL PARA COMPUTADORA Y SILLAS ERGONOMICAS”, -entre otros-, a las empresas Distribuidora Ramírez y Castillo S.A., cédula jurídica Nº 3-101-080638 y Alfatec S.A., cédula jurídica Nº 3-101-305717, conforme al detalle que ahí se indicó.
[bookmark: _Toc448417280]El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, Subdirector Ejecutivo, mediante nota Nº 1544-DE-2016 del 8 de abril de 2016, remite el oficio N° 2090-DP/28-2016 de 4 de abril en curso, suscrito por el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en el que solicita la ampliación de la Licitación Abreviada N° 2015LA-000071-PROV, denominada “Compra de atril para computadora y sillas ergonómicas", a las casas comerciales Distribuidora Ramírez y Castillo e Integrated Tecnical Services ITS S.A., que literalmente dice:
[bookmark: _Toc373156011]“En sesión Nº 85-15 celebrada el 22 de setiembre del 2015, artículo VII, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Abreviada N° 2015LA-000071-PROV, denominada “Compra de atril para computadora y sillas ergonómicas”, a la casa comercial Alfatec S.A., cédula jurídica 3-101-305717 la línea No. 1, a la casa comercial Distribuidora Ramírez y Castillo, cédula jurídica 3-101-080638 las líneas 2, 3, 4 y 5, a la casa comercial Integrated Tecnical Services ITS S.A., cédula jurídica 3-101-685154 la línea 7  y declarar infructuosa la línea 6, en lo que interesa, de la siguiente manera:
	
“…se dispuso:Adjudicar la Licitación Abreviada Nº 2015LA-000071PROV, denominada “COMPRA DE ATRIL PARA COMPUTADORA Y SILLAS ERGONOMICAS”, conforme al siguiente detalle: 

1.) Alfatec S.A., cédula jurídica Nº 3-101-305717 (oferta 8):
Línea 1:

Adjudicar 170 Atril para computadora, marca 3M porttadocumentos DH640; demás términos y condiciones conforme a la oferta y el pliego de condiciones. Precio unitario: $58,76, equivale a la suma de ¢31.956,0384 (treinta y un mil novecientos cincuenta y seis colones 384/100); para un precio total de $9.989,20 (nueve mil novecientos ochenta y nueve dólares con veinte centavos), equivalente a ¢5.432.526,52 (cinco millones cuatrocientos treinta y dos mil quinientos veintiséis colones con cincuenta y dos céntimos), al tipo de cambio de ¢543.84, del 10/09/2015.   

Plazo de entrega:	30 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa  con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con dos días de anticipación.

Garantía de fábrica: 12 meses.
Exoneración: No requiere.

Forma de pago: Transferencia bancaria.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Monto adjudicado a este oferente: ¢5.432.526,528 (cinco millones cuatrocientos treinta y dos mil quinientos veintiséis colones 528/100).

2.) Distribuidora Ramírez y Castillo S.A., cédula jurídica Nº 3-101-080638 (oferta 6):

Línea 2:

Adjudicar 269 unidades de sillas ergonómicas marca DRC modelo SPR-02 Premium, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $249,00, equivale a la suma de ¢135.416,16 (ciento treinta y cinco mil cuatrocientos dieciséis colones con dieciséis céntimos); para un precio total de $66.981,00 (sesenta y seis mil novecientos ochenta y un dólares exactos), equivalente a ¢36.426.947,04 (treinta y seis millones cuatrocientos veintiséis mil novecientos cuarenta y siete colones con cuatro céntimos), al tipo de cambio de ¢543.84, del 10/09/2015. 

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: tres años.

Forma de pago: Transferencia bancaria.

Exoneración: Si requiere.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Línea 3:

Adjudicar 105 unidades de sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $490,00, equivale a la suma de ¢266.481.60 (doscientos sesenta y seis mil cuatrocientos ochenta y un colones con sesenta céntimos); para un precio total de $51.450,00 (cincuenta y un mil cuatrocientos cincuenta dólares exactos), equivalente a ¢27.980.568,00 (veintisiete millones novecientos ochenta mil quinientos sesenta y ocho colones exactos), al tipo de cambio de ¢543.84, del 10/09/2015.   

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: cinco años.

Forma de pago: Transferencia bancaria.

Exoneración: Si requiere.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Línea 4:

Adquisición de 90 unidades de sillas ergonómicas con brazos retráctiles marca DRC modelo SPR-04 Premium, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $249,00, equivale a la suma de ¢135.453,51 (ciento treinta y cinco mil cuatrocientos cincuenta y tres colones con cincuenta y un céntimos); para un precio total de $22.410,00 (veintidós mil cuatrocientos diez dólares), equivalente a ¢12.187.454,40 (doce millones ciento ochenta y siete mil cuatrocientos cincuenta y cuatro colones con cuarenta céntimos), al tipo de cambio de ¢543.84, del 10/09/2015.  

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: tres años.

Forma de pago: Transferencia bancaria.

Exoneración: Si requiere.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Línea 5:

Adjudicar 57 unidades de sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.  Precio unitario: $490,00, equivale a la suma de ¢266.481,60 (doscientos sesenta y seis mil cuatrocientos ochenta y un colones con sesenta céntimos); para un precio total de $27.930,00 (veintisiete mil novecientos treinta dólares exactos), equivalente a ¢15.189.451,20 (quince millones ciento ochenta y nueve mil cuatrocientos cincuenta y un colones con veinte céntimos), al tipo de cambio de ¢543.84, del 10/09/2015.

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.


Garantía de fábrica: cinco años.

Forma de pago: Transferencia bancaria.

Exoneración: Si requiere.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Monto adjudicado a este oferente: ¢91.784.420,64 (noventa y un millones setecientos ochenta y cuatro mil cuatrocientos veinte colones con sesenta y cuatro céntimos)

3.) Integrated Tecnical Services ITS S.A., cédula jurídica Nº 3-101-685154 (oferta 1):

Línea 7:

Adjudicar 7 unidades de sillas ergonómicas laboratorio, código WS25 marca Office Master, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: ¢254.405,00 (doscientos cincuenta y cuatro mil cuatrocientos cinco colones exactos); para un precio total de ¢1.780.835,00 (un millón setecientos ochenta mil ochocientos treinta y cinco colones exactos).   

Plazo de entrega: 40 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: 7 años ilimitados.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Monto adjudicado a este oferente: ¢1.780.835,00 (un millón setecientos ochenta mil ochocientos treinta y cinco colones exactos).

Monto total adjudicado en este licitación: ¢98.997.782,168 (noventa y ocho millones novecientos noventa y siete mil setecientos ochenta y dos colones con 168/100)

4.) Declarar infructuosa la línea 6 por los motivos que indica el ente técnico a continuación:

“(..) se determina que el único oferente para la línea 6 incumple en varios puntos de lo solicitado en el cartel, por tanto, este(sic) línea de(sic) declara infructuosa.”

Respecto a la presente adjudicación es de indicar que el técnico solicitó un aumento en la cantidad a adjudicar según el siguiente detalle: Línea N° 1, se aumentó de 171 a 223 unidades, no obstante se ajusta a 170 por contenido presupuestario; línea N° 2, se aumento de 166 a 269 unidades; línea N° 3, se aumento de 80 a 105 unidades, línea N° 4 pasó de 61 a 90 unidades y la línea N° 5, se aumentó de 44 a 58 unidades, no obstante se ajusta a 57 por contenido presupuestario.

La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme”

Posteriormente mediante oficio 0193-SO-2016 del 15 de marzo de 2016, visible a folio 1059 del expediente de contratación, el MBA. Mauricio Quirós Álvarez, Subdirector del Departamento de Gestión Humana, remite la solicitud para ampliación de las líneas 1, 2, 3, 4 y 5, todo lo anterior de acuerdo con el procedimiento de contratación supra indicado.

Así las cosas, se procede a analizar la aplicación del artículo 201 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el cual posibilita a la Administración a realizar un contrato adicional, esto, si ejecutado un contrato, la Administración requiere de suministros o servicios adicionales de igual naturaleza, para ello, podrá obtenerlos del mismo contratista, siempre que éste lo acepte y se cumplan con las siguientes condiciones: 

“(...) 

a)	Que el nuevo contrato se concluya sobre las bases del precedente.

b)	Que se mantengan los precios y condiciones con base en los cuales se ejecutaron las obligaciones, pudiendo el contratista mejorar las condiciones iniciales.

c)	Que el monto del nuevo contrato no sea mayor al 50% del contrato anterior, contemplando los reajustes o revisiones y modificaciones operadas. Cuando el objeto del contrato original esté compuesto por líneas independientes, el 50% se calculará sobre el objeto y estimación general del contrato y no sobre el monto o cantidad de alguna línea en particular. En los contratos de objeto continuado el 50% se considerará sobre el plazo originalmente convenido sin considerar las prórrogas.

d)	Que no hayan transcurrido más de seis meses desde la recepción provisional del objeto. Cuando la recepción provisional del objeto coincida con la definitiva, el plazo comenzará a contar a partir de esta fecha. En contratos con plazos de entrega diferidos, contará a partir de la última entrega de bienes.

Se excluyen del cómputo de este plazo la ejecución de prestaciones subsidiarias de la principal, como el plazo de garantía sobre bienes o servicios de soporte y mantenimiento derivado del principal.

e)	Que en el contrato precedente no se hubiera incurrido en ningún incumplimiento grave. (...)” 

Conforme a lo anterior, se procede a realizar el siguiente análisis a fin de determinar que la situación que se presenta corresponda a las condiciones señaladas en la normativa aplicable:

1) Respecto a los incisos a) y b) referentes a que el nuevo contrato se concluya sobre las bases del precedente y se mantengan los precios y condiciones con base en los cuales se ejecutaron las obligaciones, pudiendo el contratista mejorar las condiciones iniciales.

En este caso, no existe un cambio en la naturaleza del objeto contractual, ya que para la adquisición de Atriles para computadora marca 3M porttadocumentos DH640, sillas ergonómicas marca DRC modelo SPR-02 Premium, sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, sillas ergonómicas con brazos retráctiles marca DRC modelo SPR-04 Premium y sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, son parte de las mismas características adjudicadas en el procedimiento Licitación Abreviada 2015LA-000071-PROV, por lo que se dará sobre las bases del contrato precedente y se mantendrán los precios y condiciones, todo con la debida anuencia del adjudicatario.

[bookmark: _Toc448417281]Es importante mencionar que mediante oficios 2077-DP/28-2016 y 2078-DP/28-2016 ambos de fecha 30 de marzo del 2016, se le manifestó a las empresas Alfatec S.A. y Distribuidora Ramírez y Castillo S.A., respectivamente, el interés que esta institución posee en realizar el incremento supra indicado, quienes a su vez, mediante notas recibidas el 30 y 31 de marzo del año en curso, visibles a folios 1091 y 1093 del expediente de contratación, aceptan las propuestas realizadas.


2) Respecto al punto c) Que el monto del nuevo contrato no sea mayor al 50% del contrato anterior, contemplando los reajustes o revisiones y modificaciones operadas. (…)

Esta regla también se satisface, toda vez que el aumento en la contratación correspondiente a 85 Atriles para computadora, marca 3M porttadocumentos DH640, con un precio unitario de $58,76, para un total de $4.994,60, dicho aumento corresponde al 50% del monto del contrato original, pues se constata que la suma total adjudicada a la empresa Alfatec S.A., cédula jurídica 3-101-305717, en la licitación abreviada 2015LA-000071-PROV asciende a $9.989,20, y éste trámite corresponde a un monto $4.994,60, que representa un 50%.

Asimismo, el aumento correspondiente a 105 sillas ergonómicas marca DRC modelo SPR-02 Premium con un precio unitario de $249,00, para un total de $26.145,00, 31 sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus con un precio unitario de $490,00, para un total de $15.190,00, 25 sillas ergonómicas con brazos retráctiles marca DRC modelo SPR-04 Premium con un precio unitario de $249,00, para un total de $6.225,00 y 70 sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus 6 con un precio unitario de $490,00, para un total de $34.300,00, dicho aumento no supera el 50% del monto del contrato original, pues se constata que la suma total adjudicada a la empresa Distribuidora Ramírez y Castillo S.A., cédula jurídica 3-101-080638, en la licitación abreviada 2015LA-000071-PROV asciende a $168.771,00, y éste trámite corresponde a un monto $81.860,00, que representa un 48,50%.

3)	Respecto al punto d) Que no hayan transcurrido más de seis meses desde la recepción provisional del objeto. Cuando la recepción provisional del objeto coincida con la definitiva, el plazo comenzará a contar a partir de esta fecha. (…)

La recepción final de esta compra se realizó en fecha 12 de enero del 2016 para la línea 1,  y  en fecha 10 de marzo de 2016 para las líneas 2, 3, 4 y 5, lo anterior, de acuerdo al control llevado por el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, visible a folios 1081 y 1082 del expediente de contratación, por lo que no han transcurrido más de 6 meses  y se cumple a cabalidad con este requerimiento.

4)	Respecto al punto e) Que en el contrato precedente no se hubiera incurrido en ningún incumplimiento grave.

Según control del Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, en las actas de recepción visibles a folios 1022, 1120, 1121 y 1123 emitidas por Salud Ocupacional, no se externo ningún inconveniente respecto a la entrega, por tanto se concluye que la entrega fue satisfactoria y cumplido a cabalidad con todo lo solicitado en el pliego de condiciones. 

Los recursos presupuestarios para este nuevo trámite se tomarán de la certificación presupuestaria 283-P-2016 emitida por el MBA. Carlos Manuel Hidalgo Vargas, Jefe a.í., del Departamento Financiero Contable, por un monto de ¢48.348.356,00, programa 926,  Centro gestor 35 “Dirección Gestión Humana”, subpartida  50104 “Equipo y mobiliario de oficina”.

RECOMENDACION	

Por todo lo anterior, se solicita someter este asunto a conocimiento del Consejo Superior, para que se autorice, con base en la aplicación del artículo 201 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el contrato adicional de la licitación abreviada 2015LA-000071-PROV, incrementándose de la siguiente manera:

A: Alfatec S.A., cédula jurídica Nº 3-101-305717:

Línea 1:

Adjudicar 85 Atril para computadora, marca 3M porttadocumentos DH640; demás términos y condiciones conforme a la oferta y el pliego de condiciones. Precio unitario: $58,76, para un precio total de $4.994,60, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016:  ¢2.708.221,95 (dos millones setecientos ocho mil doscientos veintiún colones con 95/100).   

Plazo de entrega:	30 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa  con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con dos días de anticipación.

Garantía de fábrica: 12 meses.
Exoneración: No requiere.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.
Monto adjudicado a este oferente: ¢2.708.221,95 (dos millones setecientos ocho mil doscientos veintiún colones 95/100).

A: Distribuidora Ramírez y Castillo, cédula jurídica Nº 3-101-080638:

Línea 2:

Adjudicar 105 Sillas ergonómicas marca DRC modelo SPR-02 Premium, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $249,00, para un precio total de $26.145,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢14.176.603,35 (catorce millones ciento setenta y seis mil seiscientos tres colones con 35/100). 

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: tres años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Línea 3:

Adjudicar 31 Sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $490,00, para un precio total de $15.190,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢8.236.473,70 (ocho millones doscientos treinta y seis mil cuatrocientos setenta y tres colones con 70/100). 

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: cinco años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Línea 4:

Adjudicar 25 Sillas ergonómicas con brazos retráctiles marca DRC modelo SPR-04 Premium, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $249,00, para un precio total de $6.225,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢3.375.381,75 (tres millones setecientos setenta y cinco mil trescientos ochenta y un colones con 75/100). 

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: tres años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Línea 5:

Adjudicar 70 Sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.  Precio unitario: $490,00, para un precio total de $34.300,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢18.598.489,00 (dieciocho millones quinientos noventa y ocho mil cuatrocientos ochenta y nueve colones con 00/100). 

Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.

Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.

Garantía de fábrica: cinco años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.

Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.

Monto adjudicado a este oferente: ¢44.386.947,80 (cuarenta y cuatro millones trescientos ochenta y seis mil novecientos cuarenta y siete colones con 80/100).


Es claro que de autorizarse la modificación propuesta, se deberá revisar el monto de las garantías rendidas a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.”
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[bookmark: marca12][bookmark: marca13][bookmark: marca14]De conformidad con el artículo 201 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se acordó: Acoger la recomendación del Departamento de Proveeduría, en consecuencia, autorizar la ampliación de la Licitación Abreviada Nº 2015LA-000071-PROV, denominada“Compra de atril para computadora y sillas ergonómicas, de la siguiente forma:
1.) Alfatec S.A., cédula jurídica Nº 3-101-305717:
Línea 1:
Adjudicar 85 Atril para computadora, marca 3M porttadocumentos DH640; demás términos y condiciones conforme a la oferta y el pliego de condiciones. Precio unitario: $58,76, para un precio total de $4.994,60, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢2.708.221,95 (dos millones setecientos ocho mil doscientos veintiún colones con noventa y cinco céntimos).   
Plazo de entrega:	30 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.
Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa  con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con dos días de anticipación.
Garantía de fábrica: 12 meses.
Exoneración: No requiere.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.
Monto adjudicado a este oferente: ¢2.708.221,95 (dos millones setecientos ocho mil doscientos veintiún colones con noventa y cinco céntimos).
2.)Distribuidora Ramírez y Castillo, cédula jurídica Nº 3-101-080638:
Línea 2:
Adjudicar 105 Sillas ergonómicas marca DRC modelo SPR-02 Premium, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $249,00, para un precio total de $26.145,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢14.176.603,35 (catorce millones ciento setenta y seis mil seiscientos tres colones con treinta y cinco céntimos). 
Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.
Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.
Garantía de fábrica: tres años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.
Línea 3:
Adjudicar 31 Sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $490,00, para un precio total de $15.190,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢8.236.473,70 (ocho millones doscientos treinta y seis mil cuatrocientos setenta y tres colones con setenta céntimos). 
Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.
Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.
Garantía de fábrica: cinco años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.
Línea 4:
Adjudicar 25 Sillas ergonómicas con brazos retráctiles marca DRC modelo SPR-04 Premium, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones. Precio unitario: $249,00, para un precio total de $6.225,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢3.375.381,75 (tres millones trescientos setenta y cinco mil trescientos ochenta y un colones con setenta y cinco céntimos). 
Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.
Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.
Garantía de fábrica: tres años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.
Línea 5:
Adjudicar 70 Sillas con cabecera marca DRC modelo SAP-03 Plus, demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.  Precio unitario: $490,00, para un precio total de $34.300,00, equivalentes al tipo de cambio de ¢542,23 del 04/04/2016: ¢18.598.489,00 (dieciocho millones quinientos noventa y ocho mil cuatrocientos ochenta y nueve colones exactos). 
Plazo de entrega: 65 días hábiles, una vez entregado el Pedido en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero.
Lugar de entrega: Bodega de la Proveeduría, ubicada en la Cuidad Judicial San Joaquín de Flores Heredia, con cita previa con el señor Byron Montero Zeledón al teléfono 2295-3205 con tres días de anticipación.
Garantía de fábrica: cinco años.
Forma de pago: Transferencia bancaria.
Exoneración: Si requiere.
Demás términos y condiciones conforme a la oferta y al pliego de condiciones.
Monto adjudicado a este oferente: ¢44.386.947,80 (cuarenta y cuatro millones trescientos ochenta y seis mil novecientos cuarenta y siete colones con ochenta céntimos).
Deberá revisarse el monto de las garantías rendidas a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.
La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417286]ARTÍCULO VI 
Documento N° 4400-16
[bookmark: _Toc373768656][bookmark: _Toc448417288]Con motivo de las actividades de inauguración de los despachos judiciales en Puerto Jiménez, se acordó: Autorizar la participación de la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia en las actividades que se da cuenta, y en su lugar designar al máster Irving Vargas Rodríguez, el 28 y 29 de abril de 2016, como Secretario General interino.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VII 
Documento N° 4007-16
El licenciado Oscar Umaña Chacón, Gerente General de Cooperativa de Empleados Judiciales (COOPEJUDICIAL), mediante oficio Nº GGC-2509/2016 del 21 de abril de 2016, solicitó lo siguiente: 
“… permiso correspondiente para el funcionario que detallo a continuación, en razón de que el mismo participará de una actividad de Capacitación, que se realizará en Puntarenas.

	
NOMBRE

	
CEDULA DE IDENTIDAD
	
OFICINA DONDE LABORA
	
DÍAS DE PERMISO

	Freddy Chacón Arrieta
	1-0582-0800
	Sección de Delitos Económicos
	Segunda audiencia del 20 y Primera audiencia del 21 de Abril del 2016



Para tales efectos, adjunto encontrarán el oficio N° DGH-042-2016 emitido por el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, en el que se indican los días disponibles de COOPEJUDICIAL para distribuir durante el 2016 en actividades propias de la agrupación.  

Cualquier consulta adicional que se requiera, con todo gusto les será atendida.”
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Seguidamente, en oficio Nº DGH-189-2016 de 8 de abril de 2016, la licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina de Gestión Humana, dirigido al licenciado Oscar Umaña Chacón, Gerente General de COOPEJUDICIAL, informó que esa entidad cuenta con 42 días disponibles para actividades propias de esa agrupación.
	Se acordó: 1.) Acoger la solicitud anterior y conceder permiso con goce de salario al licenciado Freddy Chacón Arrieta, Perito Judicial de la Sección de Delitos Económicos y Financieros del Organismo de Investigación Judicial, por el 20 y 21 de abril de 2016, para que participe en una actividad de Capacitación a realizarse en Puntarenas. 2.) LaDirección de Gestión Humana llevará el control del tiempo en ejecución de lo dispuesto por la Corte Plena en sesión del 1 de noviembre de 1993, artículo LVIII, con respecto a las licencias que en casos como el presente se otorga a las asociaciones gremiales del Poder Judicial. 
	Las Direcciones de Gestión Humana y Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417290]ARTÍCULO VIII
Documento 10593-10, 4182-16
En sesión Nº 83-15 celebrada el 17 de setiembre de 2015, artículo XL, se tuvo por recibido el informe Nº 1372-PLA-2015 de la Dirección de Planificación relacionado con el seguimiento que se realizó en el Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por lo que en su inciso 4) se dispuso que la Dirección de Planificación debería de presentar a este Consejo al finalizar el primer trimestre de 2016, un informe de resultados obtenidos sobre la situación de ese Juzgado.
Mediante correo electrónico del 7 de abril de 2016, el licenciado Minor AlvaradoChaves, Jefe interino de la Sección de Control y Evaluación de la Dirección de Planificación, comunicó lo siguiente:
“Con base en las instrucciones de la señora Directora de la Dirección de Planificación, se debe informar a la Secretaría General de la Corte el plazo de atención de los asuntos asignados.
 
En atención a esta directriz, se comunica que en relación  a la notificación de vencimiento de la referencia N° 10593-10  relacionado con oficio  N° 10204-15 de fecha 22 de setiembre  de 2015, que trascribe acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión N° 83-15 de 17 de setiembre de 2015, artículo XL, que en lo que interesa indica:   “4.) La Dirección de Planificación deberá presentar a este Consejo al finalizar el primer trimestre de 2016, un informe de resultados obtenidos sobre la situación del  Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica”.

En razón de que a la fecha el informe solicitado no ha sido posible concluirlo, se solicita respetuosamente ampliar el plazo para finales de mayo de 2016.”
- 0 -
Se acordó:Tomar nota de la comunicación del licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe interino de la Sección de Control y Evaluación de la Dirección de Planificación y estar a la espera del informe solicitado en la sesión Nº 83-15 celebrada el 17 de setiembre de 2015, artículo XL. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417292]ARTÍCULO IX 
Documento 10274-15, 3875-16
El máster Elías Muñoz Jiménez, Subdirector interino de Planificación, mediante oficio Nº 490-PLA-2016 del 31 de marzo de 2016, comunicó lo siguiente:
“En atención al oficio 12839-15, en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión celebrada el 17 de noviembre del 2015, artículo XXVII,  le remito el informe 35-CE-2016-Bde hoy,  suscrito por  el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. de la Sección de Control y Evaluación, relacionado con la aprobación del Plan de Trabajo del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal.  

Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 419-PLA-2016 del 11 de marzo del año 2016,  el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la Licda. Milena Peña Salas, Jueza Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal y de la Máster Damaris Vargas Vásquez, Directora a.i. del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Como respuesta se recibió correo electrónico el miércoles 16 de marzo de 2016, enviado por la Licda. Adriana Jiménez Bonilla.

(…)”
- 0 -
Seguidamente, del informe Nº 35-CE-2016-B, se transcriben las conclusiones y recomendaciones que literalmente dicen:
“(…)

	IV. Elementos Conclusivos
	4.1 Este despacho esta conformado por dos personas profesionales, tres personas en personal de apoyo, una de  Auxiliar de Servicios Generales y un Coordinador Judicial y  no cuentan con personal adicional (meritorio o extraordinario) en el despacho.

4.2 En cuanto a la carga de trabajo, el Juzgado de Puriscal se ubica en la tercera posición en relación con los cinco despachos comparados, tanto en los asuntos entrados como en el rendimiento. En cuanto al promedio mensual por Jueza o Juez es de 51 asuntos nuevos y con un rendimiento mayor en los casos terminados de 54 expedientes.  

4.3 Del análisis de las sentencias realizadas el Juzgado en estudio es el que presenta el mayor rendimiento en comparación con sus homólogos y a nivel de promedio mensual por Jueza o Juez (39) ocupa el segundo puesto entre los de mayor cantidad de sentencias realizadas.

4.4 Del plan de trabajo establecido, se pretende que el personal profesional asignado adicional logre en promedio resolver 20 sentencias  por mes en las materias de Laboral y Familia, dedicándose en forma exclusiva a esta labor. Por su parte, las Juezas del despacho deberán mantener la misma cantidad de sentencias por mes, según lo demostrado en el cuadro N° 2 del presente informe. Cabe agregar, que el Centro de Apoyo, Coordinación y  Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la ayuda para concretar el citado plan lo hará a través de la Oficina Contra el Retraso Judicial.

4.5 En cuanto al criterio por parte de las licenciadas Peña Salas y Jiménez Bonilla, ambas del Juzgado de Puriscal, manifestaron su compromiso en cuanto a mantener su promedio mensual y esperan que con la Jueza o Juez adicional se logren fallar los 101 expedientes pendientes de sentencia.

4.6 En respuesta a lo solicitado en el preliminar de este informe, las Licdas. Milena Peña Salas, Jueza Coordinadora y a la Jueza Adriana Jiménez Bonilla, ambas del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, manifestaron que en la materia de Pensiones Alimentarias no requieren colaboración, solo en la Laboral y Familia. 


	V. Recomendaciones
	5.1 En cuantoa la viabilidad y validación del plan de trabajo presentado por el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal,  la Dirección de Planificación considera que se ajusta al rendimiento demostrado por las Juezas del despacho, por lo que se espera que  de otorgase la ayuda solicitada, en promedio mensual realice 20 sentencias al mes entre las materias de Laboral y Familia  lo que demandará seis meses para resolver los 101 expedientes pendientes del dictado de la sentencia.   Para ejecutar este plan, es necesario que el  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional les ayude, conforme lo manifestó Licda. Rojas Giusti, a través de la Oficina Contra el Retraso Judicial a efecto de que los 20 expedientes mensuales adicionales que deben de resolverse  se logre ejecutar y de esta manera cumplir con el cien por ciento del citado plan. 

5.2 Como complemento de la anterior recomendación, las señoras juezas deberán de seleccionar los expedientes que cumplan con los requisitos que esa Oficina tiene para tramitar expedientes y de esta manera evitar las devoluciones que comentan las señoras juezas. 

5.3 A las licenciadas Milena Peña Salas, Jueza Coordinadora y a la Jueza Adriana Jiménez Bonilla, ambas del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, deberán mantener el promedio mensual de sentencias y continuar con sus labores propias del cargo. 
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En sesión Nº 78-15 celebrada el 1 de setiembre de 2015, artículo LXXXI, previamente a resolver lo solicitado por las licenciadas Adriana Jiménez Bonilla y Milena Peña Salas, Juezas del Juzgado Civil, de Trabajo y Familia de Puriscal, se disks solicitar a la Dirección de Planificación analizara la gestión planteada e indicara a este Consejo si era procedente la organización propuesta para ese Juzgado.
Luego, en sesión Nº 101-15 del 17 de noviembre de 2015, artículo XXVII, se tuvo por rendido el informe N° 1735-PLA-2015 de la Dirección de Planificación, relacionado con la organización propuesta por las licenciadas Adriana Jiménez Bonilla y Milena Peña Salas, Juezas del Juzgado Civil,  Trabajo y Familia de Puriscal, para atender la actual carga de trabajo del despacho, a esos efectos en el inciso 4), se solicitó a la Dirección de Planificación emitir criterio a este Consejo sobre la viabilidad y validación del plan de trabajo que elaborara el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal con indicación del tiempo que se requiere la prestación de la colaboración que se recomendaba.
Se acordó:1) Tener por recibido el informe Nº 490-PLA-2016 remitido por la Dirección de Planificación, donde se analizó la viabilidad del Plan de Trabajo propuesto por el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, para mejorar el accionar de esa oficina.  2) Acoger las recomendaciones emitidas en el citado informe, por consiguiente: a) Se aprueba el plan de trabajo presentado por el  Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, el cual deberá ser implementado de manera inmediata por el personal del citado despacho.  b)  El  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá por medio del Programa de Retraso Judicial brindar colaboración al Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, con una plaza juez o jueza por espacio de seis meses a partir del segundo semestre de este año.  c) Las Juezas y Jueces del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal deberán, con el fin de evitar devoluciones, seleccionar los expedientes que cumplan con los requisitos establecidos por la Oficina Contra el Retraso Judicial para la tramitación de expedientes.  d) El personal profesional del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, deberán mantener el promedio mensual de sentencias y continuar con sus labores propias del cargo.    3)La Dirección de Planificación dará seguimiento a la carga de trabajo del Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Puriscal, considerando el apoyo de la plaza adicional de profesional por parte del Programa de Retraso Judicial; para lo cual emitirá a este Consejo, una vez que concluya dicha colaboración, las observaciones y recomendaciones que considere necesarias para la mejora en la presentación de los servicios del citado despacho, debiendo tomar en cuenta el impacto por las Reformas al Código Procesal Civil y Laboral.Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417294]ARTÍCULO X
Documento N° 9005-15, 4189-16
[bookmark: _Toc442128868]	En sesión N° 105-15 celebrada el 1 de diciembre de 2015, artículo LVI, -entre otras cosas- se solicitó a la Dirección de Planificación, realizará un estudio en la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, en el cual se determinara si su funcionamiento y organización se ajusta a las disposiciones de ley, y lo dispuesto por este Consejo, conforme a los estudios técnicos realizados en esa oficina.
En relación con lo anterior, el máster RandallQuirósSoto, Jefe de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, mediante correo electrónico del 8 de abril de 2016, informa que en atención al oficio N°13867-15 el cual está relacionado con la elaboración de un estudio en la Sección de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, se está programando para ser atendido por esta Dirección en el segundo semestre del presente año, con el fin de dar prioridad a otros informes solicitados con anterioridad y que no se han podido atender por la alta carga de trabajo y otras prioridades establecidas (a manera de ejemplo están los 36 procedimientos relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, o los 32 procedimientos de las distintas contabilidades del Poder Judicial). 
[bookmark: marca4][bookmark: marca5]Se acordó: Tomar nota de la manifestación del máster RandallQuirósSoto, Jefe de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación y estar a la espera del estudio e informe solicitado en la sesión Nº 105-15 celebrada el 01 de diciembre de 2015, artículo LVI, sobre el funcionamiento de la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XI
Documento N° 2532-16
El máster Elías Muñoz Jiménez, Subdirector de Planificación, mediante oficio 294-PLA-2016 de 24 de febrero de 2016, remitió el informe 11-CE-2016-B, suscrito por el licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe interino de la Sección de Control y Evaluación, relacionado con el estudio sobre la valoración de las cargas de trabajo en la Sección de Patología Forense. 
Seguidamente se transcribe el informe 11-CE-2016-B, que dice:
“(…)

El Consejo Superior en la sesión N°88-2015 celebrada el 1° de octubre de 2015, artículo LV, conoció la gestión N°JDML 2015-1048 planteada por el doctor Franz Vega Zúñiga, en su condición de Jefe interino del Departamento de Medicina Legal, la cual fue referida a la Secretaría General de la Corte por la Secretaría Ejecutiva de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, con el visto bueno de su Subdirector General interino Luis Ángel Ávila Espinoza.

El doctor Vega Zúñiga en su misiva solicitó al Consejo Superior valorar alternativas que permitan nombrar a la doctora Georgina Pacheco Revilla, Antropóloga Forense de la Sección de Patología Forense, a tiempo completo en el Departamento de Medicina Legal, en aras de brindar un mejor servicio público.

El Consejo Superior de previo a resolver la petición del doctor Vega Zúñiga, y dentro del acuerdo tomado en la sesión de referencia, solicitó a la Dirección de Planificación valorar las cargas de trabajo de la Sección de Patología Forense.  Este acuerdo fue comunicado mediante nota N°11092-15 del 13 de octubre de 2015 por la Secretaría General de la Corte.

Posteriormente, en la sesión N°90-2015 celebrada el 08 de octubre de 2015, artículo CXVII, acordó comunicar a esta Dirección que remitiera el estudio solicitado, sobre la valoración de las cargas de trabajo en la Sección de Patología Forense, a la Dirección de Gestión Humana-Personal, para que analice la viabilidad de cambiar a tiempo completo la plaza N°43416, a fin de dar una solución al puesto de medio tiempo de la persona especialista en odontología forense que viene ocupando la misma plaza. Este otro acuerdo fue comunicado mediante nota N°11840-15 del 29 de octubre de 2015 por la Secretaría General de la Corte.

La realización del estudio sobre la valoración de las cargas de trabajo fue asignado al licenciado Rodolfo González Fernández, Profesional 2, de la Sección a mi cargo; y la versión original fue enviada en consulta al Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N°119-PLA-2016 del 28 de enero de 2016. La respuesta recibida se atendió en el punto “2.4-” del presente documento.

I.- Antecedentes

1.1- Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°11-2007 celebrada el 13 de febrero de 2007, artículo XLI, dentro del cual se tuvo por recibido el oficio N°31-PLA-2007 del 19 de enero de 2007 elaborado por la Dirección de Planificación, sobre la "Carga de trabajo de la Sección de Patología Forense, así como valorar la posibilidad de otorgar un permiso con sustitución a uno de los médicos para ayudar al descongestionamiento".

El informe N°31-PLA-2007 resulta de interés para el presente trabajo porque dentro de su contenido se determinó lo siguiente:

1.1.1- El tiempo para efectuar una autopsia es de cuatro horas mínimo por un solo Médico 1 o Médica 1, y comprende el examen interno y externo del cuerpo de la persona fallecida, así como la identificación de la causa de muerte, sin necesidad de recurrir a exámenes adicionales para concluir el caso. Este tiempo calculado corresponde a los casos más comunes, pero existen otros más complejos de atender que toman semanas, e incluso meses para concluirlos.

1.1.2- La redacción del protocolo de autopsia consume entre una hora y una hora con treinta minutos al Médico 1 o a la Médica 1 después de completar el estudio de los órganos humanos.

1.2- Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°79-2014 celebrada el 04 de setiembre de 2014, artículo LXI, mediante el cual incrementó el número de horas del puesto N°43416 de seis a ocho horas.

1.3- Acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°26-2015 celebrada el 19 de marzo de 2015, artículo LXIX, a través del cual aclaró el acuerdo tomado en la sesión N°79-2014 celebrada el 04 de setiembre de 2014, artículo LXI, mencionado en el ítem anterior, en el sentido que la plaza N°43416 será ocupada por ocho horas, con el fin de nombrar a dos profesionales en las áreas de antropología forense y odontología forense, por espacio de cuatro horas para cada especialidad.

1.4- Disposición tomada por el Consejo Superior en la sesión N°56-2015 celebrada el 16 de junio de 2015, artículo XXIX, dentro de la cual estableció lo siguiente:

1.4.1- Reasignar el puesto N°43416 adscrito a la Sección de Patología Forense, de Médico 1 o Médica 1 a Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2;

1.4.2- Aprobar la descripción de clase de puesto angosto de Antropólogo Forense o Antropóloga Forense;

1.4.3- Clasificar y valorar el puesto de Antropólogo Forense o Antropóloga Forense en la clase ancha de Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2; y

1.4.4- Fijar el 16 de junio de 2015 para que entraran en vigencia los cambios antes mencionados.

II. Información Relevante

2.1- Movimiento general de trabajo en la Sección de Patología Forense

2.1.1- A nivel seccional

El promedio anual de casos entrados en la Sección de Patología Forense para realizar autopsias, incluyendo lo ingresado en la sede que funciona ordinariamente en Liberia, fue 3.061 casos para el sexenio 2010 - 2015. Este valor se mantuvo estable durante esos años, y registró un incremento de 23,63% respecto de lo recibido durante el periodo 1997 - 2005, cuyo promedio fue 2.476 casos. Además, la cantidad de casos entrados para realizar inspecciones forenses se duplicó en el último año considerado en el siguiente cuadro:

	Cuadro N°1
MOVIMIENTO GENERAL DE TRABAJO EN LA SECCIÓN DE PATOLOGÍA FORENSE POR AÑO PARA LOS PERIODOS 1997-2005 Y 2010 – 31/10/2015

	Año
	
	Casos Entrados
	
	
	Circulante

	
	Para Autopsia
	Para Ampliar Dictamen
	Para Realizar Inspección
	
	

	Promedio Anual
1997-2005
	2.476
	-
	-
	
	-

	1997
	2.364
	. . .
	. . .
	
	. . .

	1998
	2.371
	. . .
	. . .
	
	. . .

	1999
	2.391
	. . .
	. . .
	
	. . .

	2000
	2.458
	. . .
	. . .
	
	. . .

	2001
	2.506
	. . .
	. . .
	
	. . .

	2002
	2.584
	. . .
	. . .
	
	. . .

	2003
	2.511
	. . .
	. . .
	
	. . .

	2004
	2.556
	. . .
	. . .
	
	. . .

	2005
	2.541
	. . .
	. . .
	
	. . .

	Promedio Anual
2010-Octubre 2015
	3.061
	178
	165
	
	-

	2010
	3.173
	185
	139
	
	1

	2011
	3.102
	122
	138
	
	0

	2012
	3.072
	101
	131
	
	0

	2013
	2.949
	227
	127
	
	0

	2014
	2.953
	220
	139
	
	6

	Al 31/10/2015
	2.608 (a)
	184
	286
	
	342

	Notas:
. . . : información no disponible.
 a : La cifra reportada incluye lo recibido en el servicio de patología forense brindado en Liberia, al cual ingresaron 216 autopsias y 9 inspecciones durante todo el 2015.

Fuente: Elaboración propia, con base en los datos tomados del oficio N°31-PLA-2007 del 19 de enero de 2007 de la Dirección de Planificación; y los suministrados por la Sección de Patología Forense, mediante oficio N°JSPF-2015-1239 del 23 de noviembre de 2015.



La cantidad de casos entrados para asistir a juicio fue 49 en el 2014 y 38 durante los primeros diez meses de 2015.

El circulante de 342 casos al 31 de octubre de 2015 se debe a que está pendiente de redactar el respectivo dictamen médico forense de la pericia realizada, ya sea porque se encuentra pendiente el resultado de los exámenes auxiliares, entre ellos, el de histología, neuropatología o toxicología; o bien, se aporten los expedientes médicos, interconsultas, u otros documentos judiciales requeridos. Además, de parte de la Jefatura de la Sección de Patología Forense, se aclaró que las autopsias se realizan al día, por lo cual no hay casos pendientes de realizar autopsia al 07 de enero de 2016, cuando fue entrevistado por personal de esta Dirección.

2.1.1- A nivel del puesto especialista en Antropología Forense

La doctora Georgina Pacheco Revilla, Perita Judicial 2 especialista en Antropología Forense de la Sección de Patología Forense, reportó las actividades forenses y académicas que efectuó durante los primeros once meses de 2015 a petición de esta Dirección; éstas se registraron en el “Anexo A” de este informe, y sirvieron de insumo para elaborar el siguiente cuadro, de cuyos datos fácilmente se desprende que el tiempo consumido por la doctora Pacheco Revilla para realizar todas las actividades reportadas supera el de una jornada ordinaria de trabajo de ocho horas diarias . Solo la cantidad de horas ocupadas en la atención de las interconsultas con solicitud por parte de médico forense o de médica forense ocupa todo el tiempo ordinario: 1.836 versus 1.760 horas (8 horas/día hábil * 20 días hábiles/mes * 11  meses).

	Cuadro N°2
LABOR REALIZADA Y TIEMPO OCUPADO POR LA ANTROPÓLOGA FORENSE DE LA SECCIÓN DE PATOLOGÍA FORENSE POR TIPO DE ACTIVIDAD ENTRE ENERO Y NOVIEMBRE DE 2015

	Tipo de Actividad
	Duración (horas)
( a )
	Cantidad
( b )
	Tiempo Ocupado (horas)
( a * b )

	Total:
	180
	233
	2.288

	Pericia Forense:
	158
	48
	2.036

	Interconsultas con solicitud por parte del Médico Forense o de la Médica Forense.
	102
	18
	1.836

	Análisis morfológico facial por medio de imágenes.
	34
	3
	102

	Exhumaciones.
	10
	4
	40

	Interconsultas de Médicos Forenses o Médicas Forenses en sala de autopsias.
	2
	15
	30

	Inspecciones de paternidad.
	4
	5
	20

	Ampliaciones de informes o dictámenes.
	2
	2
	4

	Asistencia a juicios.
	4
	1
	4

	Actividad Docente:
	22
	189
	252

	Participación en revisión de casos en Morgue (visita)
	1
	150 (1)
	150

	Charlas a residentes de Medicina Legal
	2
	2
	4

	Charlas a diferentes oficinas del OIJ
	4
	3
	12

	Participación en congresos y seminarios
	14
	4
	56

	Participación en charlas en la Sección de Patología Forense
	1
	30
	30

	 1 : Dato estimado “De acuerdo a casos ingresados por día”.

Fuente: Elaboración propia, con base en la información proporcionada por la doctora Georgina Pacheco Revilla por correo electrónico el 14/12/2015, la cual se registró en el “Anexo A” de este informe.



La doctora Pacheco Revilla describió el contenido de las interconsultas con solicitud por parte de Médico Forense o de Médica Forense -la actividad forense con la mayor cantidad de tiempo ocupado en el cuadro anterior- dentro de la documentación que suministró en los siguientes términos:

“Estos casos llevan tres etapas:

a) Limpieza de restos en proceso de esqueletización. Dependiendo de la condición de los restos, la cantidad de tejido blando, así será el proceso de limpieza que se lleve a cabo. Éstos pueden ser uno o varios lavados con agua y detergente, remoción de tejido blando por instrumentos y/o limpieza del tejido por medio de organismos ubicados en la Unidad de Entomología Forense.
Duración: 30 horas en la sala de autopsias, si requiere mayor limpieza puede ser un mes o mes y medio en la Unidad de Entomología Forense para luego ser trasladados al Laboratorio de Patología Forense para su análisis. 

b) Análisis de los restos óseos humanos en el laboratorio de Patología Forense. Elaboración de un perfil biológico e identificación de individuos (tiempo de muerte, sexo, edad, afinidad biológica, estatura, patologías, causa de muerte).
Duración: 48 horas.

c) Elaboración del informe de Antropología Forense: redactar informe con referencias bibliográficas de los resultados.
Duración: 24 horas, se requiere hacer consultas bibliográficas o consultas externas en casos muy especiales para confirmar conclusiones.”

El tiempo dedicado a la actividad docente de interés institucional fue 252 horas, cifra que en términos relativos representó el 11% del total de tiempo ocupado por la doctora Pacheco Revilla en las labores reportadas.

2.2- Personal adscrito a la Sección de Patología Forense

El tamaño de la planilla de la Sección de Patología Forense se mantuvo invariable en la última década; a continuación se muestra la composición del personal integrante de esta Sección para ambos extremos del periodo comparado.

	Cuadro N°3
CANTIDAD DE PERSONAL ADSCRITO A LA SECCIÓN DE
PATOLOGÍA FORENSE POR TIPO DE PUESTO
PARA LOS AÑOS 2006 Y 2016

	Tipo de Puesto
	2006
	2016

	Total:
	36
	36

	Profesional:
	11
	12

	Médico 3 o Médico 3
	1
	1

	Médico 1 o Médica 1
	9
	9

	Médico 1 o Médica 1 (6 horas)
	1
	-

	Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2 (a)
	-
	1

	Técnico y de Apoyo:
	25
	25

	Técnico Especializado 6 o Técnica Especializada 6
	-
	11

	Secretario o Secretaria
	-
	1

	Asistente Morgue
	-
	2

	Encargado Bodega Patología o Encargada Bodega Patología
	-
	1

	Asistente Administrativo 1
	-
	4

	Auxiliar Administrativo
	-
	5

	Tecnólogo Médico o Tecnóloga Médica
	11
	-

	Auxiliar de Morgue
	1
	-

	Técnico Criminalístico 1 o Técnica Criminalística 1
	1
	-

	Auxiliar Administrativo 2 
	2
	-

	Auxiliar Administrativo 1
	8
	-

	Auxiliar de Servicios Generales 2
	2
	1

	 a :  El puesto de Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2, N°43416, se encuentra fraccionado por acuerdo del Consejo Superior en sesión N°26-2015 celebrada el 19 de marzo de 2015, artículo LXIX, “… con el fin de nombrar a dos especialistas en las áreas de antropología forense y odontología forense por espacio de 4 horas cada uno.”. Esta condición fue corroborada con el licenciado Mariano Rodríguez Flores de la Dirección de Gestión Humana-Personal el 11 de febrero de 2016, quien adicionalmente agregó a petición de la Dirección de Planificación, que ese puesto se encuentra ocupado a medio tiempo (cuatro horas) por una Perita Judicial 2 o Perito Judicial 2, y el otro medio tiempo por una Perita Judicial 2B o Perito Judicial 2B.

Fuente: Elaboración propia, con base en la información registrada en el informe N°062-CE-2006-B del 19 de enero de 2007 elaborado por la Dirección de Planificación, el contenido de la nómina actualizada proporcionada por la Dirección de Gestión Humana-Personal el 06 de enero de 2016, y la consulta realizada a personal de esa Dirección el 11 de febrero de 2016.



2.3- Capacidad de resolución de la Sección de Patología Forense

El personal profesional de la Sección de Patología Forense es capaz de realizar una autopsia en cuatro horas, y de emitir el respectivo dictamen médico forense en hora con treinta minutos, para un total de cinco horas con treinta minutos como tiempo mínimo por autopsia terminada. La proyección de estos datos permiten afirmar que los Médicos 1 y las Médicas 1 de la Sección de Patología Forense pueden realizar en conjunto 1.920 autopsias al año (1 autopsia/día/Médico 1 o Médica 1 * 8 plazas Médico 1 o Médica 1 * 20 días/mes * 12 meses/año) dentro de la jornada ordinaria de trabajo. El cálculo anterior consideró solo ocho de las nueve plazas de Médico 1 o Médica 1 adscritas a la Sección de Patología Forense, porque dos de ellas, especialistas en Anatomía Patológica, están destinadas el 50% de su jornada laboral a resolver pericias forenses conexas de tipo histología y neuropatología, las cuales se requieren para la resolución de las pericias forenses de todos los Médicos y Médicas de esa Sección, según informó la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial mediante correo electrónico del 04 de febrero de 2016.

El valor obtenido de 1.920 autopsias anuales es inferior al de la demanda por este tipo de servicio brindado en la Sección de Patología Forense, de acuerdo con los datos incluidos en el cuadro N°1 ya analizado, en donde se observa la realización de otras labores adicionales que también consumen tiempo efectivo de trabajo, como son las ampliaciones de dictámenes o pericias forenses, así como la atención de inspecciones y la asistencia a juicio a solicitud de la autoridad jurisdiccional.

La parte de la carga de trabajo que ingresa fuera de la jornada ordinaria de trabajo es atendida en horario extraordinario remunerado (los fines de semana y días feriados de las 08:00 a las 20:00 horas, por un equipo conformado por tres Médicos 1 o Médicas 1, e igual cantidad de Técnicos Especializados 6 o Técnicas Especializadas 6), y mediante el mecanismo de la disponibilidad laboral (días hábiles de las 00:00 a las 07:30 y de las 20:00 a las 24:00 horas, así como los fines de semana y días feriados de las 20:00 a las 24:00 horas).

La entrevista realizada el 07 de enero de 2016 al doctor Jorge Aguilar Pérez, Jefe de la Sección de Patología Forense, confirmó los resultados del análisis antes realizado, cuando afirmó que existe “sobrecarga de trabajo en la Sección de Patología Forense desde hace varios años atrás”. Aclaró además que el aumento de la carga de trabajo en la Sección de Patología Forense lo es tanto en la cantidad de casos entrados como en la complejidad para realizar la pericia forense y emitir el respectivo dictamen médico forense; por ejemplo, citó el caso de las muertes homicidas que involucran múltiples lesiones. Otra pericia compleja es el estudio forense para determinar la identidad de la persona fallecida a partir del estudio de sus restos óseos, la cual involucra al personal médico asistente y pericial (Antropología Forense) de la Sección de Patología Forense, así como el de otras secciones del Departamento de Medicina Legal. También enumeró las inspecciones para determinar la existencia o no de la mala praxis médica, las cuales generan interconsultas médico forenses como parte del protocolo establecido para completar la pericia forense.

El doctor Aguilar Pérez reconoció el apoyo relativo recibido por parte del personal médico residente para sobrellevar la carga de trabajo existente, luego del tiempo laboral invertido por los Médicos 1 y Médicas 1 asistentes para formarlos; sin embargo informó que “se acabaron las plazas de médicos y médicas residentes y ya no se va a contar más con ese apoyo”.

Finalmente, advirtió que la doctora Zarela Abarca Villalobos, ocupante del puesto N°72776 de Médico 1 o Médica 1 adscrito a la Sección de Patología Forense, actualmente se encuentra fuera de la Sección durante la jornada ordinaria de trabajo realizando una especialidad en Anatomía Patológica que finaliza este año; no obstante, ella sí participa tanto en el rol de disponibilidad como en el de la jornada extraordinaria remunerada existente en la Sección de Patología Forense.

2.4- Atención de la respuesta remitida por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, suscrita por su Director General Wálter Espinoza Espinoza, respecto del contenido original del presente informe, el cual se le envió en consulta mediante oficio N°119-PLA-2016 del 28 de enero de 2016.

La respuesta rendida por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial el 04 de febrero de 2016, coincide con los resultados del informe sometido a su consideración, en cuanto a la sobrecarga de trabajo existente en la Sección de Patología Forense, y ahonda en aspectos particulares que agravan aún más la situación descrita.

Por otra parte, plantea solucionar la problemática identificada, es decir, la sobrecarga de trabajo existente en la Sección de Patología Forense, a través de la ampliación de la jornada de trabajo de las especialidades de Antropología Forense y Odontología Forense a tiempo completo (ocho horas), lo cual implicaría la existencia de una segunda plaza de Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2, así como la creación de tres plazas nuevas de Médico 1 o Médica 1, dos de Auxiliar Administrativo o Auxiliar Administrativa y dos Asistente de Morgue. La Dirección de Planificación considera razonable y justificada la propuesta de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, pero inviable en estos momentos, porque se encuentra fuera del alcance de las áreas de prioridad presupuestaria, establecidas por la Corte Plena para el ejercicio de formulación presupuestaria en curso.

También en el presente informe se aclaró la situación real del puesto N°43416, con base en la información complementaria obtenida de la Dirección de Gestión Humana-Personal; y además, se atendieron los demás aspectos señalados por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial en su respuesta, sin dejar de lado la necesidad pública de mantener el lenguaje accesible.

III.- Conclusiones

4.1- La carga de trabajo existente en la Sección de Patología Forense superó la capacidad de su personal profesional para dictaminarla dentro la jornada ordinaria de trabajo. La cantidad promedio de casos entrados por año para realizar autopsia en el último quinquenio creció 23,63% respecto del sexenio 1997-2005, y la de inspecciones se duplicó del 2014 al 2015; además, la complejidad para dictaminar este tipo de casos es ahora mayor que en pasado, advirtió el doctor Jorge Aguilar Pérez, Jefe de la Sección de Patología Forense.

4.2- El volumen de trabajo a cargo del puesto de Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2, especialista en Antropología Forense de la Sección de Patología Forense, también sobrepasó su capacidad para dictaminarlo dentro de su jornada ordinaria de trabajo de medio tiempo (cuatro horas).

4.3- La sobrecarga de trabajo existente en la Sección de Patología Forense es atendida en parte durante las jornadas extraordinarias de trabajo remunerado, establecidas para los fines de semana y días feriados de las 08:00 a las 20:00 horas, así como en los periodos de disponibilidad laboral correspondientes a las franjas horarias que quedan al descubierto entre ambas jornadas, por el mismo personal perteneciente a esta Sección; por lo que cabe advertir que la constante prolongación de la jornada de trabajo del personal de la Sección de Patología Forense, para atender la sobrecarga de trabajo en mención, con el paso del tiempo repercutirá perjudicialmente en su salud, y también en el adecuado funcionamiento de la Sección estudiada.

4.4- La reasignación del puesto N°43416 a Perito Judicial 2 o Perita Judicial 2, especialista en Antropología Forense, así como a tiempo completo (8 horas) resultó acertada, en la medida que se crearon las condiciones necesarias para aprovechar la oportunidad de incorporar a una persona científica en Antropología Forense “de planta”, capaz de determinar la identidad de una persona fallecida a partir del estudio de sus restos óseos lo cual, sin duda alguna, agrega valor a la investigación forense y al esclarecimiento de los casos policiales, sobre todo en estos tiempos con la aparición de fosas comunes dentro del territorio nacional.

IV.- Recomendaciones

5.1- Al Consejo Superior.

5.1.1- Mantener la jornada extraordinaria de trabajo establecida en la Sección de Patología Forense, para los fines de semana y días feriados de las 08:00 a las 20:00 horas; así como la disponibilidad laboral para cubrir las franjas horarias inhábiles que quedan  al descubierto entre las jornadas ordinaria y extraordinaria.

5.1.2- Reservar las evidentes y sentidas necesidades de personal por las que atraviesa desde hace varios años la Sección de Patología Forense, del Departamento de Medicina Legal, para cuando exista posibilidad de ser conocidas dentro del periodo de formulación presupuestaria institucional, dado que en la actualidad las prioridades presupuestarias están restringidas a las fijadas por la Corte Plena en la sesión N°01-2016 celebrada el 11 de enero de 2016, artículo XXIX, y que le resultan adversas para resolver el problema de sobrecarga de trabajo que enfrenta por la vía presupuestaria.

La dotación de personal adicional a la Sección de Patología Forense, tiene el propósito de restablecer el equilibrio entre la carga de trabajo y la cantidad de personal médico forense destinado a dictaminarla, que existió antes de producirse el incremento de 23,63% en la cantidad de casos entrados para realizar autopsia en el último quinquenio, y de la inspecciones al doble entre el 2014 y el 2015. Además, para mitigar el riesgo de atrasos en la atención del trabajo por incapacidades, vacaciones, permisos, u otros motivos justificados, por falta de personal disponible para cubrir la ausencia; así como para acortar el tiempo de participación individual del personal en la jornada extraordinaria y disponibilidad laboral.

El tamaño de la estructura de personal de la Sección de Patología Forense se ha mantenido invariable en la última década.

5.1.3- Trasladar a la atención de la Dirección de Gestión Humana-Personal, la siguiente gestión planteada por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, incluida dentro del correo electrónico recibido en la cuenta oficial de la Dirección de Planificación el 04 de febrero de 2016, por ser un tema de su propia competencia:

“5- Es conveniente que la contratación de ambos peritos (se refiere a las especialidades en antropología forense y odontología forense) sea en la categoría de PERITOS JUDICIALES /_2B_/  y no como PERITOS JUDICALES 2, pues el salario que se les otorgaría en el segundo de los casos no es compatible con su área de especialidad y funciones, más aún cuando el país no tiene más profesionales en estas áreas.”


A N E X O     A

Informes rendidos por la doctora Georgina Pacheco Revilla, Antropóloga Forense de la Sección de Patología Forense.





A N E X O     B

Respuesta enviada por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en atención al oficio N°119-PLA-2016 del 28 de enero de 2016 enviado en consulta por la Dirección de Planificación.


.”
-0-
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe Nº 294-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio sobre la valoración de las cargas de trabajo en la Sección de Patología Forense. 2.) Aprobar las recomendaciones expuestas en el Informe, por consiguiente: Mantener la jornada extraordinaria de trabajo establecida en la Sección de Patología Forense, para los fines de semana y días feriados de las 08:00 a las 20:00 horas; así como la disponibilidad laboral para cubrir las franjas horarias inhábiles que quedan al descubierto entre las jornadas ordinaria y extraordinaria. 3.) Reservar la dotación de personal adicional a la sección de Patología Forense para cuando exista posibilidad de ser conocidas dentro del periodo de formulación presupuestaria institucional. Si bien este Consejo es consciente de las evidentes y consideradas necesidades de personal existente, actualmente las prioridades presupuestarias están restringidas a las fijadas por la Corte Plena en la sesión N°01-2016 celebrada el 11 de enero de 2016, artículo XXIX, situación que le resulta adversa a este Consejo para resolver el problema de sobrecarga de trabajo que se enfrentan por la vía presupuestaria. 4.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, darle trámite e informar a este Consejo; respecto a la gestión planteada por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, incluida dentro del correo electrónico recibido en la cuenta oficial de la Dirección de Planificación el 04 de febrero de 2016, por ser un tema propio de su competencia. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación, Dirección del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, para lo de su cargo. 6.) Solicitar a la Dirección de Planificación que indique a este Consejo si con motivo de las políticas presupuestarias del Poder Judicial y  las prioridades señaladas por la Corte Plena, resulta atendible la gestión presentada por la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, lo cual deberá ser informado a la brevedad para así comunicarlo a la Corte Plena.  
[bookmark: _Toc448417298]ARTÍCULO XII 
Documento 4162-16
[bookmark: _Toc434252564]El licenciado Rodolfo Fernández Castillo, Secretario General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio Nº 461-SEC-16 del 7 de abril de 2016, comunicó:
“…me permito detallarles que al amparo del Convenio Suscrito entre el Instituto Costarricense Sobre Drogas (ICD) y la Corte Suprema de Justicia en fecha 14 de febrero del 2005, el Organismo de Investigación Judicial ha solicitado en préstamo un vehículo a la primera Institución con el fin de solventar la carencia de automotores para destinarlos a la investigación de asuntos de drogas.

En sendos acuerdos firmes del Consejo Directivo del ICD número 011-02-2006 de fecha 27 de febrero del 2005 y 056-09-2005 de fecha 30 de agosto del 2005, se acordó facilitar en calidad de préstamo una cantidad de vehículos al O.I.J. para lo cual nos hicieron entrega de un vehículo cuyas características se dirán y que será para uso estipulado en el convenio citado.  El vehículo está debidamente asegurado y considerado apto para ser utilizado por la Institución. De todos estos documentos le acompaño fotocopia para su mejor ilustración.

Por tal motivo, como encargados de la “Oficina Única Institucional” les solicito respetuosamente se autorice la facilitación de tal automotor, autorizando el suministro de combustible con cargo a nuestro presupuesto, al igual que aquellas reparaciones básicas que sean necesarias según estipula en convenio de cita.  Para ello el vehículo citado tendrá su número interno de identificación, según se describe a continuación:

	Vehículo N°
	PJ 1288

	Marca
	Mitsubisho (sic) Lancer

	N° de Placa 
	(…)



Para los anteriores efectos acompaño copia de las “Actas de Entrega de Bienes Vehículos Cedidos en Préstamo-Ley 8204.  Préstamo Gratuito en Comodato de Bienes entre el Instituto Costarricense Sobre Drogas y el Poder Judicial”.

(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior y autorizar el suministro de combustible y las reparaciones necesarias para el citado vehículo, según el convenio suscrito por el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD), el que será utilizado por el Organismo de Investigación Judicial. Es entendido que dicho automotor fue revisado por parte del Taller Mecánico del indicado Organismo. 
La Dirección General y la Secretaría General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección Ejecutiva y los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417300]ARTÍCULO XIII
Documento 3778-16, 4229-16
En sesión Nº 30-16 celebrada el 31 de marzo de 2016, artículo LXXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En nota del 30 de marzo de 2016, suscrita por la servidora Ana María Céspedes González, Investigadora en la Sección de Fraudes del Organismo de Investigación Judicial, autenticada por el máster Saúl Umaña Barquero, Asesor Legal de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, manifestó:

“La que suscribe, ANA MARIA CESPEDES GONZALEZ, mayor, divorciada, portadora de la cédula de identidad número 1-1004-0636, con el debido respeto ante el Honorable Consejo Superior del Poder Judicial, expongo:

Que la suscrita es servidora en condición de interina del Poder Judicial desde el mes de junio del año 2014. Que me he desempeñado en diversos puestos, siendo el último el de Investigadora en la Sección de Fraudes del Organismo de Investigación Judicial.

Que mediante Oficio No. 699-F-16 del día 21 de marzo en curso, y suscrito por el señor Cristian Montero Guevara en su condición de Jefe de la Sección de Fraudes, se me hace saber que, por haber resultado las pruebas médicas negativas, mi nombramiento interino llegará hasta el día 31 de marzo en curso.

Si bien la suscrita, es conocedora de la normativa que regula la materia, es lo cierto que, y con absoluto respeto, estimo, existe respecto de lo indicado, UNA INADECUADA INFORMACION respecto de mi estado físico, dado que la valoración en la que se basan mis superiores para decretar el cese de mi nombramiento, es con vista al examen realizado en fecha 19 de noviembre de 2015, sin tomar en consideración todos los esfuerzos que, desde dicha data y hasta el día de hoy, he venido realizando a efecto de ubicarme en los parámetros establecidos como requisito para optar por el puesto de Investigadora. Se puede inferir del dictamen médico legal Segundo Párrafo de fecha ya indicada se indica “VER EL DICTAMEN MEDICO QUE SE ADJUNTA en el apartado de Fundamentación Médico Legal, que efectivamente el grado de obesidad 1, es susceptible a cambios en el estilo de vida, por lo que se recomienda inicie las medidas dietéticas y de ejercicio con el fin de bajar de peso, una vez que su índice de masa corporal sea igual o menor a treinta deberá ser revalorada

Continúa indicando en el dictamen médico que se adjunta en sus conclusiones lo que sigue: “Con base en lo anterior se estima que la evaluada no presenta condiciones de salud que limiten su desempeño como Investigadora del Organismo de Investigación Judicial.”

Posterior a tales actuaciones, la Doctora Laura Priscila Quirós Abarca, Perito de Medicina Forense en documento DML-No.2016-0000054 de fecha 8 de marzo en curso, sin conocimiento de previo alguno, desconociendo, todos los esfuerzos dietéticos, programa de ejercicios de la suscrita, modifica lo antes indicado y esto genera la emisión del acto administrativo que ante Ustedes con absoluto respeto cuestiono de contrario al Bloque de Legalidad.

Que adjunto al presente escrito, copia del documento suscrito por la Nutricionista Valeria Brown Prado. Código Profesional 1462-13, por medio del esta en fecha 17 de marzo en curso, da cuenta de las importantes mejorías de la suscrita en tono a lo que se externa en este documento, y evidencia una baja sustancial de mi masa corporal, y en el que se acredita que inicié dicho proceso, tenía una masa de 32.2 y en la fecha indicada estaba en 31.1, lo que significa que pasé de 79.2 kilos a 75.7. Me permito aclarar que, si bien al día de hoy no me encuentro en el parámetro deseado, es lo cierto que gracias a mi esfuerzo he venido mejorando sustancialmente, además de reseñar que, NUNCA SE ESTABLECIO UN PLAZO para tales situaciones, lo que viene a evidenciar la irracionalidad de las actuaciones del Departamento de Gestión Humana, en torno al tema.

Resta indicar al Honorable Consejo Superior del Poder Judicial, que, en mi respetuoso criterio, si bien el acto de cese es formalmente notificado por mi superior en grado, estimo que y dadas las consideraciones que previo a la emisión del mismo han acontecido, NO EXISTE autorización legal, para decretar el cese de mi nombramiento, por lo que de manera respetuosa solicito al Honorable Consejo Superior revisar tal actuación.

SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

En atención a lo indicado y de conformidad con el contenido de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley General de la Administración Pública, Código Procesal Contencioso Administrativa y la Constitución Política de la República, solicito QUE DE MANERA PRECAUTORIA, se deje sin efecto el contenido del Oficio No. 699-F-16 del día 21 de marzo en curso, en tanto esta Autoridad analiza con vista en el ordenamiento jurídico, la procedencia de esta solicitud.

PRETENSION

Es con base en lo expuesto y de conformidad con el contenido de los Principios de Racionalidad y Proporcionalidad de las actuaciones administrativas, además del Derecho Constitucional al Trabajo que, de manera respetuosa me presento ante esta Autoridad solicitando que, la situación laboral de la suscrita sea debidamente analizada y una vez que se llegue a la conclusión en el sentido que, efectivamente estoy cumpliendo y alcanzando los parámetros exigidos de masa corporal para ocupar el puesto de Investigadora, SE ORDENE la permanencia de la suscrita en dicho puesto, hasta tanto no se concluya con el proceso por mi persona iniciado y SE EMITA UN NUEVO CRITERIO a partir de una nueva revaloración que tome necesariamente en consideración todos los aspectos líneas atrás indicados. Así mismo solicito se ordene que con vista en la permanencia de la suscrita en el puesto de Investigadora en la Sección de Fraudes, debo ser tenida en consideración a efecto de participar en todos los cursos que respecto del manejo de armas y acondicionamiento físico sean dispuestos para dicha Sección, todo esto como parte de la capacitación que en tal sentido debo recibir.

Solicito a esta Autoridad que, en el evento de considerarlo oportuno, me apersoné ante Ustedes a efecto de realizar una detallada explicación sobre lo indicado.

PRUEBA

Se adjunta prueba documental sobre todo lo indicado en este documento.

NOTIFICACIONES: Las atenderé en mi correo anamariaces@hotmail.com y en el correo saulumabar@yahoo.com

(…)”
- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó:1) Remitir el escrito anterior a criterio e informe del señor Director General del Organismo de Investigación Judicial, en el plazo de 5 días a partir de la comunicación de este acuerdo. 2) Como medida perentoria, deberá la servidora Ana María Céspedes González mantenerse designada en el puesto que ocupa actualmente. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
Relacionado con lo anterior, mediante oficio Nº 354-DG-16 del 8 de abril de 2016, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, comunicó lo siguiente:
“En respuesta a lo acordado por ese Honorable Consejo en la sesión N° 30-16 celebrada el día 31 de marzo del año 2016, en su artículo LXXII, donde se solicitael criterio de mi persona con respecto al cese de nombramiento de la servidora Ana María Céspedes González, Investigadora de la Sección de Fraudes de este Organismo;  me permito manifestarle que desde el día lunes cuatro de los corrientes se indicó a la Jefatura de la Sección mencionada, que la servidora debía continuar laborando y que al día 30 de junio del año en curso, debía presentar una valoración nutricional en la cual se revelara su condición, para luego enviarla a ser revalorada por el Departamento de Medicina Legal.

Dicho comunicado se hizo llegar mediante la Resolución N° 03-DG/CCG-2016, la cual se adjunta.

(…)”
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Seguidamente se transcribe la resolución Nº 03-DG/CCG-2016, que literalmente dice:
“RESOLUCIÓN 003-DG/CCG-2016

DIRECCIÓN GENERAL DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. San José, a las ocho horas cuarenta minutos del día seis de abril del año dos mil dieciséis.

Se conoce Reconsideración al Cese de Nombramiento como Investigadora Uno de la señora Ana María Céspedes González, en la Sección de Fraudes del Departamento de Investigaciones Criminales de este Organismo.

Resultando:

Se analiza escrito presentado ante el Consejo Consultivo de Género de este Organismo, por la servidora Céspedes González, en el cual alega que en fecha 21 de marzo del año en curso, se le informa por parte del Lic. Cristian Montenegro Guevara, Jefe de la Sección de Fraudes, que según lo hecho de su conocimiento vía correo electrónico por parte de la Secretaría General de este Organismo, había obtenido un resultado negativo en las pruebas médicas realizadas en el proceso de selección y, a raíz del consentimiento informado firmado por su persona, en el cual consiente de que si resultaba desfavorable en algunas de las pruebas aplicadas para el reclutamiento, no seguiría en el proceso de selección. 

Considerando:

I. DE LA VALORACIÓN MÉDICA. Según el dictamen médico legal N° 2016-0000042 en sus conclusiones se indica “1- Al momento de la valoración médico legal, al examen físico la evaluada presenta una obesidad grado I, lo cual se considera es susceptible a cambios en el estilo de vida, por lo que se recomienda inicie las medidas dietéticas y de ejercicio con el fin de bajar de peso, una vez que su indica masa corporal sea igual o menor a 30 deberá de ser revalorada. 2- Con base en lo anterior, se estima que la evaluada no presenta condiciones de salud que limiten su desempeño como investigadora del Organismo de Investigación Judicial.” 

Por lo expuesto se da plazo hasta el día 30 de junio del presente año o bien antes si la servidora alcanza el índice de masa corporal sugerido; a la servidora Ana María Céspedes González, a fin de que presente los atestados de su condición de salud para posterior sea revalorada por el Departamento de Medicina Legal. 

Por Tanto:

Basado en lo anteriormente expuesto, se recomienda que la servidora Ana María Céspedes González, continúe siendo nombrada en el puesto que venía ocupando en la Sección de Fraudes del Departamento de Investigaciones Criminales de este Organismo, por el plazo establecido en el Considerando I, situación que se mantendría si su condición física mejora y así se constata en una posterior revaloración. Notifíquese a la persona interesada. (F) Walter Espinoza Espinoza, Director General, Organismo de Investigación Judicial.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del informe y de la resolución Nº 03-DG/CCG-2016, remitida por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Ana María Céspedes González,Investigadora de la Sección de Fraudes de esa Dirección y del Departamento de Medicina Legal. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417302]ARTÍCULO XIV 
Documento N° 4165-16

El licenciado Rodolfo Fernández Castillo, Secretario General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 462-SEC-16 del 7 de abril del  2016, solicitó lo siguiente:
“Le saludo con todo respeto y a la vez me permito detallarles que al amparo del Convenio Suscrito entre el Instituto Costarricense Sobre Drogas (ICD) y la Corte Suprema de Justicia en fecha 14 de febrero del 2005, el Organismo de Investigación Judicial ha solicitado en préstamo una motocicleta a la primera Institución con el fin de solventar la carencia de automotores para destinarlos a la investigación de asuntos de drogas.

En sendos acuerdos firmes del Consejo Directivo del ICD número 011-02-2006 de fecha 27 de febrero del 2005 y 056-09-2005 de fecha 30 de agosto del 2005, se acordó facilitar en calidad de préstamo una cantidad de vehículos al O.I.J. para lo cual nos hicieron entrega de una motocicleta cuyas características se dirán y que será para uso estipulado en el convenio citado.  La motocicleta está debidamente asegurado y considerado apto para ser utilizado por la Institución. De todos estos documentos le acompaño fotocopia para su mejor ilustración.

Por tal motivo, como encargados de la “Oficina Única Institucional” les solicito respetuosamente se autorice la facilitación de tal automotor, autorizando el suministro de combustible con cargo a nuestro presupuesto, al igual que aquellas reparaciones básicas que sean necesarias según estipula en convenio de cita.  Para ello la motocicleta citada tendrá su número interno de identificación, según se describe a continuación:

	Vehículo N°
	PJ 2029

	Marca
	Formula XRF 250

	N° de Placa 
	(…)



	Para los anteriores efectos acompaño copia de las “Actas de Entrega de Bienes Vehículos Cedidos en Préstamo-Ley 8204.  Préstamo Gratuito en Comodato de Bienes entre el Instituto Costarricense Sobre Drogas y el Poder Judicial.”

- 0 -

	Se acordó: Acoger la gestión anterior y autorizar el suministro de combustible y las reparaciones necesarias para el vehículo citado, según el convenio suscrito por el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD), el que serán utilizados por el Organismo de Investigación Judicial.　Es entendido que dicho automotor fue revisado por parte del Taller Mecánico del indicado Organismo.
La Dirección General y la Secretaría General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección Ejecutiva y los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417304]ARTÍCULO XV 
Documento N° 4163-16
El licenciado Rodolfo Fernández Castillo, Secretario General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio Nº 463-SEC-16 del 7 de abril de 2016, comunicó:
“(…) que al amparo del Convenio Suscrito entre el Instituto Costarricense Sobre Drogas (ICD) y la Corte Suprema de Justicia en fecha 14 de febrero del 2005, el Organismo de Investigación Judicial ha solicitado en préstamo una motocicleta a la primera Institución con el fin de solventar la carencia de automotores para destinarlos a la investigación de asuntos de drogas.

En sendos acuerdos firmes del Consejo Directivo del ICD número 011-02-2006 de fecha 27 de febrero del 2005 y 056-09-2005 de fecha 30 de agosto del 2005, se acordó facilitar en calidad de préstamo una cantidad de vehículos al O.I.J. para lo cual nos hicieron entrega de una motocicleta cuyas características se dirán y que será para uso estipulado en el convenio citado.  La motocicleta está debidamente asegurado y considerado apto para ser utilizado por la Institución. De todos estos documentos le acompaño fotocopia para su mejor ilustración.

Por tal motivo, como encargados de la “Oficina Única Institucional” les solicito respetuosamente se autorice la facilitación de tal automotor, autorizando el suministro de combustible con cargo a nuestro presupuesto, al igual que aquellas reparaciones básicas que sean necesarias según estipula en convenio de cita.  Para ello la motocicleta citada tendrá su número interno de identificación, según se describe a continuación:

	Vehículo N°
	PJ 2030

	Marca
	Formula XRF 250

	N° de Placa 
	(…)



Para los anteriores efectos acompaño copia de las “Actas de Entrega de Bienes Vehículos Cedidos en Préstamo-Ley 8204. Préstamo Gratuito en Comodato de Bienes entre el Instituto Costarricense Sobre Drogas y el Poder Judicial”.

- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión anterior y autorizar el suministro de combustible y las reparaciones necesarias para el citado vehículo, según el convenio suscrito por el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD), el que será utilizado por el Organismo de Investigación Judicial.  Es entendido que dicho automotor fue revisado por parte del Taller Mecánico del indicado Organismo.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Dirección Ejecutiva y los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417306]ARTÍCULO XVI 
Documento N° 4302-16

El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió el oficio N° 356-DG-16 del 12 de abril del 2016, comunicando la siguiente gestión:
“Con el respeto que se merecen les saludo, a la vez, me permito hacer de su estimable conocimiento lo siguiente:

El Ministerio de Seguridad Pública, cursa  invitación para que dos servidores de este Organismo asistan al Curso “Elementos Básicos de Instrucción”, a llevarse a cabo del 25 de abril al 10 de mayo del 2016, en las Oficinas Centrales de la Dirección de Unidades Especializadas (DUE). San José. 

Según lo dispuesto  por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias  para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que  los funcionarios Carlos Robinson Campbell y Nilsen Pérez Baltodano, Investigadores de la Delegación Regional de Heredia, participen de tan importante actividad.

De aprobarse la gestión, se requiere el permiso con goce de salario. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución, por cuanto los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona.”

- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de los servidores Carlos Robinson Campbell y Nilsen Pérez Baltodano, Investigadores de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Heredia, del 25 de abril al 10 de mayo de 2016, para que asistan al curso “Elementos Básicos de Instrucción”, a realizarse en las Oficinas Centrales de la Dirección de Unidades Especializadas (DUE), en San José. Lo anterior en el entendido que los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don Carlos y don Nilsen coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 
Las Direcciones General del Organismo de Investigación Judicialy de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417308]ARTÍCULO XVII 
Documento 136-16, 4171-16
En sesión Nº 2-16 celebrada el 7 de enero de 2016, artículo LV, se tomó nota de la resolución N°6-2016 de las quince horas veinticinco minutos del cuatro de enero del dos mil seis, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicialen que ordenó las medidascautelares al señor Greivin Fuentes Montoya, mismas que se hicieron de conocimiento del Ministerio Público y de la Fiscalía del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur-Corredores.
Mediante oficio Nº 1488-IJ-2016 del 6 de abril de 2016, el licenciado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Presidente interino del Tribunal de la Inspección Judicial, informó:
“…en respuesta al Oficio 178-16 del Consejo Superior de la sesión N° 02-16 celebrada el 07 de Enero del año 2016, donde se acordó:

"... Tomar nota de la resolución N° 6-2016 de las quince horas veinticinco minutos del cuatro de enero del dos mil seis, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial y hacerla de conocimiento del Ministerio Publico y de la Fiscalía de Corredores…”.

Dicho acuerdo se toma en relación con el Voto 06-2016 de las quince horas y veinticinco minutos del cuatro de enero del año dos mil dieciséis, dentro de la causa disciplinaria Nº 15-001541-0031-IJ, en cuya parte dispositiva se resuelve de la siguiente manera: “De conformidad con lo expuesto, se acoge la solicitud de aplicación de medidas cautelares, se ordena al Fiscal Greivin Fuentes Montoya, que procure tener el mínimo contacto con el personal del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur y que de ser necesario dicho contacto, sea estrictamente de índole laboral, manteniendo una conducta respetuosa. Asimismo, se recomienda a la Jefatura del encausado, tomar las previsiones que sean necesarias a efecto de que, en la medida de lo posible, el encausado no asista a ninguna audiencia con el Tribunal de Juicio, durante el transcurso de la presente investigación, para lo cual deberán readecuarse sus funciones sin menoscabo del servicio público brindado. Las medidas se mantendrán hasta tanto se resuelva por el fondo esta causa y quede en firme dicha resolución. Comuníquese de lo resuelto a la Jefatura del encausado para que proceda conforme. Póngase en conocimiento al Consejo Superior del Poder Judicial de las medidas de protección adoptadas.”.

Siendo así el caso, procedo a informarle, que dicha causa actualmente se encuentra señalada para Debate Oral y Privado los días 06, 07 y 08 de septiembre del año en curso, esto mediante el sistema de videoconferencia.” 

- 0 -
Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por el licenciado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Presidente interino del Tribunal de la Inspección Judicial y estar a la espera de la resolución final que dicte en su momento el citado Tribunal dentro de la causa disciplinaria Nº 15-001541-0031-IJ. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417310]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 610-16
	Se entra a conocer el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 10-16 celebrada el 04 de abril de 2016, artículo XXIX, que dice:
“El máster Helio Fallas Venegas, Ministro de Hacienda, en oficio N° DM-0513-2016 de 15 de marzo último, dirigido a la Presidenta, Magistrada Villanueva, le manifestó:

 “El Poder Ejecutivo realiza esfuerzos extraordinarios por reducir el déficit fiscal que enfrenta la Hacienda Pública, y se requiere de la colaboración de todos los entes que se financian por medio del Presupuesto de la República, por lo que se apela al espíritu de cooperación y solidaridad del Órgano Judicial y, con todo respeto, se le solicita valorar la posibilidad de una reducción del presupuesto ordinario del órgano que usted preside.

Es importante señalar que puede hacer uso del sobrante de salarios del primer semestre, en razón de que el costo de vida aplicable sería de un -0,81%; asimismo, se sugiere considerar la ejecución del presupuesto del último quinquenio (2011-201 5), que indica que para el periodo el promedio de ejecución alcanzado por el ente judicial fue de un 94,5%, resultando un margen razonable para apoyar esta iniciativa, sin que se afecte su operación y buen funcionamiento.

A fin de que la propuesta de rebaja sea viable, una vez que se cuente con el detalle de los renglones presupuestarios que se van a afectar, es necesario se aplique en forma preventiva, un bloqueo de los recursos correspondientes en el sistema de ejecución presupuestaria que administra su representada.

Agradeciendo de antemano toda la colaboración para concretar este esfuerzo, se solicita remitir la propuesta a más tardar el 28 de marzo del presente año.”
-0-

         La Presidenta, Magistrada Villanueva, en correo electrónico de 31 de marzo recién pasado, manifestó:

“Me permito remitirle la solicitud del señor Ministro de Hacienda para   que se reduzca el presupuesto vigente, en atención a que no se ha   decretado un aumento salarial, en los términos   presupuestados.

De inmediato me reuní con las instancias técnicas para revisar   las posibilidades sin que se afecte   al servicio público que se brinda. Me permito remitirle para el conocimiento de la Corte Plena, la respuesta del Director de Gestión Humana, José Luis Bermúdez O.

No omito informar a la Corte Plena que oportunamente solicité ampliación del plazo y conversé telefónicamente con el  señor Ministro don Helio Fallas. Adjunto nota del señor Ministro.”

-0-

El máster José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana, en oficio N° 0163-DGH-2015 de 30 de marzo último, dirigido a la   Presidenta, magistrada Villanueva, manifestó:

“Con oficio DM-0513-2016 adjunto, el señor Ministro de Hacienda, Helio Fallas Venegas, solicita a este Poder de la República una reducción del presupuesto ordinario señalando:

“…El Poder Ejecutivo realiza esfuerzos extraordinarios por reducir el déficit fiscal que enfrenta la Hacienda Pública y se requiere de la colaboración de todos los entes que se financian por medio del Presupuesto de la República, por lo que se apela al espíritu de cooperación y solidaridad del Órgano Judicial y con todo respeto, se le solicita valorar la posibilidad de una reducción del presupuesto ordinario del órgano que usted preside.

Es importante señalar que puede hacer uso del sobrante de salarios del primer semestre, en razón de que el costo de vida aplicable sería de un -0,81%, asimismo se sugiere considerar la ejecución del presupuesto del último quinquenio (2011-2015), que indica que para el periodo el promedio de ejecución alcanzado por el ente judicial fue de un 94,5%, resultando un margen razonable para apoyar esta iniciativa, sin que se afecte su operación y buen funcionamiento.

A fin de que la propuesta de rebaja sea viable, una vez que se cuente con el detalle de los renglones presupuestarios que se van a afectar, es necesario que se aplique en forma preventiva, un bloqueo de los recursos correspondientes en el sistema de ejecución presupuestaria que administra su representada.

Agradeciendo de antemano toda la colaboración para concretar este esfuerzo se solicita remitir la propuesta a más tardar el 28 de marzo del presente año…”

Analizados los recursos asignados al Poder Judicial según la Ley de Presupuesto 2016 por la Asamblea Legislativa, es indispensable hacer del conocimiento de la Corte Plena las siguientes consideraciones:

La Asamblea Legislativa durante el proceso de análisis y discusión del Proyecto de Ley para el presupuesto 2016, aprobó dos mociones de rebajos al presupuesto del Poder Judicial, a saber:


	Nº de Moción
	Monto

	15
	¢ 4,000,000,898.52

	63
	¢ 5,874,556,664.02

	Total rebajado
	¢ 9,874,557,562.54




Los recortes aplicados al presupuesto por la Asamblea Legislativa, ajustaron automáticamente el factor del Ministerio de Hacienda del porcentaje de aumento por costo de vida para el 2016 y estableció en uno y medio porciento para cada semestre del año. El ejercicio de cálculo para determinar cuánto representa el costo en salarios de un aumento del 1.5% estima que asciende a ¢ 1,881,283,255.94.

El Consejo Superior en sesión Nº06-16 del 21 de enero de 2016, artículo II, conoció el oficio Nº 58-P-2015 del Departamento Financiero Contable con la modificación presupuestaria externa Nº02-2016 por Decreto Ejecutivo, donde para cubrir compromisos no devengados aprobó un rebajó en las subpartidas de remuneraciones por un monto total de ¢ 1,246,437,656.60.

Con base en las proyecciones del comportamiento del gasto ordinario y extraordinario en la partida de remuneraciones al 15 de marzo del 2016 y los resultados obtenidos en cifras estimadas, se define como procedente rebajar los recursos del presupuesto 2016 en la suma de 800,000,000.00 (Ochocientos millones de colones), en aras de solidarizarse con la difícil situación fiscal que afronta el país y colaborar en la contención de gasto.

Se rinde el presente informe, para que la Corte Plena defina lo que corresponda.”
-0-

Manifiesta el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Vamos a conocer la solicitud del señor Ministro de Hacienda sobre una rebaja en el presupuesto del Poder Judicial”.

Se concede el uso de la palabra al máster José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana, quien expone: “El señor Ministro de Hacienda, don Helio Fallas solicita a este Poder de la República una reducción del presupuesto ordinario.

Procede a dar lectura a la gestión remitida por el señor Ministro de Hacienda.  

         En cuanto al plazo establecido para remitir la propuesta, se indica que sea a más tardar el 28 de marzo último, sin embargo se solicitó una prórroga porque la Corte tenía que ver el tema y definirlo.

         Analizado el asunto desde el punto de vista presupuestario, es importante recordar que para la formulación del presupuesto del año 2016 se presentaron dos mociones de rebajo, la moción N° 15 que afectó el presupuesto en cuatro mil millones de colones y la moción N° 15, que afectó en relación con los salarios el tema de las sustituciones. Si las sustituciones se tornan más o menos estrictas, en ese tanto se afecta el presupuesto. Entonces, el Plan de Vacaciones que aprueba el Consejo Superior de alguna manera al darse esta disminución ve afectado el asunto de las suplencias.

         La moción N° 63, que tiene que ver con costo de vida, que originalmente se había definido en las políticas de Ejecución Presupuestaria, que se iba a tener un 1% para el segundo semestre del 2015, un 2.13% y un 2.13% para el año 2016. 

En la realidad el factor luego se disminuyó a 0.08%, 1.5% y 1.5%, lo cual representó un rebajo de cinco mil ochocientos setenta y cuatro millones.

         Estas dos mociones sumadas, da un monto de nueve mil ochocientos setenta y cuatro millones que ya el Poder Judicial sacrificó durante la formulación presupuestaria para la ejecución del Presupuesto del año 2016.

         Lo otro es que como el Ministro de Hacienda menciona y como ya ustedes los vieron en el tema anterior, tenemos una deflación que implica un -0.81%. Eso significa que contamos con mil ochocientos millones de colones correspondientes al 1.5% de aumento por costo de vida.

         Con base en las proyecciones del gasto que tenemos a la fecha, más o menos por quincena actualmente se gastan nueve mil cuatrocientos millones de colones, esto es lo que paga el Poder Judicial en salarios, hay que sumarle las cargas sociales 28.33, más aguinaldo proporcional, más salario escolar proporcional, etcétera. 
En salarios se pagan nueve mil cuatrocientos millones de colones cada quince días, o sea por día se pagan aproximadamente como seiscientos cincuenta millones de colones, es el costo diario.

         Nosotros hacemos proyecciones presupuestarias cada quince días, es un tema que se efectúa constantemente, porque en materia salarial no se puede fallar, no puede faltar ni un colón para la última quincena, todo tiene que ser muy detallado.

         Como ustedes saben el presupuesto del año 2015 genera compromisos no devengados para el año 2016. En este caso existe un monto de mil doscientos millones de colones, que no son salarios, pero que son otras subpartidas del presupuesto del Poder Judicial que fueron traslados por mil doscientos millones de colones y que de alguna manera restan el presupuesto del 2016.

         Partiendo del supuesto de que se ha dado un aporte de nueve mil ochocientos millones de colones, más los compromisos no devengados y valorando las proyecciones presupuestarias del Poder Judicial para los dos semestres, suponiendo un aumento por costo de vida para el siguiente semestre de 1.5 % tal y como fue formulado, en el cuadro donde se observa la inflación anteriormente, en este momento a febrero teníamos una inflación de 0.64%, o sea no tenemos deflación, habría que ver marzo con el tema el rebajo de la gasolina, que seguro sale hoy.

         De esa valoración, se establece la posibilidad de otorgar o de alguna manera sub-ejecutar un monto de ochocientos millones de colones, esa es la propuesta que se discutió con la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, y con las Directoras de Planificación y Ejecutiva, por lo que los montos se tomarían de las partidas de salarios.
Esa es la propuesta”.

         Consulta el Magistrado Castillo: “¿Lo que se está solicitando por parte del Ministro de Hacienda es que las partidas no ejecutadas por costo de vida se congelen o se le reembolsen?”

         Responde el máster Bermúdez Obando: “Lo que se establece es que vía modificación presupuestaria, se sub-ejecuten, en otras palabras se rebaje el monto propuesto”.

         Prosigue el Magistrado Castillo: “¿Y en relación con el primer trimestre el ahorro es?”

         Señala el máster Bermúdez Obando: “El ahorro real en este momento producto de costo de vida es cercano a los mil ochocientos millones. Sin embargo, el Poder Judicial en compromisos no devengados, ya afectó el presupuesto por mil doscientos millones, entonces de alguna manera por eso se hace una propuesta de ochocientos millones de colones”.

         Refiere el Magistrado Castillo: “No estamos comprometiendo lo que tenemos reservado para costo de vida en el segundo semestre, toda vez que los indicadores económicos indican que hay un crecimiento importante en la inflación”.

         Aclara el máster Bermúdez Obando: “No lo estamos comprometiendo. Primero, porque en las proyecciones presupuestarias mantenemos un costo de vida de 1.5% para el segundo semestre. En segundo lugar, en el cuadro que se mostraba en el artículo anterior, se establece que a febrero había una inflación de 0.64%, de momento sí contamos, si sucediera una inflación cercana a 1.5%, el Poder Judicial  puede retribuir a sus trabajadores en ese tanto la inflación”.

         Señala el Magistrado Castillo: “Entonces la propuesta sería una sub-ejecución de ochocientos millones de colones.

Estaríamos destinando mil doscientos millones a una partida que se llama compromisos ya adquiridos, que vienen del Presupuesto 2015”.

         Aclara el máster Bermúdez Obando: “Lo del tema de los mil doscientos millones ya se ejecutó, lo aprobó el Consejo Superior a principio del año, porque como funciona el presupuesto es que antes de empezar a ejecutar el presupuesto del año 2016, lo primero que se aplica en los sistemas es lo comprometido, lo pendiente que viene del año anterior.

         Estos no son salarios, lo aclaro, porque a los salarios se les aplica un principio que es el de anualidad presupuestaria. Entonces, se pagan con el presupuesto del año los salarios del período o de períodos anteriores”.

         Indica el Magistrado Castillo: “En resumen, esos mil doscientos millones ya no existen presupuestariamente hablando”.

         Dice el máster Bermúdez Obando: “Se convirtieron en compromisos no devengados”.

         Expresa la Magistrada Rojas: “Sobre esos compromisos no devengados, yo quisiera explicación sobre los mil doscientos millones y además por qué el Consejo Superior y no esta Corte, hizo esa aprobación”.

         Responde el licenciado Bermúdez Obando: “Este tema lo maneja la Dirección Ejecutiva, no soy yo el que le puede dar el detalle de esa subejecución, lo que sí sé es que es parte de las políticas presupuestarias y   lineamientos del Ministerio de Hacienda.

         Lo que usted tiene el período anterior, es como un compromiso, es lo primero que está obligado a respaldar en el presupuesto siguiente”.

Continúa la Magistrada Rojas: “Quiero decir que aquí se viene y se dice que hay un sobrante de mil ochocientos millones, que es lo que pide el Ministro de Hacienda; luego viene un experto del Departamento de Personal y nos dice que el Consejo Superior -que me llama la atención- aprobó que ese presupuesto se gastara y no esta Corte, por mil doscientos millones.

Usted nos dice que estos son compromisos adquiridos que venían de otro lugar, pero a este órgano no se le trae una nota y yo quiero protestar por eso, un desglose de en qué se gastaron esos mil doscientos millones. 
Nosotros aquí administramos fondos públicos y hay que tener más cuidado con lo que es del Tesoro Público, inclusive que nuestras propias finanzas. 

         En este momento, no puedo admitir que se me diga que se gastaron mil doscientos millones. Primero, con una aprobación del Consejo Superior. Segundo, en gastos que veían de otro presupuesto sin que usted establezca un desglose y que me diga entonces que yo le contesto al Ministro de Hacienda, ni más ni menos que al Poder Ejecutivo, que se devuelve ochocientos millones porque aquí mil doscientos millones ya se gastaron con una aprobación del Consejo, pero nadie me la desglosa.

         Quiero decir que sin ese elemento, no puedo razonable y responsablemente resolver.

Necesito saber con qué competencia el Consejo Superior autoriza una cosa de estas y en qué se gastan o en qué se comprometieron estos mil doscientos millones.

Con toda seriedad le puedo decir que esa no es forma de rendir un informe, aquí debieron habernos dado un listado de la forma en que están comprometidos esos mil doscientos millones, porque solo tengo su dicho de que ya no existen. Entonces, con base en su dicho y no con un documento, yo le digo al Ministro de Hacienda, -usted entiende nuestra responsabilidad, no solo patrimonial, sino además política- que no, que le vamos a devolver ochocientos porque eso es lo que queda, pero no tengo ningún documento donde eso conste, ni el cómo ha sido eso comprometido.

Quiero indicar que sin ese elemento, en realidad es muy difícil poder contestar esa pregunta, a no ser que usted tenga algo que informarme que no conozco, porque la verdad es que me vengo integrando a Corte nuevamente”.

         Indica el máster Bermúdez Obando: “Me parece importante que busquemos la sesión del Consejo Superior N° 6-16 del 21 de enero del año en curso, artículo II, en que se conoció el oficio del Departamento Financiero Contable, con la modificación presupuestaria externa Nº 02-16 por Decreto Ejecutivo, ahí sí podríamos ver el detalle que usted extraña ahora, que considero adecuado que lo puedan analizar, porque precisamente este es un dato que no necesariamente son salarios, sino son partidas de otros”.

Interviene la Magistrada Rojas: “Pero quisiéramos verlo”.

Continúa el máster Bermúdez Obando: “Tal vez la Secretaria General nos pueda buscar este artículo y se observe con detalle”.

Indica el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Estamos entendiendo que estos son presupuestos aprobados por la Corte Suprema de Justicia, y que los compromisos adquiridos son derivados de la aprobación presupuestaria que hizo la Corte, que el Consejo Superior lo único que hace es confirmar en su momento que esos fueron compromisos adquiridos con respecto al presupuesto del año anterior”.

Aclara el máster Bermúdez Obando: “En la ejecución presupuestaria, es normal que existan compromisos pendientes del período anterior. De hecho, hay una fecha establecida por el Ministerio de Hacienda, vean que el oficio es del 21 de enero, en donde lo primero que se debe hacer es darle contenido a los compromisos.

La Administración lo que hace es que respalda eso a través de un Decreto Ejecutivo que ya en la ejecución lo ve el Consejo Superior.

Otra cosa importante, los ochocientos millones que se proponen son de salarios, no son de otras partidas presupuestarias diferentes a esta, y básicamente el fundamento es porque el costo de vida acumulado del semestre anterior es negativo, es de -0.81 y asociado ahora la propuesta que la Corte ratificó en el sentido de que el aumento de costo de vida es de entre 0.25 y 1 tal y como se hizo anteriormente”.

Pregunta el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Tengo un cálculo que no me cuadra. Usted está hablando de mil doscientos millones, y no tendrían nada que ver con los mil setecientos cuarenta millones que ahora se liberan en vista del aumento solo de sesenta millones para el primer semestre”.

Agrega el máster Bermúdez Obando: “No, el tema se pone para ser totalmente transparente con el asunto presupuestario, porque el presupuesto no son solo salarios, están las demás partidas. Por ejemplo, construcciones, compra de equipo, etcétera, no soy experto en esas partidas, sino en salarios, pero esas otras partidas generan un compromiso no devengado. Los salarios no, los salarios se rigen por el principio de anualidad, implica que lo que se paga durante el año es lo de ese año y lo de periodos anteriores, si corresponde, y todo lo que no se gasta se pasa a la Caja Única del Estado, así funcionan los salarios, pero las demás subpartidas no, ese detalle por eso lo maneja la administración, sería importante si lo consideran, que la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, pudiera explicar este tema, porque es el área de su competencia.”

Continúa el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Lo que quiero que me explique es, si con el acuerdo que acabamos de tener, en realidad se están, no gastando mil setecientos cuarenta millones de colones, por qué solo se le dice al Ministerio de Hacienda que van a ser ochocientos millones de colones de rebajo”.

Señala el máster  Bermúdez Obando: “En primer lugar, tal vez al leer el oficio se entiende que a mil ochocientos le rebajo mil doscientos y me quedan ochocientos, eso es lo primero que uno supone, pero es que son partidas diferentes. De alguna manera, la propuesta es que solidarizando con el tema fiscal, el problema que sufre el país, se hace una propuesta de ochocientos millones en salarios, pero se le debe recordar al Ministro de Hacienda que el Poder Judicial durante la formulación presupuestaria aportó nueve mil ochocientos setenta y cuatro millones, que por compromisos no devengados mil doscientos millones, y de las proyecciones presupuestarias en salarios para el año 2016 se propone una rebaja de ochocientos, pero el tema no es una sumatoria, son temas referenciales.

Reitero, nueve mil ochocientos son las mociones 15 y 63, mil doscientos millones son de compromisos no devengados, y ochocientos millones es lo que se propone como rebaja, según lo que el Ministro de Hacienda hace.

No se debe sumar, porque no son cosas que de alguna manera tienen relación, porque el presupuesto no es solo salarios, son las otras subpartidas, las cuales están muy ajustadas. Por eso se propone que sea de salarios, porque salarios en esta ocasión por primera vez en la historia, tenemos deflación, que es de -0.81, y eso genera de alguna manera un superávit presupuestario y atendiendo lo que el Ministro de Hacienda dice, si fuéramos estrictos con la medida, sería dar mil ochocientos millones de colones, lo cual sería muy riesgoso, lo prudente es dar ochocientos millones, cercano a la mitad de lo que podría ser. Sobre todo que en el momento en que este oficio se remite, no se conoce cuál va a ser la posición de la Corte Plena en relación con el aumento de costo de vida.

El oficio por eso es prudente, porque si hubiéramos dicho mil ochocientos millones de colones, y esta Corte hubiera aprobado 1.5%, este oficio había que desecharlo porque no podría una cosa sobrevivir con la otra”.

Dice la Magistrada Rojas: “Desde el punto de vista presupuestario, cuando usted adquiere edificios, alquileres, etcétera, usted tiene que tener la reserva presupuestaria, y además en los presupuestos siguientes tiene que venir si es en tractos, eso es básico del tema presupuestario.

Si tenemos mil doscientos millones comprometidos, esa suma deberían ya venir en los compromisos presupuestarios, porque de lo contrario la Contraloría General de la República no hubiera aprobado las compras o  refrendado los contratos, etcétera.

Entonces, lo que no entiendo es, si un compromiso presupuestario duraba dos años, ya hay un compromiso de incluirlo, como el edificio que se le va a comprar a la Sala Constitucional, etcétera, en los diferentes estadios presupuestarios de los próximos años, ya es un compromiso que no se puede obviar porque ya hay una aprobación para que se incluya.

No entiendo, si ese compromiso existe, porque así se manejan las reservas presupuestarias de lo que pasa de un año a otro, cómo ahora usted me dice que va a tomar de salarios para solventar algo que ya técnicamente debería estar previsto para sostenerse en otros presupuestos. Es decir, ya hay una autorización para que en los presupuestos que sigan usted rebaje lo que tiene por compromisos.

Lo que se propone en realidad es por parte de esta Corte una modificación presupuestaria para dejar sin efecto esos compromisos que ya están en los presupuestos subsiguientes y coger, si hay anualidad en el monto de la Dirección de Gestión Humana, no debería el monto, supongamos que se gastó, los mil ochocientos millones en salarios, ¿Cómo hace usted para atender esos compromisos presupuestarios que ya están en ejecución?  ¿De dónde hubiera tomado el dinero?”.

Señala el máster Bermúdez Obando: “La formulación presupuestaria en salarios partió de un 0.08 segundo semestre del 2015, 1.5 y 1.5 en cada semestre del 2016. Como para el primer semestre del 2016 tenemos deflación, si nos devolvemos a la nota que hace el Ministro de Hacienda, él apela precisamente ese tema. Sin embargo, como la Corte aún no había decidido el tema del costo de vida, entonces se busca una cifra prudente en relación con las proyecciones presupuestarias de salarios”.

Interviene la Magistrada Rojas: “Pero usted está rebajando mil doscientos millones por compromisos presupuestarios que no tienen que ver con salarios”.

Prosiguen el máster Bermúdez Obando: “Es que tal vez ese párrafo crea confusión. ¿Por qué? Porque con el ánimo de transparencia y de demostrarle al Ministerio de Hacienda lo que va a hacer este Poder de la República. ¿Qué tenemos? Nueve mil ochocientos millones que se rebajaron durante la formulación presupuestaria en la Asamblea Legislativa, mociones 15 y 63. 

En la ejecución presupuestaria ¿qué realidad tenemos?  Compromisos no devengados, tramitados por la Dirección Ejecutiva en el oficio que cité, por mil doscientos cuarenta y seis millones, y no son salarios”.

Interviene la Magistrada Rojas: “Que no son salarios y que deberían estar en los presupuestos siguientes, o sea usted está tomando de salarios que le está sobrando.

Es muy sencillo, si los salarios en el porcentaje que se determinó aumentaron, no se aumentó, esa plata tiene que sobrar completa, usted no la puede tomar para pagar compromisos, porque esos compromisos ya están autorizados y deberían venir ya presupuestados en el presupuesto siguiente, esa ecuación que usted está haciendo no me cierra”.

Prosigue el máster Bermúdez Obando: “La ecuación no cierra, porque esos compromisos, lo que entiendo de lo que me dice es que está pensando como en la construcción de un edificio en donde reservan para tres períodos presupuestarios la construcción, pero esto es diferente, digamos que es una contratación que no se puede realizar, por alguna razón, hay alguna apelación, va en trámite, la compra de vehículos, la compra de computadoras, etcétera, y al final del periodo está en el proceso de adjudicación, o está adjudicado, los bienes no han entrado y eso genera un compromiso por el principio de anualidad, ya eso no se puede pagar con el presupuesto del año 2015, porque nos encontramos en enero del 2016. 

Esa sumatoria de compromisos no devengados se debe reservar en el presupuesto 2016, es más, en las circulares del Ministerio de Hacienda es lo primero que se hace antes de empezar a ejecutar -es algo así como lo que uno debe- el presupuesto del 2016, el módulo de poderes, o etcétera, no los dejan que funcione hasta que usted no garantice que va a pagar sus compromisos no devengados.

Tal vez el tema de diferencia que tenemos es en el sentido que el ejemplo que usted está dando se refiere a asuntos que son de ejecución por varios años, pero en este caso esos mil doscientos millones corresponden a compromisos del periodo anterior, del año 2015 que se tienen que pagar en el 2016.

La ecuación no le va a cerrar porque son cosas diferentes”.

Manifiesta el Magistrado Jinesta: “Es de forma, no sé si esto urge aprobarlo ya, porque de no serlo así, habría que evacuar y aclarar las dudas que presenta, porque nos enfrascamos en una discusión casi ad infinitum aquí en el seno de la Corte para dilucidar uno de los puntos de las agendas, y no sé si eso es una adecuada gestión. 

Es una propuesta que hago”.

Indica el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Lo que nosotros tenemos que aprobar, y esto es urgente, hasta donde entiendo, y usted nos explicará cuan urgente es, es si esta Corte aprueba la respuesta que se estaría dando al Ministerio de Hacienda, y en lo esencial es que prudentemente se había calculado que se puede rebajar en ochocientos millones que van a salir de la diferencia que ha habido entre lo proyectado de aumento salarial y el aumento real que se ha aprobado.

 ¿Es así? ”.

Indica el máster Bermúdez Obando: “Sí señor, es correcto”.

Prosigue el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Yo insistiría en que podríamos ver si salimos de esto, porque el Ministro de Hacienda requiere de una respuesta pronta.

La cuestión esencial tiene que ver con el no gasto, que ahora está claro, proyectado por ochocientos millones de colones, no es por mil ochocientos en vista de que esa es una cifra que puede apoyar otra serie de gastos en el macro presupuesto que tuvieron que ser muy restringidos en vista de las restricciones presupuestarias generales que ha habido en el Ministerio de Hacienda y en la Asamblea Legislativa”.

Agrega el máster Bermúdez Obando: “Esto sumado a lo que según se menciona, el Ministerio de Hacienda no va a pedir solo esto en la subejecución, sino más, y el Tribunal Supremo de Elecciones, por ejemplo, se comprometió a dar setecientos millones ahora, y en el segundo semestre valorar otro aporte. 

 Me imagino que el Ministerio de Hacienda posiblemente va a pedir otros aportes, en ese tanto se debe ser prudente, sobre todo como no conocíamos el aumento de costo de vida, y sobre todo lo que usted menciona, que existen otras necesidades a lo interno del Poder Judicial que ante estos rebajos tan grandes que se hicieron de nueve mil millones de colones, de alguna manera se pueden solucionar con esa diferencia.”

Interviene el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Voy a proponer,  para respetar la posición de la Magistrada Rojas, dado que estamos en la siguiente disyuntiva,  aprobar la propuesta que nos trae el señor Director de Gestión Humana para contestar al señor Ministro en los términos que la nota dice, de un rebajo prudencial de ochocientos millones de colones, como un esfuerzo más de este Poder Judicial por contribuir a la contención del gasto o bien suspendemos esta decisión, propondría  máximo ocho días, para que la Magistrada Rojas formule las dudas que tiene y tanto la Dirección Ejecutiva como la Dirección de Gestión Humana   las contesten formalmente.” 

Indica la Secretaria General: “Entiendo que la nota tenía un plazo y ahora se prorrogó, nada más para efectos de conocimiento de la Corte. El primer plazo era al 28 de marzo y se amplió a mañana 5 de abril para contestar al señor Ministro de Hacienda.”

Consulta el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “¿Cuáles son las consecuencias de atrasarse unos días en la contestación?

Responde la Secretaria General: “Esto es un tema del Ministerio de Hacienda que está requiriendo la información en un tiempo determinado, de hecho lo ampliaron al 5 de este mes.”

Aclara el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Es que eso es lo que me preocupa, porque recuerdo que ya ha habido en esta Corte, una discusión sobre esto mismo, que si no contestamos, ellos dan por aprobada su propuesta y estaríamos en una situación muy delicada.”

Agrega el máster   Bermúdez Obando: “Eso sucedió el año pasado.”

Expone la Magistrada Rojas: “Eso sería para mí, y creo que no debería volver a repetirse, porque si sabían que tenían tiempo hasta hoy, lo menos que responsablemente hace un Departamento técnico es circular entre los magistrados y magistradas el detalle de la información. Estoy pidiendo información para tener un voto, si esto se vota hoy, me abstengo porque no tengo la información para poder votar.”

Expresa el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Vamos a hacer las dos propuestas de votación. Uno es por aprobar la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y dos por atrasar la decisión según la propuesta de la Magistrada Rojas.”

Realizada la votación correspondiente, por mayoría de catorce votos, se acordó: Acoger la propuesta técnica de la Dirección de Gestión Humana y aprobar una rebaja de ¢800.000.000.00 (ochocientos millones de colones), en el presupuesto de este Poder de la República del año 2016.Así votaron las magistradas y los magistrados Arroyo, Rivas, Solís, Molinari, Aguirre, Varela, Camacho, Chinchilla, Gamboa, Jinesta, Castillo, Hernández, la suplente Allón Zúñiga y el suplente Hernández Gutiérrez.

         Los magistrados y las magistradas Escoto, Rojas, Ramírez, Salazar y el Suplente Olaso Álvarez votaron por acoger la propuesta planteada por la Magistrada Rojas en el sentido de suspender la decisión hasta tanto las Direcciones Ejecutiva y de Gestión Humana le remitan la información que solicitó.

Comuníquese este acuerdo al señor Ministro de Hacienda en respuesta a la solicitud formulada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia.

-0-

         Continúa el Presidente en ejercicio, Magistrado Arroyo: “Estimo que siguen siendo válidas las dudas de la Magistrada Rojas. Voy a solicitarle por favor Magistrada Rojas si usted es tan amable de dirigir las dudas que conserva sobre este tema a la Dirección Ejecutiva, que es el órgano correspondiente para aclarar cualquier duda que haya al respecto. 

Las Direcciones Ejecutiva, de Gestión Humana y de Planificación tomarán nota para lo de su cargo.  Se declara acuerdo firme.”

- 0 -
[bookmark: _Toc448417312]	Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 10-16 celebrada el 04 de abril de 2016, artículo XXIX. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417313]ARTÍCULO XIX
Documento N° 4194-16

	La servidora Geovanna Segnini Saborío, Investigadora de la Sección de Fraudes del Organismo de Investigación Judicial, con el visto bueno del licenciado Christian Montenegro Guevara, Jefe de esa Sección, en nota de 8 de abril de 2016, solicitó:
“(…) permiso con goce de salario, para representar a Costa Rica en el IX Panamericano de Maxibaloncesto Femenino, como miembro del equipo Femenino de Maxibaloncesto de Heredia, categoría 30 años, en el que nuestro país será sede, a celebrarse  del 23 al 30 de abril del 2016 en San José, Costa Rica.

La presente solicitud se encuentra amparada en los artículos 36 y 37 de la Ley No. 7800 de la Creación del Instituto del Deporte y Régimen Jurídico de la Educación Física del Deporte y la Recreación del 30 de abril de 1998 así como el decreto No. 31738-MCJD.

De más no estar indicar que agradezco de antemano la colaboración brindada y principalmente el apoyo a este tipo de torneos ya que motivan al personal a seguir realizando deporte. Se adjunta oficio de la Federación Costarricense de Baloncesto, oficio FECOBA: 064-2016 fechado 16 de febrero 2016.”
- 0 -

En razón de ser una actividad de interés nacional y de conformidad con lo que establece el artículo 36 de la Ley N° 7800 de la Creación del Instituto del Deporte y Régimen Jurídico de la Educación Física del Deporte y la Recreación, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario, sin sustitución, del 23 al 30 de abril de 2016, a la servidora Geovanna Segnini Saborío, para que participe en el Torneo IX Panamericano de Maxibaloncesto Femenino.
Las Dirección de Gestión Humana y la Sección de Fraudes del Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417315]ARTÍCULO XX
Documento N° 4211-16

[bookmark: _Toc448417317]	El licenciado Diego Alejandro Meoño Piedra, Juez Coordinador interino del Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, remitió a la Magistrada Julia Varela Araya, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Laboral, con copia a este Consejo, nota del 7 de abril del 2016 comunicando lo siguiente:
	“En atención a la información solicitada a este órgano jurisdiccional, mediante el oficio N° 130-CJL-2013, se detallan los principales datos estadísticos sobre los asuntos tramitados durante MARZO de 2016:

ASUNTOS FALLADOS:

	Por sentencia de fondo en procesos ordinarios:
	9

	Por sentencia homologatoria en procesos ordinarios:
	3

	Por declaratoria de incompetencias en procesos ordinarios:
	1

	Subtotal:
	13

	* Por sentencia en fase de ejecución:
	-




SEÑALAMIENTOS POR CADA JUEZ (A) INTEGRANTE:

	Nombre del (a) juez (a):
	Juicios señalados:
	Juicios
efectuados:
	Juicios
suspendidos:
	Cambios de 
señalamiento:

	Diego Alejandro Meoño Piedra
	5
	4
	1
	0

	Sandra Tenorio Sánchez
	5
	1
	3
	1

	Mónica Farah Castillo
	3
	3
	0
	0

	Totales:
	13
	8
	 4
	1



	En el referido mes, se realizó un 61,53% de los señalamientos programados. Asimismo, se señalaron 13 asuntos a juicio oral y público, de los cuales 8se realizaron en forma satisfactoria, cuya cantidad, a su vez, se desglosa en 3conciliaciones orales y5sentencias orales de fondo.


MOTIVOS POR LOS CUALES NO SE EFECTUARON JUICIOS SEÑALADOS:


1. Expediente Nº 15-000225-1025-LA-D: señalamiento queda sin efecto por previo arreglo entre las partes.

2. Expediente Nº 15-000385-1025-LA-A: señalamiento se suspende por cuando la parte demandada solicita confesional y reconocimiento documental a la parte actora ausente.

3. Expediente Nº 15-000361-1025-LA-A: señalamiento se suspende porque un testigo relevante de la parte acusadora (el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) se encuentra incapacitado.

4. Expediente Nº 15-000382-1025-LA-A: señalamiento se suspende por previo arreglo entre las partes.

5. Expediente Nº 15-000301-1025-LA-A: se solicitó cambio de hora y fecha en virtud de que se demostró la existencia de otra diligencia judicial de uno de los intervinientes que fue señalada con antelación (se reprogramó para las 8.30" del 14 de abril de 2016).

	Por otro lado, durante el referido mes se pasaron a dictar 7 sentencias unipersonales, de las cuales 2 se devolvieron para trámite.

	Asimismo, se destaca que la jueza Mónica Farah Castillo continúa sustituyendo al juez propietario Carlos Enrique Campos Roblero dado que este todavía permanece hospitalizado e incapacitado.

	Nombre del juez (a):
	Cantidad de fallos:

	Sandra Tenorio Sánchez
	3 

	Mónica Farah Castillo
	1

	Diego Alejandro Meoño Piedra
	1

	Total:
	5



(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por el licenciado Diego Alejandro Meoño Piedra, Juez Coordinador interino del Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 2.) Hacer de conocimiento de la Dirección de Planificación y de Comisión de la Jurisdicción Laboral la preocupación de este Consejo, por el bajo circulante que se demuestra en el citado Tribunal, con el fin de que se valore lo anterior, con miras de la Reforma Laboral y se de un mejor aprovechamiento del recurso humano. 
ARTÍCULO XXI
Documento N° 4200-16

	La licenciada Jovanna Calderón Altamirano, Ejecutora del Proyecto Corte-Embajada USA-NCSC, mediante oficio N° 041-PJR-2016 del 8 de abril del 2016, comunicó lo siguiente:
	“Con instrucciones de la Señora Magistrada Doris Arias Madrigal y dentro del marco de ejecución del proyecto “Acceso a la Justicia de la población penal juvenil: oportunidades para el cambio judicial y cultural” (Proyecto Corte-Embajada USA-NCSC) el cual fue conocido por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión del 26 de febrero del 2015 y comunicado mediante el oficio 2174-15, me permito informar lo siguiente:

Primero:

	Hago de su conocimiento que, de forma oficial, la Embajada de Estados Unidos ofrece donar al Poder Judicial 5 cámaras de vídeo valoradas en la suma de 4,375  dólares, el cual fue solicitado con la finalidad de Fortalecer el Programa de Justicia Restaurativa en materia penal juvenil. Lo anterior en estrecha  coordinación con la Dirección de Tecnología de Información del Poder Judicial. 

Segundo:

Detalle del equipo tecnológico [footnoteRef:1] , según circular 92-2012 del 23 de octubre de 2012: [1: 
	 Lo indicado en la columna de “CRITERIO TECNICO DE TECNOLOGIA DE LA INFORMACIÓN” corresponde a lo señalado por los profesionales y jefatura de la Dirección de Tecnología de Información del Poder Judicial que fuera comunicado vía correo electrónico. ] 


	DETALLE DEL EQUIPO TECNOLÓGICO (según circular 92-2012 del 23 de octubre de 2012)
	

	DISTRIBUCIÓN DEL EQUIPO SOLICITADA POR INSTANCIA JUDICIAL
	

	CANTIDAD
	INSTANCIA JUDICIAL
	DESCRIPCION
	COSTO UNITARIO (US$)
	PERIODO DE GARANTIA
	NOMBRE DEL PROVEEDOR
	VIDA UTIL ESTIMADA
	CRITERIO TÉCNICO DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN 

	
5
	Esta información la puede completar el Poder Judicial. 
		

	Videocameras Sony 32 GB HDR-PJ540 FHD 

	

	

	

	

	

	

	

	

	



	

$875.00
	

1 año
	

Planson International Corporation
	

Depende del uso adicional a la garantía.
	

Positivo

	Monto total US$
	 4,375.00
	 
	 
	 
	



Tercero: Criterio Tecnológico 
 
	Desde el momento en que se realizó la propuesta del proyecto, la Dirección de Tecnología ha estado brindando su criterio técnico, al igual que ha estado en comunicación constante con la Embajada de Estados Unidos para que el proceso de compra se realizara de acuerdo a los requerimientos del Poder Judicial. Una vez que la Embajada de los Estado Unidos remitió la descripción de los bienes que van a ser donados, desde la coordinación del proyecto se solicitó a la Dirección de Tecnología de Información del Poder Judicial, nuevamente el criterio técnico, obteniendo como resultado que los equipos cumplen con los requerimientos. 

	Lo anterior según lo comunicado mediante correo electrónico del 08 de abril del 2016: 

	“Buenos días, verificando el archivo denominado características, se determina que la cámara "Videocámaras Sony 32 GB HDR-PJ540 FHD”, es compatible y cumple con lo solicitado.”

	En resumen, se refleja un criterio técnico-tecnológico positivo para la recepción de los equipos en cuestión. 

Cuarto: Solicitud

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la estimable consideración del Honorable Consejo Superior, la autorización para recibir las cámaras de vídeo antes mencionadas.  

Se adjunta, documento de Traspaso Oficial remitido por la Embajada de Estados Unidos.




	Cualquier consulta sobre el particular, apreciaría dirigirse ante mi persona.

(…)”
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[bookmark: _Toc443927480]	Se acordó: 1.) Aceptar y agradecer la donación realizada por la Embajada de los Estados Unidos de América. 2.) Autorizar el procedimiento de incorporación al patrimonio del Poder Judicial de las cámaras de video, que será asignado al Programa de Justicia Restaurativa en materia penal juvenil.
	Los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable tomaran nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417319]ARTÍCULO XXII
Documento N° 4180-16

	En Aviso Nº 4-11, publicada en el Boletín Judicial Nº 75, del 18 de abril de 2011, la Secretaria General de la Corte, hizo de conocimiento de Despachos Judiciales que tramitan materia penal, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 16-11 del 24 de febrero de 2011, artículo XXXIV, en que acordó solicitarles que rindieran un informe sobre las personas que tienen detenidas por más de seis meses y las circunstancias que propician esa situación.
	El máster Leonardo Pereira Valerín, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Desamparados, mediante nota del 7 de abril del 2016, comunicó lo siguiente:
	“Reciban un cordial saludo y conforme lo dispuesto en sesión de ese honorable Consejo del 24 de febrero del año 2012, en su artículo XXXIV, me permito rendir informe sobre las personas detenidas por más de seis meses de la siguiente forma.
	
	Expediente No. 14-011695-042-Pe, contra Hidalgo Hernández Israel, por el delito de Robo Agravado, en daño de Alvarado Chavarría Alexander, encartado detenido desde el 23 de noviembre del 2014 para un total de 16 meses 10 días. Su prisión que vence el 20 de mayo del 2016. Proceso en el Ministerio Público en  investigación.

	Expediente No. 15-006463-042-Pe, contra Garro Zúñiga Edwin, por el delito de Robo Agravado, en daño de Díaz Elizondo Kimberly; encartado detenido  desde el 25 de junio del 2015, para un total de nueve meses seis días. Su prisión vence el 26 de junio del presente año y el proceso se encuentra en investigación en el Ministerio Público.

	Expediente No. 15-009475-042-Pe, contra Carrillo Castillo Kevin, Jiménez Segura Adolfo, por el delito de Privación de Libertad, en daño de Calderón Chaves  Adiel, personas detenidas desde el 08 de julio del 2015, para un total de 08 meses 24 días. Su prisión vence el 06 de mayo del 2016. Proceso aun en investigación en el Ministerio Público.

	Expediente No. 15-005376-042-Pe, contra Mora Segura Luis Alejandro, Morales Álvarez Emerson, Fernández Chaves Abel y Rodríguez Guerrero Hill, por el delito de Secuestro Extorsivo, en daño de Cristhian Rodríguez y otros. Dichos imputados están detenidos desde el 18 de agosto del 2015, para un total de 07 meses 14 día los dos primeros y 07 meses 13 días los dos segundos. Su prisión vence el 18 de mayo del 2016. Proceso aun en investigación en el Ministerio Público.

           Se deja así rendido el anterior informe quedando de ustedes para cualquier consulta…”
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	Se acordó:Tomar nota del informe rendido por el máster Leonardo Pereira Valerín, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Desamparados. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417321]ARTÍCULO XXIII
Documento 1068-12, 2506-16, 4150-16
La Secretaría General de la Corte, mediante circular Nº 143-2013 publicada en el Boletín Judicial Nº 27 del 7 de febrero de 2014, hizo de conocimiento a los despachos judiciales el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 74-13, celebrada el 24 de julio de 2013, artículo XCII, la aprobación de los siguientes “Lineamientos generales para las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia”.
Mediante oficio Nº 133-DG-16 del 17 de febrero de 2016, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, gestiono lo siguiente:
“En razón de lo acordado por ese Honorable Consejo en la sesión N° 74-13 celebrada el día 24 de julio del año 2013, en su artículo XCII, donde se dispuso aprobar los lineamientos generales para las trabajadoras embarazadas o en periodo de lactancia y, dado que en repetidas ocasiones las trabajadoras que gozan de este periodo hacen consultas específicas sobre sus jornadas de trabajo especialmente las mujeres que laboran en puestos de investigación; esta Dirección General considera necesario elevar ante Ustedes planteamientos dirigidos a nosotros por las servidoras y cuya evacuación o respuesta no son claras ni para las funcionarias ni para la Administración del OIJ, de la siguiente manera:

- Si las mujeres que gozan de la hora de lactancia pueden hacer disponibilidades los fines de semana?

- Si las mujeres con derecho a hora de lactancia pueden participar en allanamientos fuera de ese espacio temporal a que corresponde ese derecho.

- Puede contarse o disponerse de personal femenino que tiene autorizado el disfrute de la hora de lactancia para las guardias, disponibilidades, y allanamientos que requieran ingreso antes de las 07:30 horas?

Me permito elevar la presente consulta ante Ustedes en virtud de que, si bien se respeta en absoluto la hora de lactancia acordada por la interesada y la Jefatura correspondiente, ya sea a primera hora en la mañana o al finalizar la jornada de la tarde, es también lo cierto que el personal de investigación de nuestra Institución ejerce funciones cuyas sus jornadas laborales pueden cambiar repentinamente para atender necesidades operativas, pues aunque somos concientes que la lactancia no imposibilita ejercer de manera efectiva la labor diaria encomendada a las investigadoras, somos concientes de que debe privar el interés superior del niño y su derecho a recibir la lactancia de su madre en el momento oportuno. 

- 0 -
La Secretaría General de la Corte, previamente a someter la gestión anterior a conocimiento de este Consejo, mediante oficio Nº 2204-16 del 29 de febrero de 2016, remitió a la Dirección Jurídica la gestión presentada por el máster Espinoza Espinoza para estudio e informe en el término de 10 días.
[bookmark: marca1][bookmark: marca2]La licenciada Karol Monge Molina y el licenciado JorgeKepferChinchilla, por su orden, Subdirectora interina y Coordinador del Área de Análisis Jurídico, ambos de la Dirección Jurídica, mediante oficio N° DJ-JA-872-2016 del 7 de abril de 2016, informaron:
“Por este medio me permito dar respuesta a la solicitud realizada mediante oficio Nº 2204-2016, del 29 de febrero de 2016, suscrito por Yacira Segura Guzmán, Prosecretaria General y recibido por la Dirección Jurídica el 1 de marzo del año en curso, donde se remite la consulta por parte del Master Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial.

1.- De la gestión:

En oficio Nº 2204-16, del 29 de febrero del 2016, suscrito por Yacira Segura Guzmán, Prosecretaria General, se expone lo siguiente:  
	
"Con instrucciones de la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte; muy respetuosamente le remito correo electrónico del 24 de febrero del año en curso, en el que el máster Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial, consulta si el personal femenino que labora en puestos de investigación y gozan del período de lactancia, pueden realizar guardias, disponibilidades los fines de semana y allanamientos, por lo que se traslada a la Dirección a su cargo, para estudio e informe en el término de 10 días contados a partir del recibido de la presente comunicación".

2.- Normativa: 

La Constitución Política establece lo siguiente:

[...]

"ARTÍCULO 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas. 

[...]

ARTÍCULO 21.- La vida humana es inviolable.

[...]	ARTÍCULO 51.- La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido."

La Ley General de la Administración Pública establece los principios que rigen los servicios públicos así:

[...]

"Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios."

El Código de Trabajo establece lo siguiente:

[...]

Artículo 97.-

Toda madre en época de lactancia podrá disponer en los lugares donde trabaje de un intervalo de quince minutos cada tres horas o, si lo prefiere, de media hora dos veces al día durante sus labores, con el objeto de amamantar a su hijo, salvo el caso de que mediante un certificado médico se pruebe que sólo necesita un intervalo menor.

El patrono se esforzará por procurarle algún medio de descanso dentro de las posibilidades de sus labores, que deberá computarse como tiempo de trabajo efectivo, al igual que los intervalos mencionados en el párrafo anterior, para el efecto de su remuneración.

[...]

La Ley de Promoción e Igualdad Social de la Mujer dispone lo siguiente:

"Artículo 1.- 

Es obligación del Estado promover y garantizar la igualdad de derechos entre hombres y mujeres en los campos político, económico, social y cultural.

Artículo 2.- 

Los poderes e instituciones del Estado están obligados a velar porque la mujer no sufra discriminación alguna por razón de su género y que goce de iguales derechos que los hombres, cualquiera que sea su estado civil, en toda esfera política, económica, social y cultural, conforme con la " Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer ", de las Naciones Unidas, ratificada por Costa Rica en la ley No. 6968 del 2 de octubre de 1984.

Artículo 3.- 

El Estado promoverá la creación y el desarrollo de programas y servicios dirigidos a facilitar la participación plena de la mujer, en igualdad de condiciones, en los campos señalados en el artículo 1 de esta Ley."

[...]

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Cedaw) establece lo siguiente:

[...]

 Artículo 3.-

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Artículo 5.-

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; 

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos.

[...]

La Convención sobre los Derechos del Niño dispone lo siguiente:

[...]

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.

[...]

Artículo 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 

[...] 

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente; 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres; 

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

[...].

El Poder Judicial cuenta con la Circular N° 143-2013 de la Secretaría General de la Corte “Lineamientos generales para las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia”, publicada en el Boletín Judicial Nº 27 del 07 de febrero de 2014, la cual dispone en lo que interesa: 

“El Consejo Superior en sesión N° 74-13, celebrada el 24 de julio de 2013, artículo XCII, aprobó los siguientes “Lineamientos generales para las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia”, que literalmente dicen: 

“LINEAMIENTOS GENERALES PARA TRABAJADORAS EMBARAZADAS O EN PERIODO DE LACTANCIA: 

El principio de igualdad consagrado en el artículo treinta y tres de nuestra Constitución Política y el cual recoge plenamente la Política de Equidad de Género del Poder Judicial, ha sido interpretado de manera exhaustiva por la Sala Constitucional, como la necesidad de un trato desigual en función de las necesidades y características diferenciadas que tenemos los seres humanos. 

Este trato desigual, en función de las diferencias biológicas y sociales, entre hombres y mujeres, constituye uno de los mecanismos más importantes adoptados por Naciones Unidas, a través de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) y su Protocolo Facultativo, en la tutela efectiva de los Derechos Humanos de las Mujeres. Son los mecanismos denominados por CEDAW, como "medidas especiales de carácter temporal" y "medidas especiales de carácter permanente"; conocidos popularmente como "acciones afirmativas" o "discriminación positiva", cuya interpretación, necesidad y elementos se plasman en la Recomendación General No. 25 del Comité de CEDAW, la cual literalmente dice:"8…un enfoque jurídico o programático puramente formal, no es suficiente para lograr la igualdad de facto con el hombre, que el Comité interpreta como igualdad sustantiva. Además, la Convención requiere que la mujer tenga las mismas oportunidades desde un primer momento y que disponga de un entorno que le permita conseguir la igualdad de resultados. No es suficiente garantizar a la mujer un trato idéntico al del hombre. También deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y la cultura han creado. En ciertas circunstancias será necesario que haya un trato no idéntico de mujeres y hombres para equilibrar esas diferencias."

En consideración de lo anterior se plantea a las jefaturas de los distintos ámbitos las siguientes disposiciones: 

[...]

 Las compañeras embarazadas o en periodo de lactancia no podrán ser trasladadas de lugar de trabajo sin valorar de previo las consecuencias que una decisión de ese tipo tendría sobre su situación de salud integral y la de su hija o hijo, igualmente aplica para cambios en las funciones que tienen su cargo. 

 Velar porque se cumpla a cabalidad la normativa nacional e internacional aplicable a trabajadoras embarazadas y en periodo de lactancia. 

 Evitar que la condición de embarazo o encontrarse en periodo de lactancia se constituyan en elementos discriminantes a efectos de nombramientos, ascensos o acceso a la capacitación. 

 Evitar presiones que impidan a las compañeras que cuentan con permiso de lactancia hacer uso de ese derecho y no enviarlas a giras que les impidan hacer uso efectivo del tiempo asignado para ese efecto. 

[...]

Las compañeras embarazadas o en periodo de lactancia informarán a los órganos competentes si consideran no están tomándose en cuenta sus condiciones particulares y están violentándose sus derechos y lo planteado en estas recomendaciones. 

La Institución contará con lugares dignos y con las condiciones mínimas de aseo para la extracción de la leche materna, y que las servidoras que requieran amamantar a sus hijos o hijas lo puedan hacer en espacios adecuados como los salones de lactancia que se encuentran regulados por el Ministerio de Salud, pues se trata de un derecho humano que se encuentra protegido en diversos instrumentos nacionales e internacionales. Las administraciones y el Servicio de Salud deberán realizar los esfuerzos necesarios para tal efecto. 

Será obligación de las jefaturas divulgar el contenido de estos lineamientos entre el personal a su cargo”. 

Asimismo, serán las jefaturas las responsables de aplicar y cumplir estos lineamientos generales. 

Las Administraciones Regionales del país tomarán las previsiones necesarias para dar las facilidades del caso a las servidoras que requieran extraer leche materna.”

3.- JURISPRUDENCIA

-La Sala Constitucional en la resolución N° 7788-2010 de las 14:59 horas del 28 de abril del 2010, reiteró lo señalado en la resolución N° 7532-2004 de las 17:03 horas del 13 de julio del 2004, en relación a la los principios que rigen los servicios públicos:

 [...]

"V.- PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES RECTORES DE LOS SERVICIOS PUBLICOS. Todos los servicios públicos prestados por las administraciones públicas –incluidos los asistenciales o sociales- están regidos por una serie de principios que deben ser observados y respetados, en todo momento y sin excepción alguna, por los funcionarios públicos encargados de su gestión y prestación. Tales principios constituyen una obligación jurídica de carácter indeclinable impuesta a cualquier ente u órgano administrativo por su eficacia normativa directa e inmediata, toda vez que el bloque o parámetro de legalidad (artículo 11 de la Constitución Política) al que deben ajustarse en sus actuaciones está integrado, entre otros elementos, por los principios generales del derecho administrativo (artículo 6° de la Ley General de la Administración Pública). No debe perderse de perspectiva que los Principios Generales del Derecho, tienen el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan, con lo que pueden asumir un rango constitucional si el precepto respecto del cual cumplen tales funciones tiene también esa jerarquía. Como veremos en el considerando subsiguiente nuestro texto fundamental recoge como derecho fundamental de las personas el del buen funcionamiento de los servicios públicos, consecuentemente los principios que informan los servicios públicos en cuanto hacen efectivo tal derecho tienen un rango constitucional. El ordinal 4° de la Ley General de la Administración Pública dispone claramente que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios o beneficiarios”. La continuidad supone que la prestación de los servicios no se debe interrumpir, diversos mecanismos jurídicos del ordenamiento administrativo pretenden asegurar este principio, tales como la prohibición de la huelga y de paro en los servicios públicos esenciales, la teoría de la imprevisión para hacerle frente a los trastornos económicos que pueden suspender o paralizar los servicios públicos, el carácter inembargable de los bienes dominicales destinados a la prestación de un servicio público, etc.. Cualquier actuación –por acción u omisión- de los funcionarios o imprevisión de éstos en la organización racional de los recursos que propenda a interrumpir un servicio público es abiertamente antijurídica. La regularidad implica que el servicio público debe prestarse o realizarse con sujeción a ciertas reglas, normas o condiciones preestablecidas. No debe confundirse la continuidad con la regularidad, el primer concepto supone que debe funcionar sin interrupciones y el segundo con apego a las normas que integran el ordenamiento jurídico. La adaptación a todo cambio en el régimen legal o a las necesidades impuestas por el contexto socioeconómico significa que los entes y órganos administrativos deben tener capacidad de previsión y, sobre todo, de programación o planificación para hacerle frente a las nuevas exigencias y retos impuestos, ya sea por el aumento en el volumen de la demanda del servicio público o bien por los cambios tecnológicos. Ningún ente, órgano o funcionario público pueden aducir razones de carencia presupuestaria o financiera, ausencia de equipos, falta de renovación tecnológica de éstos, exceso o saturación de la demanda en el servicio público para dejar de prestarlo de forma continua y regular. La igualdad o universalidad en el acceso demanda que todos los habitantes tienen derecho a exigir, recibir y usar el servicio público en igualdad de condiciones y de conformidad con las normas que los rigen, consecuentemente, todos los que se encuentran en una misma situación pueden exigir idénticas ventajas. Uno de los principios rectores del servicio público que no se encuentra enunciado en el artículo 4° de la Ley General de la Administración Pública lo constituye el de su obligatoriedad, puesto que, de nada serviría afirmar que deben ser continuos, regulares, uniformes y generales si el sujeto prestador no tiene la obligación de prestarlo. La administración pública prestadora del servicio público no puede escoger su clientela o usuarios, debe brindárselo a cualquiera que se lo requiera." (Sala Constitucional, resolución No. 2004-07532 de las 17:03 horas del 13 de julio del 2004).

-Resolución Nº 2008-009251 de la SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA de las nueve horas y cuarenta y seis minutos del cuatro de junio del dos mil ocho:

 [...]

III.- Sobre el derecho a la lactancia. El derecho a la lactancia, se encuentra consagrado en el artículo 97 del Código de Trabajo, como un derecho irrenunciable del que goza la trabajadora que se encuentre en período de lactancia. Dicho artículo establece que: “Toda madre en época de lactancia podrá disponer en los lugares donde trabaje de un intervalo de quince minutos cada tres horas o si lo prefiere, de media hora dos veces al día durante sus labores, con el objeto de amamantar a su hijo, salvo el caso de que mediante un certificado médico se pruebe que sólo necesita un intervalo menor”… Asimismo, en la sentencia número 6250-95 de las diecisiete horas veintisiete minutos del quince de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, la Sala declaró con lugar el recurso de amparo promovido por una docente del Ministerio de Educación Pública, a quien no se le permitía disfrutar ese derecho por trabajar jornada de medio tiempo. En esa ocasión la Sala apuntó: 

"UNICO: El artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, plasma en su artículo 24 el derecho que tiene todo niño a disfrutar del más alto nivel de salud, lo que incluye una buena nutrición y el reconocimiento de las ventajas de la lactancia materna. Así que, si bien es cierto, a la madre debe procurársele la posibilidad de amamantar a su hijo, constituyéndose así un derecho a su favor, este derecho surge precisamente de la necesidad y de ese derecho que tiene todo niño a ser amamantado por su madre según la Convención referida. Cuando el artículo 97 del Código de Trabajo regula los momentos en que la madre puede amamantar a su hijo durante sus labores (quince minutos cada tres horas o media hora dos veces al día), lo hace sin establecer si ese derecho es para las madres que laboran jornada completa o media jornada. Así las cosas, no puede diferenciarse en donde la ley no diferencia, y mucho menos interpretar la ley en perjuicio de derechos tutelados constitucionalmente. El derecho de niño de ser amamantado, no es exclusivo los niños cuyas madres laboran jornada de ocho horas, por lo que resulta inadmisible e intolerable una interpretación contraria a lo dicho anteriormente, ya que carece totalmente de sustento legal. Por lo antes expuesto, el recurso debe ser declarado con lugar." 

IV.-Caso en concreto. En el presente caso, el reclamo de la amparada consiste en que la Directora del Jardín de Niños donde labora redujo de una hora a treinta minutos diarios el tiempo para el disfrute del derecho tutelado en el numeral 97 del Código de Trabajo, lo que considera arbitrario. Tal como lo ha reconocido esta Sala, el único interés que pueden tener este tipo de casos para la jurisdicción constitucional, consiste en que la Administración hubiera acordado no reconocer el derecho a la hora de lactancia de la recurrente, o si el horario establecido hubiera sido irracional, arbitrario o violatorio de los derechos y garantías constitucionales de la interesada (2000-02005 de las 9:44 horas del 3 de marzo del 2000). Visto que en el presente caso, no se ha negado el derecho a la lactancia de la amparada y su hijo, sino que, en virtud de que su jornada es de medio tiempo -cuatro horas y diez minutos diarios-, se le ha concedido media hora dentro de su jornada laboral, la Sala estima que no se ha violado derecho fundamental alguno en su perjuicio, por lo que el recurso debe ser declarado sin lugar. Lo anterior sin perjuicio de que, de estar inconforme con la interpretación dada por el Ministerio de Educación Pública al numeral 97 del Código de Trabajo, pueda acudir ante esa instancia, o a la jurisdicción ordinaria, en defensa de sus derechos." 

3.- Análisis:
	
La lactancia de las mujeres trabajadoras es un derecho humano reconocido por nuestra normativa nacional e internacional, a favor de la madre y el niño o la niña, el cual es irrenunciable.
	
La Constitución Política establece en el artículo 51 la protección especial del Estado a favor de la madre, la niña y el niño, entre otros.  Así como también está de por medio el derecho a la vida, consagrado en el artículo 21 de la Constitución Política;  puesto que se trata del derecho de las niñas y los niños de recibir alimento a través de la lactancia materna.   A todo esto, y en forma paralela debe considerarse la eficiencia del servicio público, el cual no puede desatenderse; con motivo de lo establecido en los artículos 11 de la Constitución Política y 4 de la Ley General de la Administración Pública.

Partiendo del escenario normativo y jurisprudencial, se realizará el análisis de esta consulta, la cual comprende dos temas fundamentales como lo son el brindar el servicio público en forma eficiente y continua, sin afectar el ejercicio de un derecho humano como es la lactancia materna. De manera que, deben armonizarse ambas situaciones mediante la aplicación de un juicio de ponderación de principios o derechos fundamentales, puesto que de la Constitución Política derivan deberes del Estado costarricense que implican el respeto a la dignidad y los derechos de todas las personas, ya sean trabajadoras como usuarias del servicio público de la justicia.

Por un lado debemos considerar que las investigadoras del Organismo de Investigación Judicial que se encuentran en período de lactancia, y que tienen unajornada laboral que puede variar para atender necesidades operativas propias del puesto que desempeñan, tienen el derecho de ejercer simultáneamente su profesión con responsabilidad y disfrutar el derecho a la lactancia de sus hijas e hijos. 

De otra parte, si el servicio público demanda hacer  operativos policiales para investigar delitos, en los que se requiera la presencia ininterrumpida de la mujer trabajadora en período de lactancia, por períodos de tiempo prolongados que superen los tiempos señalados en el artículo 97 del Código de Trabajo, es decir de 15 minutos cada tres horas o si lo prefiere la madre trabajadora puede ser de media hora dos veces al día; la Institución debe buscar la forma de garantizar el cumplimiento de ambos, es decir, de la prestación eficiente del servicio público y del  respeto al ejercicio del derecho a la lactancia de las mujeres trabajadoras.
	
Para lograr este doble objetivo, es necesario que las jefaturas de oficina, en este caso del OIJ,  organicen la logística y el itinerario de los operativos policiales, para que no se afecte el servicio público, ni se violente el derecho lactancia de las mujeres trabajadoras.   Esto puede conllevar el buscar horarios que tomen en cuenta las necesidades de las investigadoras, quienes por ser investigadoras están sujetas al régimen de la disponibilidad y reciben el plus de variación de jornada que deben ser tomados en cuenta.
	
De esta forma existiría un equilibrio entre dos derechos fundamentales: el respeto y reconocimiento que tiene todo niño o niña a la lactancia materna y de la madre de proporcionarlo;  y a la vez el cumplimiento eficaz, efectivo y continuo del servicio público. 

4.- Conclusión:

En razón de lo anteriormente expuesto concluye esta Dirección Jurídica que  no existe impedimento para que las mujeres que gozan el período de lactancia, puedan hacer disponibilidades los fines de semana, participar en allanamientos fuera del espacio temporal a que corresponde ese derecho o hacer guardias, disponibilidades y allanamientos que requieran el ingreso antes de las 7:30 horas, en virtud de que perciben en su salarios, los rubros correspondientes a tales circunstancias, siempre  y cuando las Jefaturas se aseguren que en el momento que estén realizando esas funciones en jornadas laborales distintas a la usual, también esté incluida la hora de lactancia respectiva y se permita y promocione el pleno disfrute de este derecho. 	

De esta manera se deja rendido el criterio técnico solicitado por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.”
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Se acordó: Tener por recibido el informe rendido por la Dirección Jurídica y hacerlo de conocimiento del Director General del Organismo de Investigación Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417324]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 3002, 4276-16
En sesión N° 25-16 celebrada el 15 de marzo de 2016, artículo LXIII, se acogió la gestión de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en consecuencia, de acuerdo con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Coordinadora de la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana, puesto N°103061, a partir del 15 de marzo de 2016 y hasta por un mes, para que se dedicara a las labores asociadas al convenio suscrito entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica  R-CONV-005-2015. 
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1598-DE-2016 de 12 de abril de 2016, solicitó: 
“Mediante oficio 1277-DE-2016 de fecha 14 de marzo de 2016, esta Dirección Ejecutiva, remitió el oficio IICE-085-2016 de fecha 10 de marzo de 2016 (adjunto), suscrito por el Msc. Max Alberto Soto, director del Instituto de Investigaciones en Ciencias Económicas de la Universidad de Costa Rica, con los requerimientos de información para la Fase 1 del trabajo a realizar de conformidad con el Convenio R-Conv-005-2016 para la valuación actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

En virtud de lo expuesto, se requiere contar por un mes más, sea hasta el 14 de mayo de 2016, con el acompañamiento de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Coordinadora de la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana, como miembro del equipo Técnico- Actuarial, con el objeto de que atienda la funciones específicas para el equipo indicado, según lo establece el convenio, para realizar la: “… 1. Revisión preliminar de la información “base” que se entregue al equipo del IICE, indicando en forma escrita a la contratada las observaciones respecto a la adecuación y confiabilidad de la misma…”

Cabe aclarar que dicho permiso es para atender asuntos de interés del Poder Judicial, por lo que está acorde con los requerimientos del artículo 44 de la Ley Orgánica y fue solicitado con oficio N° 114-JP-2016 de fecha 02 de marzo de 2016 y se aportó la certificación de contenido presupuestario correspondiente, que cubría el período de dos meses.”
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Se acordó:Acoger la solicitud anterior, en consecuencia, de acuerdo con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, prorrogar hasta el 14 de mayo de 2016, el permiso con goce de salario y sustitución concedido a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Coordinadora de la Unidad de Investigación y Control de Calidad de la Dirección de Gestión Humana, puesto N°103061, para que continúe con las labores asociadas al convenio suscrito entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica  R-CONV-005-2015, para la valuación actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	La Direcciones Ejecutiva y de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara firme este acuerdo.
[bookmark: _Toc448417332][bookmark: _Toc366755210]ARTÍCULO XXV 
Documento 6529-15, 4262-16
Informa la Secretaría General de la Corte, que en consulta realizada al Tribunal de la Inspección Judicial respecto de las medidas cautelares interpuestas a los servidores E C R, E C S, A G C y D A B, Oficiales de Investigación Táctica del Servicio Especial de Respuesta Táctica dentro de la causa N° 15-000391-0031-IJ, por cuanto las mismas vencieron el 8 de marzo de 2016; a esos efectos el señor José Rodrigo Solórzano Conejo, Profesional de ese Tribunal, informó que ese despacho no realizó ningún trámite de la prórroga de las medidas interpuestas a los citados servidores. Asimismo hizo de conocimiento que el expediente físico fue trasladado a la Comisión de Relaciones Laborales el 18 de marzo de 2016. 
Asimismo, se procedió a realizar la consulta en la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, y la servidora Rosibel López, Secretaria de esa oficina, informó que los citados funcionarios se encuentran reubicados en el sótano de ese Organismo. 
Se hace de conocimiento para lo que a bien estimen resolver: 
En sesión Nº 52-15 celebrada el 4 de junio del año 2015, artículo XXXIII, se acogió la recomendación de medida cautelar solicitada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en consecuencia, se dispuso:

“1.) De conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, trasladar con goce de salario y sustitución hasta por el plazo de tres meses a partir del 8 de junio del 2015, a los servidores E C R, E C S, A G C y D A B, Oficinales de Investigación Táctica, del Servicio Especial de Respuesta Táctica, a la sede que ese Servicio mantiene en el sótano del edificio del Organismo de Investigación Judicial en el Primero Circuito Judicial de San José o a la dependencia que disponga la Dirección General del citado Organismo, lo anterior en espera de la resolución de la causa disciplinaria dentro del expediente Nº 15-000391-0031-IJ. 2.) Prohibir a los encausados: a) Acercarse al edificio Torre Z del Poder Judicial. b) Interferir de cualquier forma en el desarrollo de las labores diarias de la servidora K Y M A. c) Utilizar frases ofensivas, amenazantes o lesivas en contra de la servidora M A o los testigos. 3.) Reiterar al Tribunal de la Inspección Judicial que en los casos de procesos disciplinarios en los que se haya dictado medidas cautelares, se de una pronta resolución.”
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Posteriormente, en sesión Nº 80-15 del 8 de setiembre de 2015, artículo XXXVII, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 81, inciso 6) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se mantuvo el traslado con goce de salario y sustitución de los servidores E C R, E C S, A G C y D A B, Oficinales de Investigación Táctica, del Servicio Especial de Respuesta Táctica, hasta por tres meses más a partir del 8 de setiembre del 2015. 
[bookmark: _Toc429076166]Finalmente, en sesión Nº 106-15 del 3 de diciembre de 2015, artículo XXVIII, se acogió la solicitud del Tribunal de la Inspección Judicial, en consecuencia: de conformidad con lo dispuesto en el artículo 81, inciso 6) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se mantuvo el traslado con goce de salario y sustitución de los servidores E C R, E C S, A G C y D A B Oficinales de Investigación Táctica, del Servicio Especial de Respuesta Táctica, hasta por tres meses más a partir del 8 de diciembre del 2015.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación hecha por la Secretaria General de la Corte. 2.) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 81, inciso 6) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, mantener el traslado con goce de salario y sustitución de los servidores E C R, E C S, A G C y D A B, Oficinales de Investigación Táctica, del Servicio Especial de Respuesta Táctica, hasta por tres meses más a partir del 8 de marzo del 2016. 3) Instar a la Comisión de Relaciones Laborales, la pronta tramitación y resolución de la citada causa. 
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXVI
DOCUMENTO N° 1057-16 y 4344-16
La servidora Lynn Díaz Morera, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio N° 488-IJ-16 remitió el 27 de enero de 2016, la resolución final dictada en el expediente Nº 15-001731-031-IJ, en cumplimiento con lo ordenado por Corte Plena, en su sesión No 43-01 celebrada el 3 de diciembre de 2001, Artículo XII, en el asunto que se dirá: 
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En nota del 13 de abril de 2016 el licenciado Segismundo Araya Zúñiga, Abogado, manifestó:
“(…)

En mi condición de ciudadano y Abogado, sumamente preocupado por el buen nombre del Poder Judicial, así como, por las actuaciones que a continuación expondré es que someto a conocimiento de este honorable Consejo Superior del Poder Judicial lo que de seguido les expongo en una forma muy breve; sabiendo de ante mano que lo presente no es una queja, porque bien conozco que contra los Jueces Superiores lo que corresponde se tramita a través de la Inspección Judicial, sino para que ustedes realmente se den cuenta, como se están manejando distintas situaciones en el Poder Judicial ( Tribunales de Juicio que se indicarán y la misma Inspección Judicial).

En lo que interesa debo indicar, que soy Abogado defensor del señor WILLY MARÍN BALTODANO, en la causa número 12-001107-0414-PE, tramitada ante el Tribunal de Juicio de Nicoya; y a cual se le celebró el debate por tres días y se dictó el por tanto el 29 de marzo de 2015.

Los Jueces que resolvieron como tribunal colegiado lo fueron los señores GUSTAVO ADOLFO GARCÍA JIMENEZ, LUIS DIEGO ALPIZAR MARÍN Y JOSÉ CARLOS AGUILAR BONILLA; todos del TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE.

Al momento de dictar la sentencia número 282-2015 dichos Jueces incurrieron en una serie de faltas, que a criterio del suscrito son sumamente graves y que empañan el buen nombre del Poder Judicial y solo a manera de ejemplo, la causa se tramitó por el delito de venta de drogas, donde solo figuró como imputado el señor WILLY ANTONIO MARÍN; sin embargo, cuando se entregó la sentencia al día siguiente de vencidos los cinco días para su lectura, 1 sentencia integral solo tenía un por tanto, como es lógico; solo que por utilizar machotes, copiaron un por tanto de un caso de VIOLACIÓN Y ABUSO SEXUAL, con partes diferentes; es decir en ese por tanto se condena a un señor que NO es el imputado, en perjuicio de otra persona que no es la ofendida ni nunca fue parte en el proceso.

Como si fuera poco, esa sentencia se le entrega a un hermano del imputado, y cuando me la lleva me percato de ese por tanto.

Como otro dato grave, la sentencia de un solo por tanto, posteriormente no aparece completa y por ello mando a sacar copias, y resulta que me llevo la sorpresa, que la sentencia y tenía dos por tantos; y la primer sentencia tal y como se notificó no estaba en los términos que se entregó; de manera, que sin que se hiciera corrección alguna — mediante resolución como correspondía — implemente se le agregó otro POR TANTO ya ahora si con los datos del señor WILLY y quedó una sentencia de dos POR TANTOS sin que nunca se explicara absolutamente nada mediante resolución. Pero el asunto no se detuvo ahí, los jueces salvo Gustavo, no estuvieron en la lectura de la sentencia tal y como se desprende del voto del Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz número 63-16, de fecha 17 de marzo de 2016 y del cual trascribiré un párrafo que considero que ustedes deben conocer; y además la sentencia no se firmó por todos, sino que en el mismo expediente aparece un supuesto documento fax emitido supuestamente de la Escuela Judicial donde aparecen firmas de jueces, ‘a que al margen superior aparece la leyenda de ESCUELA JUDICIAL.

Siguiendo con la cadena de horrores, cuando los Jueces supuestamente fundamentaron la sentencia, si efectivamente ellos lo hicieron; consignaron en la fundamentación, jurídica e intelectiva; situaciones jurídicas y hechos de otro caso - que no tenía nada que ver - con el caso Juzgado, sino que simplemente se utiliza otra fundamentación que no corresponde al caso en concreto.

Ante esta desastrosa situación formulé una queja ante la Inspección Judicial, bajo la causa número QUEJA 1731-2015, siendo que para el momento en que formulo la QUEJA, ya había interpuesto RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA PENAL y no se había resuelto el recurso de apelación ante el Tribunal de Apelaciones de Sentencia Penal de Santa Cruz.

Que en fecha 17 de marzo de 2016, se dicta el voto por el TRIBUNAL DE APELACION DE SENTENCIA PENAL número 63-16, y declara con lugar el RECURSO DE APELACION y anula la sentencia y el debate que le precedió ante la arbitrariedad de los tres Jueces dichos, ordena la libertad inmediata del imputado, el cual fue detenido gracias al adefesio de sentencia anulada por el Tribunal de Apelación y que mantuvo al imputado casi un año privado de SU libertad.

En el voto del Tribunal de Apelación de Sentencia, no solo se ordena la libertad inmediata del imputado, sino que se ordena testimoniar piezas a los TRES JUECES DE JUICIO GUSTAVO ADOLFO GARCÍA JIMÉNEZ, LUIS DIETO ALPIZAR MARÍN Y JOSE CARLOS AGUILAR BONILLA; para ante LA INSPECCION JUDICIAL.

Dado que el voto se dicta después de que interpuse la queja, me doy a la tarea de revisar la queja que interpuse número 1731-2015, y me topo con la norme sorpresa y desilusión; de que la Inspectora General Judicial, SIRIA CARMONA CASTRO; desestima la causa y la remite al CONSEJO SUPERIOR con solicitud de DESESTIMACIÓN; todo con el pobre argumento le que no se aprecia falta alguna y que lo que expuse son inconformidades.

Cabe destacar, que nunca la inspección judicial, me dio audiencia alguna de la solicitud de desestimación, ni se me comunicó antes o después le lo resuelto, ningún plazo para manifestar lo que correspondiera.

Es así como mediante voto 2141-2015 del TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL, el día 17 de diciembre de 2015; sin que el Tribunal de Apelación hubiera resuelto, es que se solicita DESESTIMACIÓN por el INSPECTOR JUDICIAL señor LICDO. RANDALL CALDERON NAVARRO.

Como muestra de que el inspector nunca analizó como correspondía la queja, y mucho menos me NOTIFICÓ ABSOLUTAMENTE NADA pese a que yo tenía señalado correo electrónico segismundoaraya gmail.com; simplemente no se informa y se remiten a ustedes las diligencias si mi criterio.

En todo caso, también como muestra de que no son suposiciones del suscrito, o malos entendidos, sino que lo que pretendía es sanear el poder judicial única institución de la cual me siento orgulloso; de prácticas indeseables mala administración de justicia al peor de los estilos; el mismo TRIBUNAL DE APELACIÓN DE SENTENCIA DE SANTA CRUZ, mediante voto 63- 16 de fecha 17 de marzo le 2016, ordena testimoniar piezas a la INSPECCIÓN JUDICIAL contra dichos jueces y en lo que interesa el voto dice lo siguiente:

“VOTO 63 -16

TRIBUNAL DE APELACIÓN DE SENTENCIA PENAL. Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz, a las dieciséis horas de diecisiete de marzo de dos mil dieciséis.

Recurso de apelación interpuesto en la presente causa número 12-001107-0414-PE, seguida contra WILLY ANTONIO MARÍN BALTODANO, (...) Así, hay defectos que al incidir en la transparencia que conlleva el ejercicio del mandato constitucional de ejercer la administración de justicia de manera cumplida, ya contienen un agravio suficiente para invalidar a resolución jurisdiccional. (...) Entre los folios 284 y 315 se encuentra la sentencia documento, la cual está ubicada por los tres jueces. Según la constancia de folio 317 uno de los jueces de juicio se constituyó en la sede del Tribunal de juicio, el día y a la hora que se convocó para la lectura de la sentencia integral, sin que se presentara ninguna de la partes. Dicha constancia no indica que en ese momento estuvieran presentes los restantes jueces integrantes del Tribunal. Es importante acotar, que existen prácticas no debidas, por parte de los órganos de administración de justicia. Cuando un tribunal difiere para el dictado del fallo, señala y convoca una hora determinada para su lectura dentro de los cinco días siguientes, no solo como una garantía para las partes sino para toda la comunidad que tiene el derecho de imponerse del resultado del juicio. Así que una vez convocado ese acto, el tribunal tiene que cumplirlo en la hora y fecha indicada, salvo que existieran razones... Otro aspecto relevante, es que la constancia de lectura de folio 317, solo refiere el apersonamiento de uno de los jueces, lo que genera duda sobre la integración del tribunal. Las buenas prácticas deben extenderse, las malas desterrarse, si un tribunal colegiado convoca para un acto de tal trascendencia como es la lectura del fallo, el mismo debe estar integrado, pues se trata de un solo órgano (tres jueces) quienes detallan los fundamentos de su decisión. No se trata de la forma por sí misma, sino del respeto de una actividad estatal, que está revestida de gran trascendencia, el juzgamiento de ciudadanos a quienes se acusa de la comisión de delitos, la respuesta de justicia pronta y cumplida para el acusado, las víctimas y la sociedad completa; de tal manera que no es justificable relativizar estas formas. (....) Sin embargo más allá de lo indicado, surgen otros datos que hacen dudar sobre la pureza del procedimiento para llegar a la sentencia, dudas que pesan también sobre el deber de los juzgadores de participar activamente en la redacción del fallo. Se tiene que el recurrente indica que el día siguiente de la lectura del fallo, el 30 de octubre de 2015 a las 10:00 mi hermano del imputado, de apersonó al tribunal de juicio a solicitar se le entregara una copia del fallo (la cual aportó como prueba). Esta pieza (folios 395 a 423) en los folios 422 vto 423 fte contiene la parte dispositiva, la cual no corresponde con el encabezado ni los considerandos deja misma, pues dispone la condena de Félix Alberto Bonilla Chinchilla por un delito de violación en grado de tentativa a cuatro años de prisión. En tesis de principio se trataría de un error material, sin embargo resulta, que la sentencia documento que rola en el expediente mantuvo el error material de la convocatoria a lectura integral, es decir las 16:25 horas del 23 de octubre, citando la parte dispositiva original lo hacía para las 16:25 horas de 29 de octubre, lo cual hace surgir la duda de si para el momento de la lectura el fallo, estaba tal cual se encuentra de folios 284 a 315 o el que estaba era el que presentaba in por tanto equivocado. Ahora, podría decirse que ya el dispositivo había; ido dictado al término de la deliberación, sin embargo no es tan simple, pues se trata de dudas sobre la existencia del fallo completo para el momento en que e señaló por el a quo su lectura integral. Pero no es solo esto, sino que también hay dudas sobre la constitución del Tribunal y que el fallo estuviera debidamente firmado para su lectura. A folio 316 corre agregada una hoja de fax que se transmitió desde la Escuela Judicial el 30 de octubre de 2015 con la firma de los tres jueces, lo cual no tiene explicación alguna, porque no existe ninguna constancia de que alguno de los jueces no la hubiera firmado a tiempo o lo hiciera tardíamente; esa es una grave interrogante in respuesta. De cotejar los folios 315 y 316, se encuentra que son los mismos, y precisamente la transmisión se hizo tiempo después de que se verificara la residencia del hermano del imputado en la sede del tribunal solicitando copia de la resolución (a las 10:00 horas se entregó copia (le la sentencia as 11:19 horas del mismo día se trasmitió un fax con las firmas de los Jueces, lo cual acrecienta la duda sobre el procedimiento seguido y si para ese momento (10:00 horas de 30 de octubre de 2015 la sentencia estaba debidamente firmada por todos los jueces). Las resoluciones de los jueces de juicio, ordinariamente no son avaladas por todas las partes, es usual encontrar un perdidoso a disgusto con el pronunciamiento, que procure por los medios de ley o fuera de ellos cuestionarlas. De tal manera que el apego al procedimiento permite enfrentar esas quejas. Sin embargo, en ocasiones, como en este caso en nota una despreocupación de los operadores judiciales por ajustarse a los parámetros que la ley ordena, lo cual incide en el descredito de la labor de la judicatura, pero sobretodo conculca el debido proceso. No puede asegurarse que el fallo no estuviera listo dentro del plazo, ni que los jueces lo intervinieran activamente en su redacción o que la sentencia documento no estuviera firmada por el tribunal que la dictó, sin embargo los aspectos que se han relacionado hacen dudar sobre su corrección y ninguna sentencia condenatoria puede permitirse este tipo de dudas. Por si estos cuestionamientos fueran poco, resulta que la lectura de la resolución da cuenta de otro descuido. En el aparte de la fundamentación jurídica el tribunal expone: (...) El tribunal pretendió sustentar en este caso la calificación legal y la pena a imponer al justiciable teniendo como base, elementos probatorios de otra causa, pues difiere compras controladas de fechas distintas de las que se vinculan con el justiciable, en otro lugar y otro sujeto activo (de apellido Alfaro Araya). No se trata de un simple error material; entenderlo así sería pasar por alto, un defecto en la motivación del fallo, que unido a las dudas ya apuntadas, son muestra de ligereza, la cual incide en el derecho de defensa del imputado y en postulados básicos le la administración de justicia. Es importante repetir que no puede entenderse la sentencia únicamente para las partes, debe comprenderse también como un servicio público para todos(as) que debe ser de calidad y dentro de las garantías que se reconocen en la Ley. En atención a lo expuesto; señalados se acoge el recurso de apelación interpuesto, se anula la sentencia venida en alzada y se ordena el reenvío de la causa para nueva sustanciación. En razón de que la prisión preventiva del imputado se pronunció con la sentencia anulada, se declara su insubsistencia y se ordena la inmediata libertad  del justiciable si otra causa no lo impide. Se ordena poner en conocimiento de la inspección judicial la presente resolución para lo de su cargo. POR TANTO por las razones expuestas se declara con lugar el recurso de apelación interpuesto, se anula la sentencia y se ordena el reenvío de la causa para nueva sustanciación. En razón de que la prisión preventiva del imputado se pronunció con la sentencia anulada, se declara su insubsistencia ordenándose la inmediata libertad del justiciable si otra causa no lo impide. Se ordena poner en conocimiento de la inspección judicial la presente resolución para lo de su cargo. NOTIFÍQUESE. GERARDO RUBÉN ALFARO VARGAS MARIA JUCILA MONGE PIZARRO CYNTHIA DUMANI STRADTMANN JUEZ Y JUEZAS DE APELACIÓN DE SENTENCIA”.

De lo anterior se desprende, que un debate de varios días se anula por la incompetencia de los Jueces y las grandes irregularidades, que rayan en la vergüenza; aun así, la Inspección Judicial, no encuentra falta, pero curiosamente el Tribunal de Apelación de Santa Cruz hasta afirma que el fallo es una resolución descuidada, y que son muestras de ligereza, la cual incide en el derecho de defensa del imputado, y en postulados básicos de la administración de justicia; y muchas otras casas más sobre la actuación del Tribunal de Nicoya que me dan vergüenza reconocer que se dan en los Tribunales de Justicia de Costa Rica y que afectan la buena imagen que tuvo el Poder Judicial y que ha costado el esfuerzo de muchos buenos jueces. Por la memoria de estos Jueces, honestos y correctos es necesario con bisturí sanear el Poder Judicial y esta labor queda en sus manos, en especial el caso concreto.

No pretendo que me resuelvan nada, me bastaría con saber que han recibido este documento, y ustedes serán los que determinen el rumbo de este caso. Mi correo electrónico por cualquier notificación segismundoaraya@gmail.com.”

- 0 -
Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio Nº 488-IJ-16 del 27 de enero de 2016, referente a la resolución final dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial en el expediente N° 15-001731-031-IJ.  2) Del análisis realizado a este expediente, se tiene que conforme lo señala el numeral 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este Consejo considera que en esta resolución no se dan las causales de nulidad previstas en el artículo 210 ibídem, que motiven ordenar el reenvío correspondiente al citado Tribunal; sin embargo, deberán los señores Gustavo Adolfo García Jiménez, Luis Diego Alpízar Marín y José Carlos Aguilar Bonilla quienes integraron el Tribunal Penal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya en la causa 12-001107-0414-PE, para que en futuras resoluciones corroboren la información que se incluye en las sentencias, para evitar futuros errores en las causas que conozcan. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417335]ARTÍCULO XXVII
Documento Nº 4372-16
En circular Nº 216-14 publicada en Boletín Judicial Nº 213-14, del 5 de noviembre de 2014, la Secretaria General de la Corte, hizo de conocimiento a las servidoras y servidores judiciales del país, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14 del 18 de setiembre de 2014, artículo XLX, en la que comunicó la "Adición a la circular Nº 176-2013, denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial.
[bookmark: _Toc436663783]Mediante nota del 13 de abril de 2016 la servidora Heilyn Solís Abarca, Coordinadora Judicial del Juzgado de Pensiones del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, solicitó por los motivos que expuso, permiso con goce de salario del 18 al 22 de abril de 2016, para el cuido de su hermano. 
Se adjunta archivo que contiene imagen del registro de las vacaciones de la servidora Solís Abarca, el cual refleja que tiene 12 días disponibles de vacaciones.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, se acordó:Acogerla gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Heilyn Solís Abarca, Coordinadora Judicial del Juzgado de Pensiones del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, por el plazo de 5 días hábiles a partir del 18 de abril de 2016, para que se dedique al cuidado de su hermano. 
La Dirección de Gestión Humana y el Juzgado de Pensiones del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417337]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 4374-16

Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial", publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
	Mediante nota del 14 de abril de 2016 la servidora Ana Yancy Soto Bastos, Coordinadora Judicial del Juzgado Contravencional del Heredia, solicitó por los motivos que expuso, permiso con goce de salario por 10 días hábiles, para el cuido de su madre. 
Se adjunta archivo que contiene imagen del registro de las vacaciones de la servidora Soto Bastos, el cual refleja que tiene 20 días disponibles de vacaciones.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, se acordó:Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Ana Yancy Soto Bastos, Coordinadora Judicial del Juzgado Contravencional del Heredia, por el plazo de 5 días hábiles a partir del 20 de abril de 2016, para que se dedique al cuidado de su madre. 
La Dirección de Gestión Humana y el Juzgado Contravencional del Heredia, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417339]ARTÍCULO XXIX 
Documento 4297-16
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial", publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
Mediante nota del 13 de abril de 2016 el servidor Víctor Julio Calvo Fuentes, Auxiliar de Servicios Generales de la Sección de Transportes Administrativos, solicitó por los motivos que expuso, permiso con goce de salario, para el cuido de su esposa. 
Se adjunta archivo que contiene imagen del registro de las vacaciones del servidor Calvo Fuentes, el cual refleja que tiene 9 días disponibles de vacaciones.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución al servidor Víctor Julio Calvo Fuentes, Auxiliar de Servicios Generales de la Sección de Transportes Administrativos, por el plazo de 5 días hábiles a partir del 19 de abril de 2016, para que se dedique al cuidado de su esposa. 
La Dirección de Gestión Humana y la Sección de Transportes Administrativos, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXX 

Documento N° 67-15, 4562-16

Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que acordó adicionar la circular No. 176-2013 denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial.
En sesión N° 1-15 del 6 de enero de 2016, artículo XXI, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Lisbeth Solís Alvarado,  del 5 de enero de 2015 y por 15 días hábiles, para que se dedicara al cuido de su hija, conforme a la situación que expuso.
Después, en sesión Nº 20-15 del el 15 de marzo del 2015, artículo XLIX, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la servidora  Solís Alvarado, a partir del 3 de marzo de 2015 y por el plazo de 10 días hábiles, para que se dedicara al cuido de su hija menor de edad.
Finalmente, en sesión N° 24-15 del 17 de marzo del 2015, artículo VII, de conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005, se concedió nuevamente permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Solís Alvarado, del 17 de marzo de 2015 y por el plazo de 15 días hábiles, para que se dedicara a los cuidados post-operatorios de su hija menor de edad.
Mediante nota del 18 de abril de 2016 la servidora Lisbeth Solís Alvarado, en su expresado carácter, solicitó por los motivos que expuso, permiso con goce de salario por 15 días hábiles, para el cuido de su hija.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, se acordó:Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Lisbeth Solís Alvarado, Técnica Judicial de la Secretaría General de la Corte, por el plazo de 10 días hábiles a partir del 18 de abril de 2016, para que se dedique al cuidado de su hija. 
La Dirección de Gestión Humana y laSecretaria General de la Corte, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXI
Documento N° 4226-16
Mediante oficio N° FECOBA: 227-2016 del 7 de abril de 2016, la señora Rosalba Dinarte Sánchez, Secretaria Administrativa de la Federación Costarricense de Baloncesto, comunicó:
“Reciban un cordial saludo de parte de la Federación Costarricense de Baloncesto Aficionado (FECOBA).

Por este medio les solicito con todo respeto el permiso correspondiente para que el señor Marlon Samuels Kurr funcionario del Poder Judicial nos represente como jugador en el equipo Maxi Grecia categoría de 40 años en el IX Panamericano de Maxibaloncesto Masculino y Femenino a celebrarse 20 al 30 de abril 2016 en San José.

La anterior solicitud la realizamos respaldados en la Ley de creación del Instituto del Deporte y el Régimen Jurídico de la Educación Física del Deporte y la Recreación (#7800 del 30 de abril de 1998), en sus artículos 36 y 37, garantiza a los servidores públicos y estudiantes la obtención de tales permisos sin que se afecte su relación, además del Decreto No 31738-MCJD (Publicado en La Gaceta No. 74 del 16 de abril del 2004) como podrá corroborar en la transcripción de los mismos:

ARTICULO 36

Los funcionarios públicos o estudiantes de cualquier nivel del sistema educativo, que sean convocados a una selección nacional o para representar a Costa Rica en una competencia deportiva internacional, tendrán derecho a disfrutar de permiso para entrenar, desplazarse y permanecer en concentración de conformidad con el reglamento de la presente Ley.

ARTICULO 37

El permiso con goce no afectará la continuidad de la relación de trabajo, empleo o escolaridad, según el caso, y las personas o entidades respectivas están obligadas a otorgarlos. Dichos permisos no podrán exceder noventa días naturales en un lapso de un año.

DECRETO 31738- MCJD

Artículo 1°- Adiciónese en el Artículo 36 bis al Reglamento General a la Ley N° 7800, Decreto Ejecutivo N° 28922-C del 18 de agosto del 2000, Publicado en La Gaceta N° 183 del 22 de septiembre del 2000 cuyo texto será el siguiente:

Artículo 36 bis. Los permisos de trabajo a que tienen derecho los funcionarios públicos que sean convocados a una Selección Nacional o para representar a Costa Rica en una petición deportiva internacional en las condiciones establecidas en el artículo 36 y 37 la Ley 7800, serán invariablemente con goce de salario”.

(…)”
- 0 -
A estos efectos, en correo electrónico del 14 de abril de 2016, la licenciada Keshia Rosales Hall, Jefa Administrativa interina de la Oficina de Comunicaciones Judiciales del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, manifestó:
“Se le concede el visto bueno del permiso solicitado para que asista a los juegos Panamericanos de Maxibaloncesto que se celebrará los días 20 al 30 de Abril del presente año en San José. Queda sujeto a la aprobación del consejo superior.”

- 0 -
En razón de ser una actividad de interés nacional y de conformidad con lo que establece el artículo 36 de la Ley N° 7800 de la Creación del Instituto del Deporte y Régimen Jurídico de la Educación Física del Deporte y la Recreación, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario, del 20 al 30 de abril de 2016, al servidor Marlon Samuels Kurr, Técnico en Comunicaciones Judiciales de la Oficina de Comunicaciones Judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para que participe en el IX Panamericano de Maxibaloncesto Masculino y Femenino.
Las Dirección de Gestión Humana y la Oficina de Comunicaciones Judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417342]ARTÍCULO XXXII
Documento 3819-16
[bookmark: _Toc448417344]Mediante correo electrónico del 31 de marzo de 2016, la servidora  María Fernanda Esquivel Quant, Técnica Judicial del Tribunal Penal de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de San José, solicitó:
“…. se me adelanten seis días de vacaciones del período 2016-2017.

Ello por cuanto a la fecha únicamente me resta un día de vacaciones del período 2015-2016 y para la fecha 18 al 25 de mayo del presente año tengo prevista la realización de un viaje familiar fuera del país.

En razón del horario de la Sección de Flagrancia de este Tribunal  (cuatro por dos) se trata de seis días, a saber los días 18, 19, 20, 23, 24 y 25 de mayo del 2016. No omito manifestar que los días 21 y 22 de mayo corresponden a mis días libres en el Tribunal.

A la fecha me encuentro sin causas pendientes en la Inspección Judicial y mi trabajo se mantiene al día.”

- 0 -
Asimismo, el licenciado Juan Carlos Pérez Murillo, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico dirigido a la servidora Esquivel Quant, dice:
“…Luego de un análisis de su gestión, no tengo inconveniente alguno y cuenta con el visto bueno de la Coordinación del Tribunal Penal y Flagrancia del Primer Circuito Judicial de San José, para tramitar autorización ante el Consejo Superior a fin que éstos analicen si en su caso es posible concederle un adelanto de vacaciones.”
- 0 -
[bookmark: _Toc442128847][bookmark: marca3]Seguidamente se transcribe la constancia Nº 1093-AP-2016 del 4 de abril de 2016, suscrita por el licenciado Juan José Carvajal Siles, Coordinador de Administración de Personal, que literalmente dice:
“Que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en esta Dirección, se tiene que la señora MARIA FERNANDA ESQUIVEL QUANT cédula de identidad 01-1439-0044, ingresó a laborar después de la reforma al artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (7 de agosto de 2006) y su fecha de derecho de vacaciones es el 21 de marzo de cada año.

Cabe destacar, que al día de hoy cuenta con 1 día ganado de vacaciones en el periodo 2015/2016, y no tiene días en trámite, para un total de 1 día de vacaciones a favor para su disfrute. Cabe indicar que aún no se le han deducido los tres días de vacaciones del cierre colectivo de Semana Santa.

Es importante mencionar que en sesión de Consejo Superior número 9-13 celebrada el 05 de febrero de 2013, artículo XXXI,  se acordó lo siguiente:

“Comunicar al Departamento de Personal que cualquier solicitud de adelanto de vacaciones que reciba se le de el trámite correspondiente, siempre y cuando las y los interesados cuenten con nombramiento en propiedad y adquieran ese derecho dentro de los seis meses siguientes a la solicitud.” 

Por lo anterior esta Dirección no puede darle el trámite correspondiente a la solicitud de adelanto de vacaciones de la señora MARIA FERNANDA ESQUIVEL QUANT,  ya que para el periodo 2016-2017 no adquiere ese derecho dentro de los seis meses siguientes.”
- 0 -
Se acordó: Denegar la solicitud presentada por la servidora María Fernanda Esquivel Quant, Técnica Judicial del Tribunal Penal de la Sección de Flagrancia del Primer Circuito Judicial de San José, debido a la inconveniencia institucional de que las servidoras y servidores judiciales cuenten con saldos negativos de vacaciones, por lo que deberá valorar acogerse a un permiso sin goce de salario. 
[bookmark: _Toc448417345]ARTÍCULO XXXIII
Documento N° 10449-15,  3680-16,4240-16

[bookmark: _Toc448417348]	En sesión N° 79-15 celebrada el 3 de setiembre de 2015, artículo CV, se acogió la solicitud de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva y se aprobó el nuevo arte del carné institucional, el cual sería sustituido paulatinamente en todo el país por nuevos carnés que oportunamente y conforme se defina, servirían para el control de acceso y de asistencia de las personas servidoras judiciales.
	El máster José Luis Bermúdez Obando, las licenciadas Waiman Hin Herrera y Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, por su orden, Director y Subdirectora de Gestión Humana, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Jefe del Subproceso de Administración del Personal, mediante oficio N° 0929-AP-16 del 16 de marzo del 2016, manifestaron lo siguiente:
	“En relación con el proyecto presentado por la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Seguridad concerniente a la implementación del un nuevo diseño para los carnets de identificación de los servidores judiciales los cuales fueron elaborados con la tecnología HID, para realizar aperturas de puertas mediante dispositivos electrónicos, esta Dirección emite las siguientes consideraciones con el fin de que ese órgano colegiado emita una circular que permita que todas las personas servidoras judiciales estén debidamente informadas sobre los cambios que se avecinan con la sustitución del nuevo documento:
En virtud del proyecto de control de acceso propuesto por los entes mencionados anteriormente y aprobado por el Consejo Superior en Sesión 79-15 celebrada el 3 de setiembre de 2015, artículo CV, que incluye la implementación de nuevos carnets inteligentes de identificación para el personal judicial, de común acuerdo con el Departamento de Seguridad se estableció que dicha oficina será la encargada de realizar las visitas a todo el país para tomar las huellas dactilares, las vasculares y las fotografía que corresponde al nuevo modelo de carnet, esto de conformidad con la implementación paulatina del proyecto. Por el momento están listos para utilizar el nuevo formato de carnét todas las personas servidoras y propietarias que se destacan en las oficinas de Tribunales del I Circuito Judicial de San José y el Edificio del O.I.J. Por determinación de la Dirección Ejecutiva una vez entregado el nuevo documento el servidor o la servidora judicial  en propiedad está en la obligación de devolver el carnet anterior a su Jefe inmediato y éste deberá hacer la devolución mediante oficio al Departamento de Seguridad para su respectiva destrucción.
Las personas servidoras judiciales que por alguna razón extravíen el nuevo carnet inteligente deberán cancelar el monto de $10.00 (diez dólares) en el Banco de Costa Rica, cuenta No. 20192-8 y presentar el recibo correspondiente para su reimpresión ante el Departamento de Seguridad.
Las demás personas propietarias, en el tanto no sean considerados en el proyecto de control de acceso continuarán con el carnet emitido por la Dirección de Gestión Humana y utilizado hasta el día de hoy. En caso de extravío éste debe ser gestionado ante esta oficina bajo el procedimiento actual que se lleva para estos efectos.
Las personas nombradas bajo la condición de interinas seguirán gestionando su carnet de papel bajo el mismo procedimiento por medio de la Dirección de Gestión Humana  o en las Administraciones Regionales de todo el país. 
Para los lugares en los que ya se implementó el control de acceso y en donde las Jefaturas inmediatas determinen que por la naturaleza de sus funciones el personal interino debe ingresar a lugares restringidos, deben gestionar de forma justificada la entrega del carnet inteligente ante el Departamento de Seguridad para dicho personal.”
- 0 -
	Mediante oficio N° 3358-16 del 1 de abril del 2016, la Secretaría General de la Corte, indicó al máster José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana, que debían remitir la redacción de la propuesta de circular, según lo acordado en sesión N° 81-07 celebrada el 30 de octubre del 2007, artículo LXX.
	Con base en lo anterior, la Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 12 de abril del 206, remitió la propuesta de circular, que literalmente dice:
“CIRCULAR No. xxxxx-2016
Asunto: Cambios en la entrega del  carné institucional de identificación de los servidores y servidoras judiciales
A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS
SE LES HACE SABER QUE:
	El Consejo Superior en Sesión 79-15 celebrada el 3 de setiembre de 2015, artículo CV, aprobó el proyecto presentado por la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Seguridad concerniente a la implementación del un nuevo diseño para los carnés de identificación de los servidores judiciales los cuales fueron elaborados con la tecnología HID, para realizar aperturas de puertas mediante dispositivos electrónicos.
	En relación con este nuevo modelo de carnés y en virtud del proyecto de control de acceso propuesto por los entes mencionados anteriormente es  importante que todos los servidores y todas las servidoras judiciales consideren los siguientes aspectos:
1. Que el Departamento de Seguridad será el encargado de realizar las visitas a todo el país para tomar las huellas dactilares, las vasculares y las fotografías que corresponde al nuevo modelo de carné, esto de conformidad con la implementación paulatina del proyecto. Por el momento están listos para utilizar el nuevo formato de carné todas las personas servidoras judiciales que se destacan en las oficinas de Tribunales del I Circuito Judicial de San José y el Edificio del O.I.J. Por determinación de la Dirección Ejecutiva una vez entregado el nuevo documento el servidor o la servidora judicial  en propiedad está en la obligación de devolver el carné anterior a su Jefe inmediato y éste deberá hacer la devolución mediante oficio al Departamento de Seguridad para su respectiva destrucción.
2. Las personas servidoras judiciales que por alguna razón extravíen el nuevo carné inteligente deberán cancelar el monto de $10.00 (diez dólares) en el Banco de Costa Rica, cuenta No. 20192-8 y presentar el recibo correspondiente para su reimpresión ante el Departamento de Seguridad. Una vez que dicho Departamento haya entregado el nuevo carné éste no puede ser sustituido por el carné anterior. Por lo tanto, la Dirección de Gestión Humana no reimprimirá los antiguos carnés toda vez que éste no sustituye el nuevo diseño.
3. Las demás personas propietarias, en el tanto no sean considerados en el proyecto de control de acceso continuarán utilizando el carné que sea utilizado hasta hoy y que es emitido por la Dirección de Gestión Humana. En caso de extravío éste debe ser gestionado ante dicha Dirección bajo el procedimiento actual.
4. Las personas nombradas bajo la condición de interinas seguirán gestionando su carné de papel bajo el mismo procedimiento por medio de la Dirección de Gestión Humana  o en las Administraciones Regionales de todo el país. 
5. Para los lugares en los que ya se implementó el control de acceso y en donde las Jefaturas inmediatas determinen que por la naturaleza de sus funciones el personal interino debe ingresar a lugares restringidos, deben gestionar de forma justificada la entrega del carné inteligente ante el Departamento de Seguridad para dicho personal.
6. La tarjeta no debe ser expuesta a altas temperaturas. No debe mojarse, ni doblarse y no ser utilizada en billeteras o con otras tarjetas electrónicas (crédito, débito, etc.), porque puede afectar la configuración, ya que el nuevo carné contiene un chip interno.
7. Por el momento se utilizará sólo para acceso por las puertas electrónicas ubicadas en el primer piso del Edificio del OIJ.”

- 0 -
[bookmark: _Toc443927599][bookmark: _Toc437271569]Se acordó: Acoger la gestión anterior y autorizar la publicación de la siguiente circular: 
“CIRCULAR No. xxxxx-2016
Asunto: Cambios en la entrega del  carné institucional de identificación de los servidores y servidoras judiciales
A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS
SE LES HACE SABER QUE:

	El Consejo Superior en Sesión 79-15 celebrada el 3 de setiembre de 2015, artículo CV, aprobó el proyecto presentado por la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Seguridad concerniente a la implementación del un nuevo diseño para los carnés de identificación de los servidores judiciales los cuales fueron elaborados con la tecnología HID, para realizar aperturas de puertas mediante dispositivos electrónicos.

	En relación con este nuevo modelo de carnés y en virtud del proyecto de control de acceso propuesto por los entes mencionados anteriormente es  importante que todos los servidores y todas las servidoras judiciales consideren los siguientes aspectos:

1. Que el Departamento de Seguridad será el encargado de realizar las visitas a todo el país para tomar las huellas dactilares, las vasculares y las fotografías que corresponde al nuevo modelo de carné, esto de conformidad con la implementación paulatina del proyecto. Por el momento están listos para utilizar el nuevo formato de carné todas las personas servidoras judiciales que se destacan en las oficinas de Tribunales del I Circuito Judicial de San José y el Edificio del O.I.J. Por determinación de la Dirección Ejecutiva una vez entregado el nuevo documento el servidor o la servidora judicial  en propiedad está en la obligación de devolver el carné anterior a su Jefe inmediato y éste deberá hacer la devolución mediante oficio al Departamento de Seguridad para su respectiva destrucción.

2. Las personas servidoras judiciales que por alguna razón extravíen el nuevo carné inteligente deberán cancelar el monto de $10.00 (diez dólares) en el Banco de Costa Rica, cuenta No. 20192-8 y presentar el recibo correspondiente para su reimpresión ante el Departamento de Seguridad. Una vez que dicho Departamento haya entregado el nuevo carné éste no puede ser sustituido por el carné anterior. Por lo tanto, la Dirección de Gestión Humana no reimprimirá los antiguos carnés toda vez que éste no sustituye el nuevo diseño.

3. Las demás personas propietarias, en el tanto no sean considerados en el proyecto de control de acceso continuarán utilizando el carné que sea utilizado hasta hoy y que es emitido por la Dirección de Gestión Humana. En caso de extravío éste debe ser gestionado ante dicha Dirección bajo el procedimiento actual.

4. Las personas nombradas bajo la condición de interinas seguirán gestionando su carné de papel bajo el mismo procedimiento por medio de la Dirección de Gestión Humana  o en las Administraciones Regionales de todo el país. 

5. Para los lugares en los que ya se implementó el control de acceso y en donde las Jefaturas inmediatas determinen que por la naturaleza de sus funciones el personal interino debe ingresar a lugares restringidos, deben gestionar de forma justificada la entrega del carné inteligente ante el Departamento de Seguridad para dicho personal.

6. La tarjeta no debe ser expuesta a altas temperaturas. No debe mojarse, ni doblarse y no ser utilizada en billeteras o con otras tarjetas electrónicas (crédito, débito, etc.), porque puede afectar la configuración, ya que el nuevo carné contiene un chip interno.

7. Por el momento se utilizará sólo para acceso por las puertas electrónicas ubicadas en el primer piso del Edificio del OIJ.”

La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. 
ARTÍCULO XXXIV
Documento N° 610-16, 4294-16

[bookmark: _Toc366755219][bookmark: _Toc448417350]En sesión N° 6-16 celebrada el 21 de enero del 2016, artículo II, se aprobó la Modificación Externa Nº 2-2016 por Decreto Ejecutivo, la que se remitió a la Dirección de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, con el ruego atento de que se tramitara mediante Decreto Ejecutivo. 
Posteriormente, en sesión de Corte Plena N° 10-16 del 4 de abril del 2016, artículo XXIX, por mayoría, acogió la propuesta  técnica de la Dirección de Gestión Humana y se aprobó una rebaja de ¢800.000.000.00 (ochocientos millones de colones), en el presupuesto de este Poder de la República del año 2016. 
	El máster José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana, mediante oficio N° 0187-UPEE-DGH-2016 del 12 de abril del 2016, manifestó lo siguiente:
	“Atendiendo la solicitud del Consejo Superior y con la finalidad de rendir el informe requerido sobre la ejecución presupuestaria a la fecha en la partida de sustituciones, respetuosamente se hace del conocimiento del Honorable Consejo Superior lo siguiente:

La Asamblea Legislativa durante el proceso de análisis y discusión del Proyecto de Ley para el presupuesto 2016, aprobó dos mociones de rebajos al presupuesto del Poder Judicial, a saber:

	Nº de Moción
	Monto

	15
	¢ 4,000,000,898.52

	63
	¢ 5,874,556,664.02

	Total rebajado
	¢ 9,874,557,562.54



Aplicados estos recortes, la Asamblea Legislativa mediante la Ley de Presupuesto 2016 asignó al Poder Judicial un monto por ¢233,935,350,177.00 y que se desglosan por programa presupuestario, subpartida y coletilla en el siguientes cuadro 

Con la finalidad de ampliar el detalle es necesario presenta el glosario con la descripción de y fundamento legal de los incentivos que se conforman el escalafón salarial del Poder Judicial:

201 Tiempo extraordinario

¿Qué es? (Definición)
Retribución eventual al personal que presta sus servicios en horas adicionales a la jornada ordinaria de trabajo, cuando necesidades impostergables de la entidad así lo requiera, ajustándose a las disposiciones legales y técnicas vigentes.

¿Cómo nace? (Antecedentes)          

Código de Trabajo: Capítulo Segundo de la Jornada del Trabajo

202 Recargo de Funciones

¿Qué es? (Definición)
Retribuciones que la Institución destina a los funcionarios, que en adición a sus propias funciones asumen temporalmente los deberes y responsabilidades de un cargo de nivel superior por ausencia temporal de su titular.

¿Cómo nace? (Antecedentes)          
Acuerdo de Corte Plena Nº15-12 artículo XXXV

203 Disponibilidad Laboral

¿Qué es? (Definición)
	Es el pago correspondiente a la actitud expectante y permanente del servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. 

¿Cómo nace? (Antecedentes)          
Corte Plena, Sesión 09-02, celebrada el 25 de febrero del 2002, Artículo XXXI aprobó el “Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial”.

204 Compensación de vacaciones
	Ajuste en los salario producto del pago de horas extra y ascensos.

205 Dietas

¿Qué es? (Definición)
	La dieta es una forma de cancelar el monto correspondiente cuando los Magistrados suplentes que no son funcionarios judiciales deben integrar las Salas por inhibitoria de las señoras y señores Magistrados, este pago se devengarán por día de trabajo o sesión, proporcionales a la remuneración de los propietarios.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 63

301 Anualidades

¿Qué es? (Definición)
	Reconocimientos adicionales que la institución destina como remuneración a sus trabajadores por concepto de años laborados en el sector público y de acuerdo con lo que establece el ordenamiento jurídico correspondiente.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Ley de salarios de la Administración Pública

302 Prohibición

¿Qué es? (Definición)
	Prohibición del ejercicio liberal de la profesión: Compensación económica que se asigna a un servidor público, al que por vía de ley se le prohíbe ejercer en forma particular o privada la profesión que ostenta. Este reconocimiento es excluyente del reconocimiento por dedicación exclusiva.

	Dedicación exclusiva a profesionales y no profesionales: Compensación económica que se otorga a un servidor en virtud de que amparado en un reglamento, acepta mediante un contrato firmado con la institución respectiva, prestar su servicio únicamente al órgano público que lo contrató, quedando inhibido para ejercer en forma particular -remunerado o ad honorem- la profesión que sirve de requisito para desempeñar el puesto que ostenta, así como para llevar a cabo actividades relacionadas con ese puesto.

¿Cómo nace? (Antecedentes)          
	Ley de compensación por pago de Prohibición, Fecha de vigencia desde:  27/12/1975, Datos de la Publicación:  Colección de leyes y decretos:  Año: 1975   Semestre: 2   Tomo: 4   Página: 1603  

Artículo 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, inciso 1)

399 Otros Incentivos Salariales

Coletilla 46 pasos por Capacitación

¿Qué es? (Definición)
	Es un incentivo salarial  que se le reconoce para dos grupos de servidores judiciales: Personal del  O.I.J. y Personal Judicial (Auxiliares Judiciales, Auxiliares Supernumerarios y Asistentes Judiciales)

¿Cómo nace? (Antecedentes)
Nace con la Ley 6801, artículo 7, del 24 de agosto de 1982.

Coletilla 48 Variación de Jornada

¿Qué es? (Definición)
	Situación laboral  de aquel trabajador que debe prestar sus servicios en diferentes turnos rotativos. La variación de jornada y el horario de trabajo comprenderá la posibilidad que tiene el patrono de modificar  los turnos y los horarios de trabajo del servidor, de acuerdo  con las necesidades de cada oficina.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Acuerdo de Corte Plena del 19 de octubre de 1992

Coletilla 50 Laudo

	Fallo dictado por el Tribunal Superior de Trabajo, Sección Primera a las 8:00 hrs del 15-01-90, adicionado por resolución # 275 de las 10:00 hrs del 02-05-90, que otorga beneficios para todos los licenciados en Derecho de la Corte Suprema de Justicia.

Coletilla 55 Coordinación Jueces

¿Qué es? (Definición)
	Es un reconocimiento con carácter temporal que se hace por un período de 4 años según lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley Orgánica;  al juez que designe el Tribunal para hacerse cargo de la coordinación de despacho.
 
¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Acuerdos de Corte Plena Nº 15-2003 y 17-2003 artículos XI y XVIII,con fechas 21 de abril  y 5 de mayo del 2003 respectivamente.

Coletilla 74 Índice de Competitividad Salarial

¿Qué es? (Definición)
	Es un ajuste técnico en caso que  el índice de inflación sea menor  al aumento decretado en los salarios por el costo de vida.
 
¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Corte Plena en sesión Nº 11 del 07 de abril de 2008, artículo XX

Coletilla  97 Carrera Profesional

¿Qué es? (Definición)
	Es el reconocimiento de un incentivo económico que se paga con base en el grado académico, cursos de capacitación, la experiencia profesional, las publicaciones, la labor docente en la Escuela Judicial, experiencia en organismos internacionales y la responsabilidad por el ejercicio de la función judicial, para los funcionarios y empleados que presten sus servicios en puestos que exijan como mínimo el bachillerato universitario.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Según Reglamento Carrera Profesional del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 78, 23 de abril de 1999 aprobados por Corte Plena en sesión N° 34-98 celebrada el 21 de diciembre de 1998, artículo XXIII

Coletilla 110 Incentivo a Profesionales en Ciencias Médicas

¿Qué es? (Definición)
Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas establece un régimen especial que provee un trato salarial diferenciado para los profesionales en ciencias médicas: 

¿Cómo nace? (Antecedentes)
LeyN° 6836 del  22 de diciembre del año 1982.

Coletilla 111 Zonaje

¿Qué es? (Definición)
	La compensación económica adicional que reciben los servidores del Poder Judicial para compensarlo por  los gastos y las distintas condiciones de vida en que se le hace incurrir cuando por interés institucional, preste servicios en un lugar diferente de aquél donde tiene establecido su domicilio real.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
Decreto Ejecutivo N° 14315J del 15/02/1983. 


Coletilla 159 Índice Gerencial

¿Qué es? (Definición)
	 Incentivo para el Estrato Gerencial del Consejo Superior.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Según acuerdo de Corte Plena establecido en  sesión 32-10 del 08-11-10 artículo XIV

Coletilla 170 Responsabilidad en Ejercicio de la Función Judicial

¿Qué es? (Definición)
	Es un  factor que  se reconoce en las funciones que por excelencia a nivel nacional se han tutelado constitucionalmente, cual es la función judicial.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Corte Plena en sesión 34-98, celebrada el 21 de octubre del mismo año, artículo XXIII

Coletilla 174 Reconocimiento por disponibilidad, Variabilidad y particularidad presentes en los cargos de Chofer de Magistrado(a)

¿Qué es? (Definición)
	Es un reconocimiento que se les paga a los cargos por las condiciones de trabajo presentes en esos puestos y deben cubrir la necesidad de transporte del Magistrado en todo momento pues que por la naturaleza del cargo que él ostenta. Es personal de confianza, que conducen un vehículo de uso discrecional y que presentan una variabilidad en las tareas.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	En sesión N° 19-07 de Corte Plena, celebrada el 6 de junio del 2007 artículo XV

Coletilla 193 Bonificación por Exclusividad Policial

¿Qué es? (Definición)
	Consiste en la retribución del 15% sobre el salario base, percibida por la Policía Judicial encargada de realizar investigaciones criminales, esto para compensar la obligada y exclusiva prestación de labores a la que se encuentra sujeto dentro del Organismo de Investigación Judicial, por la naturaleza de sus actividades y en función del buen servicio público.

¿Cómo nace? (Antecedentes)
	Corte Plena en sesión N° 27-02 efectuada el 17 de junio del 2002, artículo XXXI

Coletilla 217 Sobresueldo por Magistratura

Acuerdo de Corte Plena en sesión Nº 54-02 artículo V.  

Coletilla 226 Sobresueldo Responsabilidad por la protección Radiológica

¿Qué es? (Definición)
Corresponderá a un 5% sobre el salario según lo establece el artículo 26 inciso b del Reglamento sobre Protección contra las Radicaciones Ionizantes 

¿Cómo nace? (Antecedentes)
Reglamento Sobre Protección Contra las Radiaciones Ionizantes (Decreto Nº 24037-S) Vigencia desde: 08/03/1995, Datos de la Publicación:  Nº Gaceta: 48 del: 08/03/1995.

El Consejo Superior en sesión Nº 06-16 del 21 de enero de 2016, artículo II, conoció el oficio Nº 58-P-2015 del Departamento Financiero Contable con la modificación presupuestaria externa Nº02-2016 por Decreto Ejecutivo, donde para cubrir compromisos no devengados aprobó un rebajó en las subpartidas de remuneraciones por un monto total de ¢ 1,246,437,656.60.

Los recortes aplicados al presupuesto por la Asamblea Legislativa, ajustaron automáticamente el factor del Ministerio de Hacienda del porcentaje de aumento por costo de vida para el 2016 y estableció en uno y medio porciento para cada semestre del año. Sobre este porcentaje la Corte Plena en sesión del 4 de abril recién pasado discutió y aprobó un aumento conforme el decreto ejecutivo del Gobierno N° 39566-MTSS-H.

Con oficio DM-0513-2016 el señor Ministro de Hacienda, Helio Fallas Venegas, solicita a este Poder de la República una reducción del presupuesto. Atendiendo esta petición, la Corte Plena en la misma sesión del 4 de abril de 2016, definió como  procedente rebajar de los recursos del presupuesto 2016 del Poder Judicial la suma de 800,000,000.00 (Ochocientos millones de colones), en aras de solidarizarse con la difícil situación fiscal que afronta el país y colaborar en la contención de gasto.

	Se rinde de esta manera el presente informe y se solicita al Honorable Consejo Superior conceder audiencia con la finalidad de exponer el comportamiento de la ejecución presupuestaria. Para los efectos, se adjuntan las proyecciones salariales basadas en el gasto real en la partida de remuneraciones.”
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Ingresa al recinto de sesiones el máster Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana, para exponer ante este Consejo el informe remitido.
	Se acordó: Tener por rendido el informe remitido por la Dirección de Gestión Humana, sobre la ejecución presupuestaria a la fecha, en las subpartidas de remuneraciones. 
[bookmark: _Toc448417351]ARTÍCULO XXXV
Documento N° 5966-15, 4230-16
[bookmark: _Toc366755223][bookmark: _Toc448417358]	En sesión N° 1-16 celebrada el 05 de enero de 2016, artículo XXV, se tomó el acuerdo que dice:
“Mediante oficio 1119-DG-2015 del 10 de diciembre de 2015, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, informa lo siguiente:

[bookmark: _Toc438133559][bookmark: _Toc448417353][bookmark: _Toc427855384]“El suscrito, Walter Espinoza Espinoza, mayor, abogado, ubicable en la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en mi condición de Director General de este Organismo; dentro del término conferido, procedo a rendir el informe solicitado por esa Secretaria General, mediante el oficio Nº 13067-15, de fecha 25 de noviembre de 2015, en relación al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 103-15 celebrada el 24 de noviembre de 2015, Artículo XXXI, Documento 5966-15, 14306; en el que se acordó: “Acoger la propuesta anterior, en consecuencia: 1.) Tomar nota del informe rendido por la licenciada Indira Alfaro Castillo encargada del Programa Buenas Prácticas. 2.) Aprobar las recomendaciones y propuestas de mejoras indicadas, las que deberán ser implementadas por cada uno de los responsables en los tiempos designados.3.) Remitir este acuerdo a las Direcciones de Planificación, de Gestión Humana, General del Organismo de Investigación Judicial, a la Sección de Delitos Económicos, Departamento de Investigaciones Criminales, para lo que corresponda.”;de la siguiente manera:

HECHOS:

Esta Representación en cuanto a lo indicado en el acuerdo de marras sobre las recomendaciones de mejoras en la gestión de la Sección de Delitos Económicos de este Organismo emitidas por la Unidad de Control Interno; se procedió a solicitar un informe al Jefe del Departamento de Investigaciones Criminales, Lic. Geovanny Rodríguez Gómez, así como al Lic. Reynaldo Velásquez Carrillo, Jefe de la Sección de Delitos Económicos del Organismo, éste último remitió el Oficio No. 847-DEF-2015, indicando lo siguiente: 	

PRIMERO: “En respuesta al correo del 10 de diciembre de 2015, respecto del acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión No. 103-15, del 24 de noviembre de 2015, que refiere al resultado del taller de Buenas Prácticas de Propuestas de Mejora en la Gestión de nuestra Sección, se informa lo siguiente. 
[bookmark: _MailEndCompose]
SEGUNDO:En cuanto a la recomendación 1, se informa que la modificación de la Circular 14-96, está bastante avanzada y un borrador está en estudio por parte del Departamento de Investigaciones Criminales.

TERCERO: En cuanto a la recomendación 2 y 4, que le compete a la Dirección de Planificación, el señor Elías Muñoz de la sub dirección de ese Departamento, indicó que el acuerdo está en estudio.

CUARTO: En cuanto a la recomendación 3, el señor Juan Carlos Díaz Chaves, coordinador de la Unidad de Capacitación de la Escuela Judicial indicó que  en el Plan de Trabajo para el próximo año, nos tienen incluidos dentro de sus actividades académicas. Por otra parte, la señora Cheryl Bolaños Madrigal, de la Dirección de Gestión Humana, indicó que nos incluirán en las capacitaciones que se vayan a realizar en un futuro, eso lo coordinaremos entre jefaturas.” 

Esta Dirección General respetuosamente le hace saber a ese Honorable Consejo Superior que, en razón de que en cuanto a las recomendaciones y propuestas de mejoras en la Sección supra, estamos a  la espera de que se emitan los estudios que están realizando la Dirección de Planificación del Poder Judicial, así como el Departamento de Investigaciones Criminales; mismos que se encuentran en proceso y, que una vez que se cuente con éstos y avalados por ese Consejo Superior, poder de inmediato realizar los cambios necesarios en la Sección de Delitos Económicos de este Organismo, aplicando así las recomendaciones y propuestas indicadas por Control Interno. 

NOTIFICACIONES:

Para atender notificaciones señalo la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, ubicada en el quinto piso del edificio Plaza de la Justicia en esta ciudad, número telefónico 2295-3336, así como la dirección de correo electrónico oij_direccion@poder-judicial.go.cr

(…)”
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En sesión Nº 49-15 celebrada el 26 de mayo de 2015, artículo XIII, se autorizó la participación de un listado de servidores y servidoras, para que participaran en el “Taller: 

Propuestas de mejora en la Gestión de la Sección de Delitos Económicos del Organismo de Investigación Judicial”, que se llevó a cabo a partir de las 8:00 y hasta las 12:00 horas del 3 de junio de 2015, en la Sala Multiusos del Edificio de la Corte.

Posteriormente, en sesión Nº 89-15 del 6 de octubre de 2015, artículo LXII, se tomó nota del oficio Nº 108-UCI-2015 de la Unidad de Control Interno, en que se comunicó a este Consejo el detalle de las iniciativas de mejora, que fueron propuestas en el Taller: Propuestas de mejora en la Gestión de la Sección de Delitos Económicos del Organismo de Investigación Judicial”, dirigido a todo el personal de esa Sección.

[bookmark: _Toc435717203]Por último, en sesión Nº 103-15 del 24 de noviembre de 2015, artículo XXXI, se conoció el oficio Nº 127-UCI-2015 de fecha 16 de noviembre de 2015, de la Unidad de Control Interno, que contenía las recomendaciones respecto al cuadro de propuestas de mejora indicado en el oficio Nº 108-UCI-2015, las que deberían ser implementadas por cada uno de los responsables en los tiempos designados. Además se remitió este acuerdo a las Direcciones de Planificación, de Gestión Humana, General del Organismo de Investigación Judicial, a la Sección de Delitos Económicos, Departamento de Investigaciones Criminales, para lo que correspondía

Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y hacerla de conocimiento de la Dirección de Planificación y del Departamento de Investigaciones Criminales de ese Organismo, para que una vez que se cuenten con los nuevos estudios se realicen las observaciones que estimen pertinentes.”
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En relación con el acuerdo anterior, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 146-DG-2016 de 6 de abril de 2016, comunicó:
“(…); según lo solicitado por esa Secretaria General, mediante el oficio Nº 608-16, de fecha 20 de enero de 2016, relacionado al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial,  en sesión N° 1-16 celebrada el 5 de enero del año en curso, artículo XXV en el que acordó: “Tomar nota de la comunicación realizada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y hacerla de conocimiento de la Dirección de Planificación y del Departamento de Investigaciones Criminales de ese Organismo, para que una vez que se cuenten con los nuevos estudios se realicen las observaciones que estimen pertinentes.”

Esta Dirección General respetuosamente ante ese Consejo  y, en vista de las recomendaciones de mejoras dadas según los estudios realizados por Control Interno para la Sección de Delitos Económicos y Financieros de este Organismo, presentamos ante Ustedes la propuesta realizada por la Jefatura del Departamento de Investigaciones Criminales, en conjunto con el Jefe de la Sección de Delitos Económicos y Financieros ambas de este Organismo; la cual consiste en un Formulario para la “Solicitud de Estudios Económicos y Financieros” ante este Organismo, por parte de las autoridades judiciales, dentro de los procesos penales que se tramiten en esos despachos.  Por lo que, se adjunta el documento indicado para su conocimiento y la debida aprobación, si así lo considera este Consejo Superior.

Asimismo, con relación a lo indicado por Control Interno sobre la “Actualización de la Circular No. 14-96 emitida por el Consejo Superior”, la cual está dirigida a las Autoridades Judiciales que realizan las solicitudes de estudios económicos y financieros ante nuestro Organismo, directamente a la Sección de Delitos Económicos y Financieros;  ponemos ante su conocimiento la NUEVA PROPUESTA DE CIRCULAR, elaborada tanto por la Jefatura del Departamento de Investigaciones Criminales, el Jefe de la Sección de Delitos Económicos y Financieros de este Organismo, en conjunto con el Ministerio Público, propiamente con el visto bueno del Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda Subjefe de la Fiscalía General de la República; lo anterior para su debida aprobación. (Se adjunta circular).   

NOTIFICACIONES:

Para atender notificaciones señalo la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, ubicada en el quinto piso del edificio Plaza de la Justicia en esta ciudad, número telefónico 2295-3336, así como la dirección de correo electrónico oij_direccion@poder-judicial.go.cr.

(…)”
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[bookmark: _Toc448417354]
Seguidamente se transcribe el proyecto de circular, que literalmente dice:
CIRCULAR N°

DE:    CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. 

PARA: TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAIS  

ASUNTO: ACTUALIZACION DE LA CIRCULAR Nº 14-96, DEL CONSEJO  SUPERIOR REFERENTE A LA DOCUMENTACION QUE DEBE ADJUNTARSE PARA LOS ESTUDIOS QUE REALIZA PARA SECCIÓN DE DELITOS ECONOMICOS  Y FINANCIEROS. 

FECHA:	XX XXXXXX
______________________________________________________
[bookmark: _Toc498143048]
Con la finalidad de agilizar, mejorar y estandarizar el trámite de los estudios especiales que se solicitan a la  Sección de Delitos Económicos y Financieros del Organismo de Investigación Judicial, cuando se requieran de estudios contables, deberá considerarse lo siguiente:

A partir de la fecha de emisión de esta Circular, para realizar una solicitud de un estudio contable ante la citada sección, se deberá utilizar el formulario que se adjunta como Anexo, el cual estará disponible en la Intranet, apartado Formularios (http://intranet/index.php/formularios-generales).

Las solicitudes podrán ser remitidas a la Sección de Delitos Económicos y Financieros a través de los siguientes medios: correos electrónicos: oij_efinan@poder-judicial.go.cr (Secretaria Sección Económicos Financieros); y al facsímil 2295-3396, o de manera personal en la Sección.  

En dicho formulario se debe detallar: el tipo de solicitud, resaltar si es caso especial, de Adulto Mayor o cualquier otra población en condición de vulnerabilidad, el número único, la fecha de la solicitud, el despacho solicitante, tipo de delito, el nombre de la persona ofendida (números telefónicos y correo electrónico) y de la persona imputada; en el caso que la persona acusada no estuviera identificada se deberá consignar “Ignorado”; además se debe  hacer un resumen general de los hechos, el objetivo del estudio y una descripción de las evidencias que respaldan lo denunciado. 

Todas las solicitudes remitidas a la Sección de Delitos Económicos y Financieros deben estar debidamente firmadas y con el respectivo sello del despacho solicitante (puede utilizar firma digital, cuando no se anexen evidencias).  

Las solicitudes que no cuenten con la información anteriormente indicada serán devueltas con el fin de que remitan la información completa. La autoridad solicitante deberá realizar las solicitudes de estudio en el momento oportuno de acuerdo a los avances de la investigación, evitando que se hagan solicitudes de casos que se encuentran con atrasos significantes o que se encuentran inactivos del todo. 

Las solicitudes deben considerar lo siguiente:

1- Solicitud del estudio en físico o en digital, mediante el formulario previamente establecido.

2-Información clara en la denuncia de la empresa ofendida o contacto: dirección, teléfono(s), correo electrónico. 

3- Fotocopia o respaldo digital de la denuncia, del expediente y de las pruebas aportadas (evidencias), si se tienen los recursos necesarios. Es importante que la parte ofendida aporte al expediente lo siguiente, cuando el caso así lo requiera:

Constancia de relación laboral, primera y última planillas de empleados reportadas a la Caja Costarricense del Seguro Social, en la que aparezca  la persona imputada como parte del personal que trabaja en la compañía. 

Liquidación laboral de la persona imputada, al momento de su salida de la compañía. Específicamente: la acción de personal, cálculos de la liquidación y comprobante del cheque o la transferencia realizada. En caso de haber aplicado esa liquidación al perjuicio económico atribuido a la persona denunciada, brindar la información respectiva, incluidos los registros contables efectuados. 

Certificación de los Manuales de procedimientos, o en su defecto una descripción específica del procedimiento establecido por la compañía para el proceso donde se originó el delito y durante el período en que se circunscriben los hechos descritos en la denuncia.

Constancia de la relación laboral que mantuvo la imputada o imputado con la empresa ofendida, en la que se especifique el cargo desempeñado, el período laborado y las funciones y responsabilidades que debía observar, de conformidad con el manual de puestos de la compañía; lo anterior, durante el período en que ocurrieron los hechos denunciados.

4- La parte ofendida deberá aportar los estudios económicos realizados por profesionales en cualquier campo: Finanzas, Economía, Contadores Privados o Contadores Públicos Autorizados; que respalden mediante hechos concretos y documentados el perjuicio económico sufrido.  La Fiscalía deberá valorar la capacidad económica de la parte ofendida para aportar el estudio. 

Por tratarse de estudios especiales de auditoría, es conveniente que en la medida de lo posible se concrete lo que la Sección de Delitos Económicos y Financieros debe efectuar o verificar, en cuanto al tema y el objeto del estudio. Se “fijarán con precisión los temas de la peritación y deberán acordar con los peritos designados el plazo dentro del cual presentarán los dictámenes.” (Art.215 CPP).

Para todos los estudios solicitados a la Sección de Delitos Económicos y Financieros es imprescindible se aporte la evidencia suficiente y pertinente, ya que es de importancia para la emisión del dictamen respectivo.  
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Anexo
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[bookmark: _Toc366755224][bookmark: _Toc448417361]Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación del licenciado Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, hacer este acuerdo de conocimiento del Ministerio Público, para que en conjunto con la Dirección de Planificación, revise la propuesta de circular presentada por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y formulen observaciones si las estiman pertinentes.
[bookmark: _Toc448417362]ARTÍCULO XXXVI
Documento 13901-14, 4149-16
[bookmark: _Toc448417364]En sesión Nº 24-16 celebrada el 10 de marzo de 2016, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 38-15 celebrada el 23 de abril de 2015, artículo XXXIX, se conoció el oficio N° SACJ-777-15 del 20 de abril de 2015 suscrito por el licenciado Rodolfo Castañeda Vargas, en calidad de Jefe interino de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, sobre el rendimiento de la licenciada Priscilla González Seravalli, Jueza Supernumeraria  adscrita a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela. En esa oportunidad se dispuso tomar nota del informe anterior y hacerlo del conocimiento de la licenciada Priscilla González Seravalli, asimismo, se mostró la preocupación de la mayoría de este Consejo por las actitudes negativas que se reflejan por parte de la servidora evaluada, sin embargo, se estimó que era posible un cambio positivo, por lo que se acogió la recomendación que se realizó en el informe sobre la participación de la licenciada González Seravalli en capacitaciones de comunicación efectiva, inteligencia emocional y trabajo en equipo. 
 
Posteriormente, en sesión Nº 52-15 del 4 de junio de 2015, artículo XLIX, se comunicó a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, que debía realizarse un seguimiento en el plazo de 6 meses con informes bimensuales por parte de esa Sección y de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela; de la labor de la licenciada Priscilla González Seravalli.
 
La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio Nº SACJ-0238-16 del 24 de febrero de 2016, informa:
 
“En cumplimiento de lo acordado en  sesión del Consejo Superior Nº 52-15 celebrada el 4 de junio de 2015, Artículo XLIX, que textualmente indica:
 
“Se acordó: Comunicar a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, que debe realizarse un seguimiento en el plazo de 6 meses con informes bimensuales por parte de esa Sección y de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela; de la labor de la licenciada Priscilla González Seravalli, Jueza Supernumeraria adscrita al Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela.”
 
Se procede a informar lo siguiente:
 
El seguimiento correspondiente a la labor de la Licenciada Priscilla González Seravalli, Jueza Supernumeraria adscrita a la Administración Regional de Alajuela,  se realizó por parte del Área de Trabajo Social de la Sección Administrativa de Carrera Judicial, mediante la visita al Circuito y entrevistas a personal judicial, Jueces y Juezas y personal administrativo que labora con la Licenciada González así como, consultas vía telefónica a despachos donde ha permanecido cortos períodos de tiempo.  La información se obtuvo a partir de una reunión con la Administradora del Circuito, quien da el reporte de los despachos en los cuales, como Jueza Supernumeraria ha brindado colaboración. Se tomaron en cuenta los siguientes despachos:
 
Juzgado de Ejecución de la Pena.
Juzgado de Pensiones Alimentarias Oral- Electrónico.
Juzgado Contravencional del I Circuito Judicial de Alajuela.
 
Se consideran para el seguimiento las áreas de mejora referidas en el informe aportado para el período de prueba de la Licenciada, en dicho informe se consignó mediante oficio N° SACJ-777-15 de 20 de abril de 2015:
 
·           Debido a situaciones de incapacidad y permisos la Licenciada ha permanecido períodos cortos de tiempo asignada en los diferentes despachos. 
 
·           Cuando ha realizado sustituciones ha tenido dificultades para la adaptación a los procesos de trabajo como por ejemplo, el manejo de los sistemas de información, trámite de algunos procesos y las diferentes materias que debe asumir. Además, es necesario explicarle el uso de los sistemas y requerimientos para aprobar y firmar procesos, de manera reiterativa, lo cual afecta el rendimiento en el período laboral. 
 
· Personas consultadas reconocen que cuando la Licenciada González se encuentra asignada en los despachos se han registrado algunos atrasos lo anterior por: asignación de permisos y  dominio de la materia.
 
·Se consideran como competencias sujetas de mejora mediante capacitación u otro medio la comunicación efectiva, inteligencia emocional y trabajo en equipo. Esto por cuanto durante el período de prueba la Licenciada enfrentó un conflicto con el Consejo de Administración donde no se percibieron habilidades para comunicar sus ideas, dominar sus emociones e integrarse a los diferentes equipos de trabajo.” 
 
A partir de los hallazgos contenidos en el informe de Período de Prueba se construye una guía de entrevista que incorpora elementos relacionados con las áreas que se identificaron como debilidades. Como conclusiones a partir de la investigación sociolaboral se determinan:
 
·  La Licenciada se incorporó a su trabajo posterior a un período de incapacidad el día 04 de enero del presente año. Refieren en la Administración Regional que no se han registrado conflictos ni se han recibido quejas de despachos sobre su desempeño.
 
·  En el Juzgado de Ejecución de la Pena destacan el aporte positivo que ha realizado, se reconoce la mejoría en su ejercicio profesional así como, el interés mostrado en mejorar el dominio de la materia y el trámite que requiere. Se observan en ella actitudes positivas, es responsable con las asignaciones y aporta al Juzgado. 
 
· En los Juzgados de Pensiones Alimentarias y Contravencional, refieren las fuentes consultadas que la Licenciada González cumplió con el trabajo asignado, no se reportaron conflictos ni dificultades, se integró de manera positiva a los equipos de trabajo y mostró actitud positiva.
 
·  Como elemento a fortalecer se cita la capacitación en el manejo de sistemas de información, la cual podría ser gestionada mediante la Administración Regional de Alajuela.”

-          0 –
 
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial.2.)La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela brindará capacitación a la licenciada Priscilla González Seravalli, sobre el manejo de sistemas de información. 3.)Deberá la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y la Administración de ese Circuito realizar un nuevo seguimiento en el plazo de 6 meses a la licenciada González Seravalli e informar a este Consejo.”
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La licenciada Priscilla González Seravalli, Jueza Supernumeraria  adscrita al Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela, mediante correo electrónico del 7 de abril de 2016, manifestó lo siguiente:
“Por este medio, les saludo muy cordialmente, y a la vez,  les solicito muy respetuosamente,  una aclaración sobre  cuál es el motivo, el fin y el contenido del acto administrativo que generó un nuevo seguimiento dentro del plazo de 6 meses,  toda vez que a la suscrita no le queda muy claro si se trata de una nueva ampliación del periodo de prueba.”
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	Se acordó: Aclarar a la licenciada Priscilla González Seravalli que debe cumplirse con lo dispuesto en sesión Nº 24-16 celebrada el 10 de marzo de 2016, artículo XXIX, de conformidad con las competencias legales establecidas para este órgano, señaladas entre otros en los siguientes artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 67, 81, 177, y en concreto el 179 párrafo final que señala: “Además de los referidos informes, el Consejo podrá ordenar que se rindan otros, cuando así lo estime necesario”. Por ello el Consejo Superior tiene la facultad de solicitar a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial que en coordinación con la Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela realicen los seguimientos necesarios y se informe lo que corresponda para asegurar el cumplimiento de las recomendaciones que en la evaluación del desempeño de las personas administradoras de justicia se hayan establecido y asegurar una adecuada prestación del  servicio público; sin que ello esté limitado únicamente al período de prueba. 
ARTÍCULO XXXVII
Documento N° 4156-16
[bookmark: _Toc448417366]La máster Lidia María Morales Díaz, Jueza del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santo Domingo de Heredia, en nota de 6 de abril de 2016, comunicó:
“…deseo hacer de conocimiento diversas situaciones que se han presentado y se siguen presentando en la atención del usuario Francisco Mena Chaves, que nos preocupa inmensamente: En este despacho se tramita proceso de Pensión Alimentaria el cual se encuentra desde vieja data en etapa de ejecución de sentencia del Proceso de Restitución de Pensión Alimentaria, tiempo en el cual los empleados judiciales de este despacho han recibido amenazas, presión, irrespeto y ofensas por parte del usuario Francisco Mena Chaves, pues la actuación de don Francisco durante la tramitación de este proceso, ha sido ofender a las diversas personas juzgadoras que han resuelto dentro del expediente, por medio de sus escritos. Existiendo diversas resoluciones donde se le pide al usuario dirigirse con respeto a la autoridad judicial. 

De igual manera el actuar de don Francisco ha sido presentar innumerables quejas y demandas a nivel de Inspección Judicial, Secretaría General de la Corte, Ministerio Público, entre otros, contra el personal de este juzgado. Incluso ha llegado a faltarle el respeto a otras personas usuarias que se encuentran en el despacho y están siendo atendidas, pues valiéndose de su condición de adulto mayor les ha exteriorizado: "Quítese de esa silla que soy adulto mayor y me tienen que atender ya"

El hecho más reciente y que originó que la suscrita jueza decidiera dirigirme hacia ustedes sucedió el viernes primero de abril del presente año, cuando el señor José Francisco Mena Chaves, se presenta al Despacho indicando que desea sacar copias a un proceso de tercería de Dominio, donde él NO figura como parte, sino su hijo e hija. Al indicársele que no puede tener acceso a esta incidencia, y mucho menos poder fotocopiarla, se molesta y exige las copias pues aunque él no es parte dentro del asunto tiene un interés, pues es usufructuario de la propiedad. Con tono amenazante, manifiesta que va a llamar a la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, ya que él puede hablar con doña Zarela. En ese momento, a través de su teléfono celular se comunica con un funcionario judicial a quien le pide que le envíe la circular que indica que él tiene derecho a que se le facilite el expediente. Le pide a la coordinadora judicial de nuestro despacho no sólo que le brinde la dirección electrónica de este Juzgado, sino que agarre su teléfono celular pues le van a decir cuál es la circular donde se establece el acceso a los expedientes. Ante la negativa de la coordinadora, le pasa el celular a otra compañera, quien lo toma por la presión y exigencia del usuario. No bastando esto, y en virtud de que la Coordinadora Judicial le indica que pronto lo va a atender, pues se encuentra atendiendo a una persona con capacidad auditiva reducida, el señor Mena Chaves se levanta molesto, termina la llamada e indica nuevamente en tono amenazante, que se dirige a la Inspección Judicial a interponer la queja correspondiente. 

Como jueza de este despacho en aplicación de la Ley de control interno, acudo a ustedes miembros y miembras del Consejo Superior y Trasladar el Riesgo de la Atención de este usuario a su dependencia, pues como lo he expuesto su conducta se ha caracterizado por dirigirse de manera ofensiva, irrespetuosa y amenazante hacia el personal judicial de este juzgado.”
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	Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la máster Lidia María Morales Díaz, Jueza del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Santo Domingo de Heredia y trasladarla a conocimiento de la Contraloría de Servicios para que valore reunirse con el señor Francisco Mena Chaves y se busque una mejor actitud de don Francisco en sus visitas a los despachos judiciales  e informarle sobre los trámites, disposiciones y requisitos que deben de cumplir las y los usuarios al momento de realizar alguna diligencia; disposiciones que ya han sido establecidas para los casos que expone la máster Morales Díaz y con ello poder brindarle un mejor servicio por parte de este Poder de la República.
ARTÍCULO XXXVIII

Documento N° 4181-16

	Mediante Circular N° 137-2015, publicada en el boletín judicial N° 200 del 15 de octubre de 2015, se comunicó a los jefes de los Despachos Judiciales del País la reiteración de la circular N° 85-98 sobre la “Prohibición legal de nombrar parientes en una misma dependencia, que literalmente dice: 
         “Que el Consejo Superior en sesión N° 78-98 celebrada el 6 de octubre de 1998, artículo XLVI, acordó reiterarles que de conformidad con lo que establece el artículo 18 bis del Estatuto de Servicio Judicial, Ley N° 5155 de 10 de enero de 1973 y sus reformas, en una misma dependencia no podrán prestar servicio las personas que sean cónyuges, ni estar ligados por parentesco de consanguinidad o afinidad, en línea directa o colateral, hasta el tercer grado inclusive, con los jefes y demás servidores del respectivo tribunal u oficina. Si esa situación llegare a presentarse por motivo de matrimonio o por alguno otro, se trasladará a otra dependencia a quien corresponda, sin demérito del cargo que ocupa.”

- 0 -
El licenciado Juan Carlos Pérez Murillo, Juez Coordinador del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico del 7 de abril del 2016, remitió la siguiente consulta:
“Reciban un atento saludo, el suscrito, en mi condición de Juez Coordinador del Tribunal Penal y Flagrancia del Primer Circuito Judicial de San José, me dirijo en consulta, respecto de la forma en que se debe resolver el caso de la funcionaria Sharon Córdoba Ortíz, de cara al contenido de la Circular 85-1998, fue fuera reiterada por la número 137-2015; por las razones que de seguido me permito exponer:

Conforme a la referida circular: “…en una misma dependencia no podrán prestar servicio las personas que sean cónyuges, ni estar ligados por parentesco de consanguinidad o afinidad, en línea directa o colateral, hasta el tercer grado inclusive, con los jefes y demás servidores del respectivo tribunal u oficina. Si esa situación llegare a presentarse por motivo de matrimonio o por alguno otro, se trasladará a otra dependencia a quien corresponda, sin demérito del cargo que ocupa.”

La señora Córdoba Ortíz, inició nombramientos, como técnica judicial 3, en el Tribunal Penal de San José, -según consulta en el sistema de nombramientos-, en fecha 12 de Setiembre del año 2013, fecha a partir de la cual sustituyó a distintos funcionarios(as); siendo que a la fecha ocupa la plaza número 107446 que pertenece en propiedad a la joven Grace Marín Solís, compañera que desde hace más de un año realiza, de manera continua, un nombramiento en el Ministerio Público y la expectativa de su regreso a laborar al Tribunal Penal es realmente escaso.

Por otra parte, la Licda. Karen Valverde Chaves inició nombramientos interinos en el Tribunal Penal de San José, como Jueza de Juicio, en fecha 17 de Enero del año 2011, siendo que con posterioridad, por sus méritos, fue nombrada en propiedad y es hoy integrante del grupo de trabajo de este Tribunal número 5.

Con posterioridad al inicio de labores de ambas funcionarias, propiamente, en fecha 05 de Julio del año 2014, la funcionaria Sharon Córdoba Ortíz, contrajo matrimonio con Johann Manuel Valverde Chaves, hermano de la Jueza Karen Valverde, lo que hace que éstas posean un parentesco por afinidad.

Ahora bien, es de interés hacer de conocimiento del distinguido Consejo Superior, que internamente el Tribunal Penal de San José, se divide en tres secciones o grupos de trabajo, (A, B, y C), cada uno de ellos dirigidos por un Juez de Trámite diferente, y por esa razón que la señora Córdoba Ortíz, no trabaja de manera directa con la Jueza Valverde Chaves, pues esta última se relaciona con la sección B, en tanto que la señora Sharon labora para la sección C, por lo que no existe ningún grado directo de jerarquía, con lo que tan sólo podría afirmarse objetivamente que ambas funcionarias son parte de un mismo despacho judicial, donde dicho sea de paso han mostrado un buen desempeño.

Ahora bien, dado que no existe una relación de jerarquía, sino tan solo que se coincide con la circunstancia que ambas son funcionarias del mismo Tribunal, me surge la duda, -razón de mi consulta-, si la circular dicha resulta aplicable al caso concreto; y de ser así cómo se deberá procederse dado que la señora Sharon Córdoba Ortíz no ocupa un puesto en propiedad, sino un nombramiento interino, cuya expectativa de permanencia en el puesto podría ser incluso por años, -por aplicación de la continuidad, por cuanto no se puede sustituir a un interino por otro-”
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Se acordó: Comunicar al licenciado Juan Carlos Pérez Murillo, Juez Coordinador del Tribunal Penal de San José; que en tanto las servidoras Córdoba Ortiz y Valverde Chaves, se mantengan laborando en diferentes secciones dentro del citado Tribunal, sin que exista una relación de jerarquía de una sobre la otra,  que su ubicación física no sea en el mismo recinto y no tengan relación directa en el ejercicio de sus funciones, es posible mantener el nombramiento interino de doña Sharon; es importante indicar que si las citadas servidoras llegasen a desempeñarse en una misma sección operaría la causal que ha sido comunicada por este Consejo mediante circular N° 137-2015, publicada en el boletín judicial N° 200 del 15 de octubre de 2015.
[bookmark: _Toc448417368]ARTÍCULO XXXIX
Documento N° 8382-14, 4193-16

	La licenciada Mónica Vásquez Valverde, Jueza del Juzgado de Tránsito de Heredia, mediante nota remitida en correo electrónico del 8 de abril del 2016, manifestó lo siguiente: 
	“Para un correcto entendimiento de mi gestión, y tal y como en una oportunidad lo plantee ante el Consejo de la Judicatura, con ocasión de una solicitud de traslado de plaza, que no fue aprobada; en un primer orden informo:

	Mi  plaza como juez 1 propietaria, radica en el Juzgado de Tránsito de Heredia. Desde hace cuatro años aproximadamente, y  en razón de marcadas diferencias de diversa índole, con la señora coordinadora de ese despacho, sobrevinieron diversas acciones contra mi persona, como la que motiva esta gestión. Si bien, como medida de paleo, y como un mecanismo de defensa, varias veces he optado por  nombramientos interinos, algunos  prolongados en otras oficinas, en enero del 2015, no tuve más opciones y no quedó más remedio que regresar al despacho de tránsito, donde reitero,  se ubica mi plaza en propiedad.

	Laboré de enero a octubre del 2015 en la oficina de Tránsito de Heredia,  y a partir de noviembre de ese mismo año, fui nombrada interinamente en el Juzgado Civil Menor Cuantía de Heredia;  no obstante, el período  de labor de enero a octubre en el Juzgado de Transito de Heredia, fue aprovechado para nuevamente interponer en octubre del 2015, una causa ante la Inspección Judicial en mi contra, donde se me da traslado de cargos por supuesto  "acoso laboral" en la que intervienen como denunciantes la señora coordinadora y varios técnicos del despacho.

	Esta denuncia, en particular, sin menospreciar las efecciones (sic) de las anteriores, ha generado  transtornos (sic) a mi persona en absolutamente todos los ámbitos de mi vida,  anímico, familiar, laboral, de salud física y mental, además de las incomodidades que generan las apreciaciones personales y comentarios de ajenos o terceros, que se hacen acerca de esta situación, ya que una vez más, no solo es la interposición de una denuncia ante la Inspección Judicial, sino el daño colateral, que al final es el verdadero objetivo, de dañar mi honorabilidad como persona y como funcionaria en aras de satisfacer intereses personales.

	Por consiguiente, he intentado en este año, participar en otros concursos  de plazas vacantes e interinas, para optar por un nuevo puesto, recuperar un poco mi tranquilidad y  lograr la estabilidad laboral que necesito, ya que soy jueza propietaria en  un juzgado en el que no puedo ejercer  mis funciones, y me veo perjudicada en todo sentido por esta situación, debiendo optar  por nombramientos interinos que si bien agradezco profundamente,  en los que he sido tomada en cuenta, que han sido de gran ayuda en mi situación, reitero, me mantienen en una injusta inestabilidad, de ahí que mi participación en concursos ha sido constante,  no obstante y pese a lograr integrar las ternas no  he logrado ser nombrada en propiedad, para de una vez poder salir de esa oficina.

	Vale comentar, que en su momento aproveché la existencia de una plaza vacante en el Juzgado de Pensiones de Heredia, y solicité al Consejo de la Judicatura un traslado de plaza que no fue recomendado, entre otras gestiones; lo hice  con el fin, de evitar de antemano caer en la situación  en la que me encuentro ahora, pues la animoadversión en la oficina de tránsito contra mi persona era evidente y perceptible, al igual que era previsible, que en la primera oportunidad que se tuviera, se iban a realizar acciones en mi contra, y queriéndome anticipar a ello, como principal interesada, intenté salir de la oficina bajo la modalidad del traslado, pero mis motivaciones no encontraron eco ante las autoridades competentes para tal decisión (sic), por lo que una vez más opté por salir mediante nombramientos interinos, y lo logré. Sin embargo,  ante la finalización de este nombramiento interino último, y por no tener más opción en mis manos, es que me veo ante la imperiosa necesidad de acudir al Consejo, con esta gestión. 

	En la actualidad enfrento el proceso disciplinario  número 15-001564-0031-IJ, dentro del que solicité una valoración médica psicológica y psiquiátrica, la cual se ha ejecutado en parte, ya que la profesional de medicatura forense,  no  ha podido emitir todavía el dictamen final correspondiente, toda vez que para ello requiere la epicrisis de la doctora especialista del Hospital San Vicente de Paul de Heredia y la de señora psicóloga del circuito judicial de Heredia, que se encuentra incapacitada, siendo ésta última la profesional que me ha atendido durante todo este tiempo, y desde el año 2013, por ende, conoce a plenitud la situación que he vivido; de ahí que sea de vital importancia para la emisión del dictamen de medicatura forense,  la epicrisis  ACTUAL  de la psicóloga del Circuito de Heredia. 

	Lo anterior, se participa, en respaldo de los alcances que toda esta situación ha tenido, y para fundamentar ante su autoridad la seriedad de mis comentarios. Ante tal imposibilidad, solo me es posible adjuntar el documento que para junio del 2015,  había emitido la psicóloga del Circuito Judicial de Heredia, que también refleja mi situación.

	Asimismo, dentro de la causa disciplinaria en mención,  se solicitó por los quejosos, que mi persona fuera trasladada del despacho, de lo cual no se pronunció el Órgano Instructor de la Inspección Judicial, y desconozco las razones, orillándome a las acciones a mi alcance para salir del despacho, como el último nombramiento interino que tuve, cuya finalización me obliga, por no tener más recursos, ni opciones, a promover este planteamiento al honorable Consejo Superior.

	Por todo lo anterior, y en aras de no afectar todavía más mi estado de salud físico, mental, anímico, por tener que regresar a laborar al Juzgado de Tránsito de Heredia, oficina en la que existe un proceso en el que, son muchos los que se consideran víctimas u ofendidos; lugar en el que, por razones de salud ocupacional, lógica y el más común de los sentidos, no debo y no puedo seguir laborando; decisión  que no está en mis manos como funcionaria subordinada, en este caso, es por lo que acudo ante el Consejo Superior, para que conforme a su facultades como cúpula de esta Institución, valore lo correspondiente, para que se instruya  mi reubicación razonable y prudente, de forma temporal en otra oficina que mantenga mi estatus quo, entre tanto la ubicación pueda lograrse de forma definitiva.

Con lo expuesto, para nada consiento, y mucho menos acepto, ni  justifico, las arbitrarias acciones tomadas contra mi persona, las cuales  en el escenario que el derecho contempla, serán ventiladas en su oportunidad. 

PETITORIA

1. Se ordene a partir del doce de abril del dos mil dieciséis, fecha en la que finaliza mi nombramiento interino, la reubicación solicitada.

2. Que, para la reubicación planteada, se considere que resido en Mercedes Norte de Heredia, y que para prevenir una mayor afectación, se me respete el estatus quo, sea, que la plaza en la que me puedan reubicar, contemple las mismas condiciones laborales en las que me he desempeñado; incluso, estoy en la disposición de dar apoyo si es necesario, a la judicatura bajo el control de la Unidad Administrativa del Circuito Judicial de Heredia  y sus alrededores, con la salvedad del despacho en el que pretendo salir.

PRUEBA.

Para fundamentar mi solicitud, adjunto los siguientes documentos:

1.  Oficio  N. 53-SSH-2015 de fecha 30/07/2015,  emitida por Dra. Ana Lorena  Navarro Gullock, psicóloga del Departamento de Salud del Poder Judicial, Heredia.

2. Epicrisis emitida por el Área de Salud Heredia Cubujuquí, con relación a mi estado de salud, causa, medicamentos e incapacidades.

3. Epicrisis del médico privado Dr. Esteban Coto, con relación a mi estado de salud, causa, medicamentos e incapacidades.

4. Epicrisis del CAIS de Siquirres, con relación a mi estado de salud, causa, medicamentos e incapacidades.

5. Solicito se  pida  a la Inspección Judicial la información correspondiente y necesaria para resolver esta petición, dentro del proceso número 15-001564-0031-IJ.

OTROS.

1. Solicito si se tiene a bien, una reunión con los miembros del Consejo Superior,  a efecto de exponer plenamente mi situación.

2. Siendo que las actas del Consejo Superior son de acceso público, en razón de la situación expuesta, Y DEVENIR DE UN  CASO EN INVESTIGACIÓN, SOLICITO SE RESGUARDE LA PRIVACIDAD DE LAS MANIFESTACIONES Y DOCUMENTOS INCORPORADOS.

NOTIFICACIONES:

mvasquezv@poder-judicial.go.cr
mavv13jp20@gmail.com

(…)”
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	En sesión N° 95-14 celebrada el 30 de octubre de 2014, artículo XIX, se acogió el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura, por lo que se denegó la solicitud de traslado de las licenciadas Mónica Vásquez Valverde, Cinthia Sáenz Valerio y Elizabeth Picado Arguedas.
	Posteriormente, en sesión N° 62-15 del 7 de julio del 2015, artículo XXII, nuevamente se acogió el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura y con base en las razones que allí indicaron, se denegó la solicitud de permuta planteada por las juezas Mónica Vásquez Valverde y Patricia Chavarría Barquero. Asimismo, se comunicó dicho acuerdo al Consejo de la Judicatura, por tratarse del órgano competente para que hiciera el estudio respectivo y recomendara lo que correspondiera, sobre la solicitud de traslado gestionada por la licenciada Vásquez Valverde.
	Después, en sesión N° 70-15 del 4 de agosto del 2015, artículo XXVI, se acogió la recomendación del Consejo de la Judicatura, denegando la solicitud de traslado realizada por la licenciada Mónica Vásquez Valverde, a la plaza vacante 83913 de Juez 1 en el Juzgado Contravencional de Heredia, por las razones que se expusieron.
	Finalmente, en sesión N° 91-15 del 13 de octubre de 2015, artículo XLV,-entre otros-, se nombró en la plaza interina Nº 34408 de Juez 1 en el Juzgado de Cobro, Civil y Menor Cuantía Heredia, a partir del 1 de noviembre de 2015 y hasta el 4 de marzo del 2016 a la licenciada Mónica Vásquez Valverde.
	Se acordó:1) Trasladar a la licenciada Mónica Vásquez Valverde, Jueza de Tránsito de Heredia, con goce de salario y sustitución, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, por el plazo de un mes a partir del 27 de abril del 2016. 2) Solicitar al Tribunal de la Inspección Judicial que valore si es necesario aplicar alguna medida cautelar en razón de lo expuesto por doña Mónica. 
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y el Juzgado de Tránsito de Heredia tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc448417370]ARTÍCULO XL
Documento N° 9892-12, 4228-16

[bookmark: _Toc448417372]	El señor Jorge Cartín Elizondo, Secretario de Actas y Correspondencia del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial SITRAJUD, mediante oficio N° 0010-Sitrajud-2016, manifestó lo siguiente:
	“Reciban de nuestra organización un cordial saludo. El motivo de la presente es hacer de su conocimiento la situación de nuestro afiliado el Sr. Gerardo Enrique Araya Rojas quién solicita nuestra ayuda para resolver su situación.

	El Sr. Araya Rojas ha venido desde hace algunos años sufriendo afectaciones importantes en su salud que repercutieron en el traslado de su plaza de la Sección de Química Analítica a la Sección de Documentos Dudosos del Departamento de Ciencias Forenses, según consta en actas del Consejo Superior Nº 30-2015-ARTÍCULO XLVI y N° 037-2015-ARTÍCULO XXIX.

La mejoría en la salud de nuestro afiliado según el mismo nos manifiesta ha mejorado a tal grado que los eventos de afectación de salud pasan de ser diarios a eventos ocasionales por semana, sin embargo las labores que realiza en su nuevo lugar de trabajo le han generado una serie de dificultades que se describen a continuación: 

Fuertes dolores a nivel ocular debido a las labores diarias frente a un monitor de computadora. Situación que se agudiza por el tamaño de letra con que funciona el Sistema Automatizado del Departamento de Ciencias Forenses (SADCF) y a la necesidad ineludible del puesto de leer documentos constantemente para la redacción de Actas de Apertura.

Agotamiento físico y mental por el esfuerzo constante de tratar de ajustar la visión a las tareas propias del puesto, y por la necesidad de escribir viendo el teclado y luego ubicar lo escrito en el monitor con el fin de disminuir el dolor en los ojos.

Aparición de errores involuntarios en las Actas de Apertura debidos a situaciones como: dolor de cabeza, dolor de ojos, visión borrosa (todo lo anterior induce una inevitable pérdida de concentración).

El Sistema Automatizado del Departamento de Ciencias Forenses (SADCF) es una poderosa herramienta para nuestro trabajo, pero no está diseñado para una fácil resolución de errores ni tampoco para personas con dificultades visuales, fue diseñado con un tamaño de letra pequeño y que no es ajustable. Por otra parte la corrección de errores es canalizada por un facilitador de la Sección de Documentos Dudosos, situación que definitivamente me hace sentir muy mal y avergonzado al depender de un tercero para solucionar los problemas.

Los inconvenientes indicados han conducido al deterioro físico y mental de nuestro afiliado lo que le hace sentir avergonzado, revictimizado y molesto.

Por tales motivos de la manera más respetuosa, solicitamos lo siguiente:

Realizar una evaluación del proceso de re adecuación (circular 10945-15 de la Secretaría General de Corte) con la finalidad de que la jornada laboral de nuestro afiliado sea reducida a medio tiempo.

Se ordene un estudio con la finalidad de que nuestro afiliado sea evaluado a nivel médico y de manera objetiva determinar el grado de discapacidad que presenta y de cumplir con los requisitos establecidos se otorgue la respectiva pensión por discapacidad.”
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	En sesión N° 30-15 celebrada en 7 de abril del 2015, artículo XLVI, se acogió el acuerdo del Consejo de Personal, en consecuencia, se autorizó el traslado definitivo de la plaza Nº 43447 de “Técnico Especializado 6”, que ocupaba en propiedad el servidor Gerardo Araya Rojas de la Sección de Química Analítica a la Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos, en ese momento se logró determinar mediante el estudio técnico correspondiente, que ahí era donde tenía menor grado de exposición a productos químicos y valorando además la necesidad de solventar la problemática que se describía en ese momento, asimismo, debían las Secciones de Salud Ocupacional y Análisis de Puestos del Departamento de Personal, valorar las condiciones del puesto de trabajo y las funciones que se le establecieron al señor Araya Rojas en la Sección de Escritura y Documentos Dudosos a la luz de las recomendaciones emitidas por los diferentes especialistas.
	La Dirección de Planificación, para el período presupuestario 2016, efectuaría un estudio con el fin de determinar la necesidad de crear una plaza nueva en la Sección de Química Analítica, en razón de lo resuelto.
	Posteriormente, en sesión Nº 37-15 celebrada el 22 de abril de 2015, artículo XXIX, (Presupuesto 2016), se informó al máster Mauricio Chacón Hernández, Jefe del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses que no era posible crear plazas nuevas para el 2016, conforme lo dispuesto por Corte Plena en sesión 11-15, celebrada el 16 de marzo de 2015, artículo XXII. En virtud de lo anterior, debía revisar las cargas de trabajo de los Técnicos Especializados 6 del Departamento a su cargo, con el fin de que valorara la pertinencia de efectuar traslados para cubrir las necesidades de la Sección de Química Analítica.
	Finalmente, en sesión N° 83-15 del 17 de setiembre de 2015, artículo CIII, se tuvo por recibido en oficio N° SAP-177-2015 remitido por la Dirección de Gestión Humana, sobre el caso del servidor Gerardo Enrique Araya Rojas, en lo que interesa, se acogieron las siguientes recomendaciones que literalmente dicen:
“Análisis de Puestos 

Mantener al Señor Gerardo Araya Rojas en la plaza Nº 434447 adscrita a la Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos. 

Se recomienda a la Licda. Tatiana Coto Quintana, Jefa de la Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos mantener al Señor Araya Rojas en el puesto que ocupa actualmente, considerando las recomendaciones indicadas en la Carta Patrono CP-2401-2014 del 10 de noviembre del 2014 emitida por el Instituto Nacional de Seguros.

Cuando exista solicitud de permisos para atención médica, valorativa o terapéutica debidamente comprobados, la Jefatura conceda el permiso, tomando las previsiones pertinentes para mantener el buen servicio público.

Salud Ocupacional 

Continuar en el puesto actual pues no hay exposición a sustancias químicas.

Incrementar los niveles de iluminación en el puesto de trabajo.

Brindar dos monitores de 32” (el tamaño lo indicó la doctora el día de la visita en el puesto de trabajo), esto debido a que la letras del sistema informático no se pueden cambiar. 

Evitar las sombras en el puesto de trabajo, para esto las luminarias deben estar en la medida de lo posible debajo del puesto del trabajador, y este evitar sentarse dando la espalda a las fuentes de iluminación.

Hacer valoración con médico especialista en medicina del trabajo para que valore la situación a nivel visual y solicite los exámenes según corresponda. 

Medicina del Trabajo 

Incluir al señor Gerardo Araya Rojas en la aplicación Protocolo de Vigilancia Médica  sobre el Riesgo Químico, diseñado para los Servidores Judiciales de la Sección de Química Analítica. 

Realizar las mejoras al puesto coordinadas por la Oficina de Salud Ocupacional.

Consultar cuando se presenten crisis a su salud al Servicio para Empleados y que mantenga un control periódico que incluya valoración cognitiva, por oftalmología y neurológica. 

Continuar sus controles en oficina SAPSO donde se valore de manera periódica su condición cognitiva y mental.”

- 0 -
Se acordó: Comunicar al  señor Jorge Cartín Elizondo, Secretario de Actas y Correspondencia del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD), que la representación del Sindicato debe ser en asuntos de interés general, por lo que al tratarse de una situación de interés particular laboral, es la persona afectada quién directamente debe valorar y gestionar lo pertinente ante las instancias respectivas.
ARTÍCULO XLI
Documento 710-16, 4191-16
[bookmark: _Toc448417374]Mediante oficio Nº 07-CADM-16 del 4 de abril de 2016, la licenciada Patricia Solano Castro, Presidenta del Consejo de Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, manifestó lo siguiente:
“En atención a los oficios 1627-16 y 1851-16 del 15 y 22 de febrero respectivamente, sobre la ampliación y remodelación de la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, ubicado en el sótano del edificio de Tribunales, me permito informar las acciones que ha tomado este Consejo de Administración, las cuales se describen:

1. En sesión 11-2015 celebrada el día 19 de noviembre del 2015 se recibe el oficio 102-SC-2015 suscrito por el Lic. Javier Ulate Carrillo y Lic. Rodolfo Fernández Castillo, el cual  solicitaban ampliar el área de parqueos del sótano de Tribunales, con el fin de construir más celdas para los privados de libertad. El Lic. Rodolfo Fernández, representante del OIJ informó que ya se encontraba presupuestado desde el 2014 dicha ampliación, sin embargo necesitaban contar con el aval de este consejo, ya que las celdas ubicadas en el edificio del OIJ fueron utilizadas como bodega según directriz de la Dirección Ejecutiva, por lo que en ese momento se determino lo siguiente: ..."Invitar en la próxima sesión a la Licda. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva y a la Arquitecta que actualmente tiene a cargo este proyecto, con el fin de analizar la ampliación de celdas para la Sección de Cárceles y brindar alguna alternativa institucional, por lo que se adelantará la próxima sesión para el día 01 de diciembre del año en curso."

2. En sesión extraordinaria 5-2015 del 01 de diciembre del 2015 se contó con la presencia del Lic. Rodrigo Arroyo Guzmán, Subdirector de la Dirección Ejecutiva, donde se expuso la solicitud de la Sección de Cárceles y a su vez se le consultó el destino de las celdas ubicadas en ese edificio, sin embargo se nos indicó que no era posible utilizarlas para los privados de libertad, ya que no cuentan con las condiciones de infraestructura adecuados.  Por lo que en esa sesión se acordó lo siguiente: ..."1) Trasladar la próxima sesión de este Consejo para el día miércoles 9 de diciembre del presente año. 2)Solicitar al Organismo de Investigación Judicial un informe ampliado que especifique la cantidad de personas privadas de libertad según su condición que ingresan a las celdas, parámetros del área total que debe cumplir una celda de acuerdo a las normas establecidas y el área total con que cuenta actualmente cada celda, cantidad exacta de celdas, una proyección futura presupuestariamente de las necesidades físicas de la Sección, crecimiento en los últimos años, entre otros puntos importantes a saber por este Consejo. 3) Analizar este informe en la próxima sesión por la importancia y urgencia que este requiere. 4) Poner en conocimiento esta situación al Consejo Superior para lo que corresponda. 5) Declarar en firme este acuerdo."

Cabe indicar, que fue puesto en conocimiento del Consejo Superior el 12 de enero del 2016 por medio del oficio 01-CADM-16.

3. El día 08 de diciembre del 2015 se recibe por medio de correo electrónico la solicitud de prórroga del Lic. Adolfo Valverde Bohórquez para rendir el informe solicitado por este consejo, el cual se analizó en sesión 12-2015 y se acordó lo siguiente: ..." 2) Acoger la solicitud de prórroga que realiza el Lic. Adolfo Valverde para rendir el informe requerido por este Consejo, el cual solicita un plazo hasta aproximadamente a mediados de enero 2016 en el que se incorporará el Lic. Rodolfo Fernández. Por tanto, queda pendiente analizar este punto de agenda, en el entendido que no han sido aprobados los espacios para la construcción de ampliación de la Sección de Cárceles. 3) Comunicar este acuerdo al Organismo de Investigación Judicial.  4) Se abstiene el Lic. Rodolfo Brenes Blanco, Lic. Alexis Vargas Soto, Licda. Rocío Cervantes Barrantes, Licda. Vivian Chacón Madrigal, por no haber participado en la sesión anterior. 5) Declarar en firme este acuerdo por unanimidad de este Consejo."

4. El día 03 de febrero del 2016 se recibe por parte del Lic. Rodolfo Fernández el informe solicitado por este consejo, con el fin de ser analizado en la sesión del 04 de febrero del presente año y a su vez informa en esa sesión que la ampliación fue enviada al Consejo Superior para su debida autorización. Es importante indicar, que esto no fue puesto en conocimiento de este Consejo de Administración. 

5. En sesión 02-2016 celebrada el 04 de febrero del 2016 se analizó el informe enviado por el Lic. Rodolfo Fernández y se determinó lo siguiente: .."1) Trasladar la presente gestión al Consejo Superior, en el entendido  que esta solicitud como se presenta ya se encontraba presupuestado desde el 2014  y fue solicitado a este Consejo en noviembre 2015 con los planos arquitectónicos ya realizados, asimismo se debió haber tomado en consideración desde que se estima la necesidad de espacio físico, con el fin que este Consejo realizará las gestiones pertinentes para llegar a una decisión de todo el proceso.  2) Salvar el voto del Lic. Rodolfo Fernández y la Licda. Priscilla Madrigal, por cuanto votan que la ampliación de cárceles debe realizarse. 3) Solicitar una audiencia al dicho Consejo, con el fin de exponer ampliamente la presente gestión del Organismo de Investigación Judicial. 4) Salvar el voto del Lic. Fabián Serrano Soto, por cuanto vota por no autorizar la remodelación de la Sección de Cárceles. 4) Solicitar una audiencia al Consejo Superior, con el fin de exponer ampliamente esta situación."

6. Debido a que el acuerdo anterior no fue comunicado al Consejo Superior con la debida antelación, en sesión 03-2016 celebrada el 03 de marzo del 2016 se acordó informar a los señores y señoras integrantes del Consejo Superior, que este Consejo de Administración estuvo atento a la petición que se nos formuló, además de externar nuestra preocupación por la forma como se nos realiza la gestión, estando la obra planificada y presupuestada desde un año antes, y por la responsabilidad que nos asiste, dado que la Sección de Celdas ubicada en el sótano de este Edificio de Tribunales ha crecido en forma acelerada, lo cual es motivo de preocupación para este Consejo por las implicaciones que se derivan; agradeceríamos que en lo sucesivo, al ser parte de las atribuciones asignadas, se nos incluyera en la toma de decisiones de este tipo de proyectos; motivo por el cual remitimos copia  de todo lo actuado por este Consejo.

Por lo anterior, agradecemos tomar en consideración lo acordado en sesión 02-2016 y a su vez todo lo actuado por este consejo descrito en este oficio.

(…)”
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En sesión Nº 8-16 celebrada el 28 de enero de 2016, artículo LVIII, se conoció acuerdo tomado por el Consejo de Administración del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, relacionado con la ampliación de las celdas para personas privadas de libertad, y se dispuso tomar nota de la comunicación, e indicarles que el proyecto se encuentra presupuestado, que es una prioridad institucional y que la institución y el Estado requieren una ejecutividad mayor en su presupuesto y en las decisiones que se toman, por lo que se solicitó que se definiera a la brevedad la forma en que se ejecutará el proyecto.
Luego, en sesión Nº 10-16 del 4 de febrero de 2016, artículo XCI, se autorizó la utilización del espacio del sótano del Edificio de Tribunales para la ampliación del área de celdas. Lo anterior con el fin de garantizar los Derechos Humanos de las personas privadas de libertad, en atención a lo estipulado en las 100 reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Regla Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Mandela) y  en acatamiento a lo estipulado por la Sala Constitucional en cuanto al tratamiento y condiciones que el Poder Judicial le debe garantizar a esta población, por lo que este acuerdo se hizo de conocimiento del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de San José.
Se acordó: Tomar nota de la comunicación hecha por la licenciada Patricia Solano Castro, Presidenta del Consejo de Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José y comunicarle que este Consejo en su momento valoró todos los argumentos. 
ARTÍCULO XLII
Documento 10470-15, 4213-16
La señora Susan Quirós Díaz, Secretaria General de la Unión Nacional de Trabajadores y Trabajadoras, mediante oficio Nº UNT-0081-2016 recibido el 8 de abril de 2016, solicitó:
“Reciban atento y respetuoso saludo de la Unión Nacional de Trabajadores y Trabajadoras (UNT).

Por esta medio nuestro sindicato, debidamente inscrito y reconocido en el Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al tomo 16, folio 129, asiento 4665, acredita la SECCIONAL UNT-OIJ, cuya Junta Directiva está integrada por las siguientes personas:

	Puesto
	Nombre Completo
	Cédula de identidad

	Presidente
	Alberto Zúñiga Quirós
	1-0946-0668

	Vicepresidente
	Fauzi Ameer Solomon
	03-30425-0033

	Secretaría de Formación Sindical
	Widier Ramírez Carrillo
	7-0138-0148

	Secretaría de Finanzas
	Andrey Segura Castro
	1-1247-0894

	Secretaría de Divulgación, Actas y Correspondencia
	Jonathan Jiménez Gómez
	1-1241-0559



Asimismo, nos dirigimos a sus Autoridades para exponerles la siguiente solicitud:

Nuestro país ha ratificado los Convenios 87 y 98 de OIT, lo cual implica que ambos estén incorporados a nuestro ordenamiento jurídico con rango superior a la ley y con una fuerza normativa de nivel constitucional, precisamente por reconocer y garantizar el ejercicio de un derecho humano fundamental como la libertad sindical.

En Costa Rica la libertad sindical se desprende de un valor constitucional: el artículo 60, que señala que “Tanto los patronos como los trabajadores podrán sindicalizarse libremente, con el fin exclusivo de obtener y conservar beneficios económicos, sociales o profesionales.” Además de los citados convenios 87 y 98 de la Organización Internacional del Trabajo.

Dentro de las normas de protección interna de la libertad sindical, debido al rango que la Constitución les da, se encuentran además de los convenios de 87 y 98 antes mencionados, el 135 Sobre la protección y facilidades para representantes sindicales; y la recomendación 143 que lleva el mismo nombre.

Ambos instrumentos, tanto el Convenio 135 como la Recomendación 143 de OIT son ley de la República y por lo tanto de acatamiento obligatorio, establecen una serie de facilidades que han de concederse a las y los representantes sindicales para el ejercicio de los cargos dentro o fuera de la empresa, tales como licencias con goce de salario, tiempo necesario para desarrollar reuniones, acceso a medios de comunicación al interior de la empresa, así como en el otorgamiento de condiciones materiales para poder realizar esa labor. Dentro de estas facilidades por disposición expresa de nuestro cuerpo normativo, está el derecho de las organizaciones de utilizar un espacio físico dentro de las instalaciones de la entidad pública correspondiente.

La libertad sindical implica no solo la libertad de ejercer el derecho a organizarse sindicalmente sin más limitaciones que las estrictamente necesarias para proteger la salud, la moral y el orden  público, sino también la garantía de la pluralidad sindical. En un régimen democrático de libertad sindical, es obligatorio garantizar a las personas trabajadoras la posibilidad de organizarse y/o afiliarse a organizaciones sindicales diversas sin discriminación alguna entre ellas.

Todos lo sindicatos de la orientación y formación que sean, son iguales ante la ley por lo que no es posible establecer límites o tratamientos diferenciados que constituyan un trato discriminatorio a favor de una organización sindical y en detrimento de otra.

De conformidad con la apuntada garantía de pluralidad sindical, nuestro sindicato Unión Nacional de Trabajadores y Trabajadoras (UNT), organización legalmente constituida y debidamente inscrita en el Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, solicita se otorgue a nuestros representantes las siguientes facilidades sindicales:

1. Acceso a una cuenta en el correo institucional para que nuestra Seccional pueda comunicarse en forma expedita con las personas trabajadoras del Organismo de Investigación Judicial.

2. Autorización para que los y las representantes de la UNT debidamente acreditados visiten las instalaciones del OIJ.

3. Autorización para realizar actividades sindicales, mismas que se programarán y coordinarán con la administración institucional con la debida antelación.

4. Licencia sindical con goce salaria durante 4 horas por quincena para todos los y las integrantes de la Junta Directiva de la Seccional, para que estos lo destinen a reunión o actividades propias de su función sindical.

(…)”
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En sesión de Corte Plena Nº 8-10 celebrada el 15 de marzo de 2010, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:
“(…)

Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: "A raíz del planteamiento que nos hizo don Víctor al Consejo, fui conciente que hemos dispuesto que las asociaciones tengan en razón del número de asociados desde 88 días hasta 5 días hábiles anuales de permiso para realizar actividades gremiales. El permiso otorgado a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) es de 88 días hábiles, Coopejudicial, Caprede y la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales 44 días hábiles y para las otras organizaciones gremiales 5 días. 

Me parece que para las funciones propias de las organizaciones gremiales más pequeñas cinco días hábiles es bastante poco, en razón de ello propongo que dispongamos que sea de hasta 15 días hábiles anuales para distribuirse en sus directivos o asociados para reuniones propias de ellas, que tengan las Asociaciones de empleados que hasta la fecha han tenido 5 días."

Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Acoger la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, por ende ampliar a 15 días hábiles el permiso otorgado a las asociaciones o agrupaciones gremiales del Poder Judicial que cuenten con 5 días hábiles para utilizar en un año, a fin de que se dediquen a labores sindicales.
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La Corte Plena en sesión No. 29-13 celebrada el 1 de julio de 2013, artículo VIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“Se acordó:Acoger el informe de la Sala Segunda, en consecuencia, 1.) Respecto a la solicitud para que se le conceda permiso con goce de salario a las personas integrantes de la Junta Directiva, para realizar las reuniones sindicales y actividades propias que deriven de sus funciones; a.) se dará a un trato en igualdad a las demás organizaciones gremiales, que otorga un mínimo de quince días hábiles a distribuir entre la totalidad de los integrantes de su directiva, sin perjuicio de que el Consejo Superior, ante necesidades extraordinarias debidamente justificadas conceda otras licencias "específicas" a los integrantes de la Junta Directiva o a otros miembros del sindicato, en caso de la realización de Asambleas Generales, seminarios, actividades de capacitación, reuniones informativas o de divulgación, u otras de interés gremial o institucional; b.) Solicitar al sindicato un informe en el que se indique el número de afiliados con los que cuenta esa entidad gremial y qué porcentaje de su membresía labora para este Poder de la República.2.) Denegar la solicitud de oficina con el equipamiento y mobiliario mínimo requerido que incluya un área para realizar reuniones, en el I Circuito Judicial de San José y Equipamiento y mobiliario mínimo requerido, en razón de que no se cuenta con espacio físico ni recursos para tal fin. 3.) Acoger la solicitud para emitir comunicados por medio de una cuenta de correo independiente a nombre de Sitrajud, según los lineamientos aprobados por el Consejo Superior para esos efectos. 4.) Acoger la petición de que se les facilite las instalaciones y equipo institucional, dentro y fuera del horario de atención al público, a cuyos efectos deberán hacer las solicitudes ante el Consejo Superior o la Dirección Ejecutiva según corresponda. 5.) Conceder al SITRAJUD un trato igualitario al de las otras organizaciones gremiales de empleados del Poder Judicial respecto de los peticiones relativas a los puntos 6 a 9 y 12, y se le abrirán los espacios de participación en aquellos ámbitos en los que se afecten intereses laborales de sus afiliados. 6.) Conceder un trato igualitario al sindicato respecto de la solicitud de crear un espacio permanente en el Portal Judicial para "colgar" el informativo virtual y los comunicados de Sitrajud así como conceder acceso de todas las personas integrantes de la Junta Directiva a las redes sociales (facebook), en el entendido de que el sindicato deberá contar con su propia página Web y que el acceso a los redes sociales, de acuerdo a las políticas definidas sólo se autoriza para fines institucionales e indispensables para el ejercicio de las actividades laborales. Se declara acuerdo firme.”
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Este Consejo, en sesión Nº 93-13 celebrada el 2 de octubre de 2013, artículo CXVI, autorizó la creación de una cuenta de correo electrónico oficial a todas las asociaciones y sindicatos de los servidores y servidoras del Poder Judicial, siempre y cuando fuera administrada esta cuenta de correo desde una microcomputadora asignada a un servidor o servidora judicial y los correos masivos fueran enviados por intermedio del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional siguiendo los lineamientos establecidos al efecto.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección Jurídica criterio respecto a lo requerido por la señora Susan Quirós Díaz, Secretaria General de la Unión Nacional de Trabajadores y Trabajadoras y valore además, la documentación adicional que requiera.
[bookmark: _Toc448417376]ARTÍCULO XLIII
Documento N° 3695-16

	El señor Óscar Umaña Chacón, Gerente General del Coopejudicial, mediante oficio N° GGC 2493/2016 del 29 de marzo del 2016, manifestó lo siguiente: 
“Después de un cordial saludo y atendiendo el acuerdo N° VI. 2 de sesión de Consejo de Administración número 07-02-2016 realizada el 26 de febrero del año en curso, me permito comunicar que en vista al análisis que se ha realizado de la lista de entidades deductoras del Poder Judicial, se ha observado que existen organizaciones que se han creado con posterioridad a COOPEJUDICIAL, R.L. y aparecen primero en la lista de deducciones.  En tal sentido solicito se realice una nueva revisión y se otorgue el lugar que le corresponde a la cooperativa.

Quedamos a su disposición para cualquier consulta o aclaración adicional.” 
- 0 -

	La Secretaría General de Corte, solicitó al señor Óscar Umaña Chacón, Gerente General del Coopejudicial, la lista de entidades que mencionó en la gestión planteada,  pero esta no fue remitida.
	Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana un informe que contenga la lista detallada, por orden cronológico, de las entidades deductoras del Poder Judicial y los parámetros utilizados para seguir ese orden. 
[bookmark: _Toc448417378]ARTÍCULO XLIV
Documento N° 15314-15 

	La licenciada María Elena Molina Vargas, abogada, mediante nota del 8 dediciembre de 2015, solicitó lo siguiente:
	“…con todo respeto ante su autoridad en tiempo presento APELACION contra la Resolución de las trece horas y veinticinco minutos del uno de diciembre del dos mil quince del Tribunal de la Inspección Judicial y la sentencia número 1583-2015 de las catorce horas y veinticuatro minutos del trece de octubre del dos mil quince de la Inspección judicial toda vez que mi denuncia por ABUSO DE PODER Y TRATO IRRESPETUOSO A LAS PARTES contra el señor juez Rodrigo Campos Gamboa no se analizó en lo absoluto las pruebas documentales no se tomaron en cuenta y la conducta de este señor quedará IMPUNE para hacerle daño a otros usuarios como lo hizo con la suscrita. Agravios.

PRIMERO

La resolución recurrida además de vergonzosa omite ver la razón principal de la APELACION y daño causado al usuario por MALA PRAXIS y mala intención de un funcionario judicial.

	No es cierto lo que indica la resolución recurrida COMO USUARIO AFECTADA DAÑADA Y OFENDIDA POR EL SEÑOR JUEZ CAMPOS GAMBOA ME ASISTE TODO EL DERECHO CONTITUCIONAL Y EL DEBER COMO CIUDADANA DENUNCIAR ESTAS BARBARIDADES QUE ACOSTUMBRA REALIZAR ESTE SEÑOR DENUNCIADO RODRIGO CAMPOS GAMBOA AL JUZGADO DONDE LLEGA porqué razón SEÑORES CONSEJO SUPERIOR nosotros los administrados tenemos que pagar con nuestros ahorros y nuestros derechos de propiedad el desconocimiento profesional académico de un juez( que desconoce el quehacer de cada profesión.)
No es justo y solicito de forma precisase analice el expediente 14.000192-0926-ci que se ubica en el Juzgado civil de menor cuantía de San Joaquín de Flores Heredia.

SEGUNDO

No se analiza la causa principal de la denuncia como lo es el abuso ele poder en nombrar un perito topógrafo (acto de mala fe) para que evaluara el mal estado de la tapia en cuestión del proceso de interdicto y dijera a quien le pertenecía la tapia cuando el fundo que usufructúa el demandado no tiene plano la segregación data de 50 años atrás y mucho menos las líneas donde fundamentar su peritaje como es de lógica el perito topógrafo jamás conoció la ética profesional y se atrevió a dar un dictamen que correspondía a otra profesión cual es la de ingeniería civil y arquitectura tal conducta del señor juez aquí denunciado produce grandes daños MORALES ECONOMICOS Y PATRIMONIALES los cuales no tienen reparación alguna solo iniciando un nuevo proceso civil que no se va a interponer (véase que fundamentó la sentencia en el peritaje)

Comprendo con claridad que la Inspección Judicial es parte del Poder Judicial pero es ético de todo profesional por humilde que sea el reconocer los errores y daños por mala praxis a los usuarios que tenemos fe en la transparencia de los funcionarios del poder judicial y que como víctimas nos asiste todo el derecho Constitucional a exigir profesionales con calidad académica y ética profesional en su quehacer judicial y es dentro del Poder Judicial que se tiene que atender estas denuncias y no por medios de información masiva.

1. La sentencia del proceso de interdicto de suspensión y derribo de obra nueva está en proceso de apelación ante el Juzgado de Mayor Cuantía de Heredia pero lo que resuelva ese Juzgado NO SERÁ VINCULANTE DE NINGUNA MANERA para intentar reparar NINGÚN daño que produjo el señor juez porque ya la construcción finalizó e inclusive tiene inquilinos por cuanto apenas el aquí denunciado resolvió una sentencia parcial y sin ningún fundamento jurídico el demandado en el proceso interdictal de forma inmediata aprovechó tal error y sin respetar que estuviera o no con firmeza la ridícula sentencia la uso para:

a) Solicitar permiso de construcción b) Que El ingeniero Luis Bogantes de la Municipalidad de Belén con sustento en la sentencia fe otorga el permiso de construir sin el aval de los dueños del inmueble y usando la tapia del vecino c) La vice alcaldesa de Belén usa la sentencia para otros efectos jurídicos.

b) Como puedo demostrar con la prueba pericial (acta) en el lugar (le los hechos la construcción se hizo sobre la tapia de mi propiedad y en este país ya no se respeta la vida y mucho menos el derecho a la propiedad hacemos lo que queremos y si acusamos se protege al infractor, y no a la víctima por esa razón se desestima ad portas esta causa no se investigó las pruebas documentales.

2. La recurrida sentencia no analizó ninguna prueba documental y para demostrarlo véase y compare el acta de la inspección con la declaración de los testigos no se analizó ninguna prueba se declara la DESESTIMACION sin fundamento alguno. Será que espera el resultado de la apelación? No tendrá ninguna relevancia porque el daño ya está producido, deja impune la conducta del juez en perjuicio al derecho de propiedad consagrado en el artículo 45 y 27 de nuestra Constitución Política y el derecho a recurrir, es muy preocupante para los usuarios del sistema jueces sin ninguna capacidad profesional que decidan sobre los derechos de los administrados ¿Cómo es posible que un juez de la República no sepa que un ingeniero civil se dedica a la construcción de obras y que un topógrafo se ocupa de medir terrenos? eso es un tema de escuela no puedo creer esta barbaridad y solicito de forma inmediata REVOCAR EL NOMBRAMIENTO DE SEÑOR JUEZ CIVIL DE MENOR CUANTIA DE SAN JOAQUIN DE FLORES DE HEREDIA LIC. RODRIGO CAMPOS GAMBOA para que no dañe otro usuario.

PRUEBAS

TODAS VISIBLES EN LOS EXEDIENTES 15-001392-0031-IJ y expediente 14- 000 192-0926-ci y copia de la apelación presentada ante el Juzgado Civil de mayor cuantía de Heredia.

PETITORIA

*Se admita la APELACION RECURRIDA.
*Se analicen TODAS las pruebas documentales Se profundice la investigación.
Se le revoque el nombramiento al señor Juez Lic. Rodrigo Campos Gamboa nombrado en el Juzgado Civil de menor cuantía de San Joaquín de Flores de Heredia toda vez que los daños producidos son irreparables, irreversibles y por ende si este señor carece de conocimientos profesionales académicos va a dañar a muchos usuarios más. NOTIFICACIONES correo molinamariaelena@gmail.com o el fax 22681241.
(…)”
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	En sesión N° 19-16 celebrada el 1 de marzo del 2016, artículo XCIX, se tomó nota de las manifestaciones de la licenciada María Elena Molina Vargas,  en donde indicó que difería y estaba en absoluto desacuerdo contra  lo acordado por este Consejo en sesión  N° 6-16 del 21 de enero de 2016, artículo XLVI, donde se tuvo por recibido el oficio Nº 166-IJ-16 referente a la resolución final dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial en el expediente Nº 15-001392-031-IJ,  contra el licenciado  Rodrigo Campos Gamboa, Juez Civil de Menor Cuantía de San Joaquín de Flores, y del análisis que se realizó a dicho expediente, se determinó que conforme lo señala el numeral 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la resolución no tenía las causales de nulidad previstas en el artículo 210 ibídem, que motivaran ordenar el reenvío correspondiente al Tribunal de la Inspección Judicial.
	Se acordó: Rechazar de plano el recurso interpuesto por la licenciada María Elena Molina Vargas, en razón de que en su momento se conocieron las inconformidades que presentó y este órgano resolvió en segunda instancia, por esa razón no existe ulterior recurso y el acto administrativo recurrido adquirió firmeza desde el 1 de marzo del 2016, artículo XCIX, sesión Nº 19-16.
[bookmark: _Toc448417380]ARTÍCULO XLV
Documento N° 4264-16
En sesión N° 28-16 celebrada el 29 de marzo de 2016, artículo LXVII, de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a 2 plazas de juez 4, 1 fiscal, un defensor y un técnico judicial, para que a partir del 18 de abril de 2016 y por el plazo de tres meses, continuaran con el proyecto de descongestionamiento en el Tribunal Penal de Quepos y Parrita.
	En relación con lo anterior, el licenciado Ronald Gerardo Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas, en correo electrónico de 12 de abril de 2016, informó:
“En atención al acuerdo firme tomado por este Consejo mediante sesión número 28-16 celebrada el pasado 29 de marzo del año que decurre, artículo LXVII (documento que se adjunta), y siendo que se han designado como recurso extraordinario (2 plazas de Juez 4 penal), adscritos por de pronto al Tribunal de Quepos y Parrita, y que es parte del Plan de Descongestionamiento que involucra Quepos, Garabito y Puntarenas. Plan que la primera vez que se implementó implicó que esos dos jueces los días Jueves se desplazaran de Quepos hasta Garabito, repito los días Jueves, a efecto de hacer colegiatura a su vez con el Juez de Juicio que nosotros enviábamos desde Puntarenas hasta Garabito; como podrá observarse implicaba darle transporte al menos al Juez que salía de Puntarenas a Garabito, empero en el caso de Quepos se estuvo dando el inconveniente de que los dos Jueces que debían trasladarse de Quepos a Garabito no lo podían hacer en transporte oficial por estar éste ya reservado para giras de la oficina de Trabajo Social de Quepos, lo que implicaba que ellos dos jueces con sus propios recursos -usando sus vehículos particulares- tuviesen que desplazarse hasta Garabito los días Jueves de cada semana. Es por lo expuesto, que me permito poner en conocimiento de este honorable Consejo, que es intención de esta Coordinación a efecto de mejorar el rendimiento, que esos dos Jueces designados (recurso extraordinario) permanezcan en el Tribunal de Quepos realizando debates unipersonales como colegiados según corresponda, y el Tribunal de Juicio de Puntarenas por su parte se encargará de seguir enviando -como a la fecha lo seguimos haciendo- una Sección colegiada a Garabito todos los días Jueves a realizar debates colegiados. Con lo anterior se le dará mejor provecho al recuso dado al Tribunal de Quepos, se evitarán los inconvenientes supra citados, hasta se evitarán riesgos ante continuaciones de debate, así como el envío, custodia de expediente cuando se trate de asuntos fallados en Garabito por alguno de estos dos Jueces con el consecuente envío y traída del expediente penal.-Pido entonces el aval respectivo para proceder de inmediato con lo expuesto líneas atrás y que redundará a la postre en un mejor servicio público.”
- 0 -
[bookmark: _Toc448417382]	Se acordó: Tomar nota de la comunicación del licenciado Ronald Gerardo Nicolás Alvarado, Juez Coordinador del Tribunal de Puntarenas y estar a la espera del informe que deberá rendir oportunamente. 
[bookmark: _Toc448417383]ARTÍCULO XLVI
Documento N° 15336-15, 1400-16,4158-16

	En sesión N° 110-15 celebrada el 17 de diciembre de 2015, artículo XXIV, se tomó nota del informe rendido por el licenciado Edgar Barquero Ramírez, Director del Proyecto de Implantación de Sistema de Seguimiento de Casos de Ministerio Público, relativo al Proyecto de Implantación del Sistema de Seguimiento de Casos del año 2016, en donde se planifica la implantación del sistema en las oficinas de Flagrancia de Corredores, Quepos (Aguirre y Parrita), Garabito (Jacó), Siquirres (Limón), Cañas, Upala, Guatuso, Los Chiles, Tarrazú y Cóbano, asimismo,  se solicitó al licenciado Barquero Ramírez que rindiera un informe de Avance Trimestral referente al Proyecto.
	El máster Edgar Barquero Ramírez y el doctor Roberto Montero García, por su orden, Fiscal y Director del Proyecto de Implantación del Sistema de Seguimiento de Casos, mediante nota del 21 de enero de 2016, manifestaron lo siguiente:
	“Quienes suscribimos, M.Sc. Edgar Barquero Ramírez y Dr. Roberto Montero García, como encargados de la implantación a nivel nacional del Sistema de Seguimiento de Casos, el primero por parte del Ministerio Público,el segundo de la Defensa Pública, preocupados por el recorte de las plazas asignadas a este proyecto para el segundo semestre de este año les exponemos y solicitamos lo siguiente:

	En el artículo III de la sesión extraordinaria N° 31-15 celebrada el  8 de abril del 2015, el Consejo Superior conoció, aprobó e incluyó en el anteproyecto de presupuesto 2016 el Informe Ejecutivo de Requerimientos de Recurso Humano para la implantación y seguimiento del Sistema de Seguimiento de Casos (en adelante SSC), tanto en el Ministerio Público como para la Defensa Pública. Lo anterior derivó de las recomendaciones emitidas por el Departamento de Planificación del oficio número 22-PLA-CE-2015.

En cuanto a los recursos específicos para ambas instituciones se tiene que se incluyeron las siguientes plazas para este 2016:

	Despacho
	Cant.
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomen-dación
	Período
	Costo Estimado
	Priori-dad
	Observa-ciones

	Fiscalía General
	1
	Fiscala o Fiscal
	Extraordinaria

	Extraordinaria

	12 meses
	
¢56.154.000,00
	1
	Para apoyar la implementa-ción del SSC

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 2
	
	
	12 meses
	
¢17.390.000,00
	1
	

	
	1
	Fiscala Auxiliar o Fiscal Auxiliar 
	
	
	6 meses 
	
¢26.996.500,00

	1
	

	
	1
	Técnica Judicial o Técnico Judicial 2
	
	
	12 meses
	
¢14.611.000,00
	1
	

	
	1
	Técnica Judicial o Técnico Judicial 2
	
	
	6 meses
	
¢7.305.500,00
	1
	

	
	1
	Profesional 2 (Ingeniería Industrial)
	
	
	12 meses 
	
¢36.321.000,00
	1
	

	Defensa Pública
	1
	Defensora Pública Supervisora o Defensor Público Supervisor
	Extraordinaria
	
Extraordinaria

	12 meses
	
¢56.183.000,00
	1
	

	
	1
	Defensora Pública o Defensor Público
	
	
	 6 meses
	
¢26.235.500,00
	1
	

	
	2
	Defensora Pública o Defensor Público
	
	
	12 meses
	
¢104.942.000,00
	1
	

	
	1
	Asistente Administrativa o Asistente Administrativo 1
	

Extraordinaria
	

Extraordinaria
	12 meses
	
¢13.723.000,00
	1
	

	
	1
	Profesional 2 (Ingeniería Industrial)
	
	
	12 meses
	
¢36.321.000,00
	1
	


*El resaltado no es del original.

	De lo expuesto se colige como en dicho acuerdo se estableció la asignación de una plaza de Fiscal Auxiliar y una plaza de Técnico Judicial con una vigencia de 6 meses, del 1 de enero del 2016 al 30 de junio del 2016 y para el caso de Defensa Pública, también se le aprobó una plaza en forma extraordinaria  por seis meses de Defensor Público, durante el primer semestre de este año.

	Vista dicha situación, solicitamos formalmente al estimable Consejo Superior que se proceda a prorrogar la duración de las plazas de ambas instituciones, por seis meses más, es decir, del 1 de julio del 2016 al 31 de diciembre del 2016 y que así continúen en sus puestos por el resto del año, en virtud de las siguientes razones:

	Ya ha sido conocido por el Consejo Superior el Cronograma de Implantación del año 2016, mediante sesión 110-15, artículo XXIX y para el segundo semestre de este año, período por el que solicitamos la ampliación de las plazas indicadas, se tiene planificada la implantación del S.S.C. en las Fiscalías y de Defensas Públicas  de: Cañas, Upala, Guatuso, Los Chiles, Tarrazú y Cóbano; incluso las implantaciones de Upala y Guatuso y las de Tarrazú y Cóbano se realizarán de manera simultánea. 

	Además la Defensa Pública se encuentra analizando la posibilidad de implantar cuatro “mega” oficinas donde existe o se tenga previsto para este año implantar el sistema de escritorio virtual. En ese caso estaremos haciendo un extra esfuerzo para poder salir adelante con ese proyecto. Dichas “mega” oficinas serian Cartago, San Carlos, Alajuela, Limón, para este año.

	Lo anterior evidencia la necesidad de reforzar ambos equipos de implantación tanto del Ministerio Público, así como de la Defensa Pública y de esa manera ambas instituciones puedan  conformar dos equipos de trabajo adecuados para hacer frente a la necesidad de realizar implantaciones simultáneas. De esa manera se aceleraría el proceso y se aplicaría de una forma más eficiente la metodología del Departamento de Planificación en materia de rediseño de procesos e implantación de despachos electrónicos y cubriríamos la mayor cantidad de oficinas posibles.

	La continuidad de las plazas requeridas es la única manera de consolidar un equipo de trabajo que satisfaga la necesidad de adaptar las funciones del Ministerio Público y la Defensa Pública a los continuos avances tecnológicos y a los fenómenos sociales vigentes, en especial el relacionado con la criminalidad moderna (económica, ambiental, cibernética, transnacional, organizada o común). 

	Las tecnologías de la información y comunicación han desempeñado un rol medular en las nuevas formas de organización de la institución, y garantizan un adecuado control y seguimiento de los procesos penales en todas sus etapas, el manejo e intercambio de información de manera ágil y expedita, y la generación de estadísticas e indicadores veraces y oportunos.

	En el caso de la Defensa Pública se estaría limitando la oportunidad de poder contar con una herramienta que le permita estar a la altura de otras oficinas judiciales, si se toma en cuenta que hasta hace poco tiempo ésta institución no tenía un aplicativo en donde su personal profesional pudiera registrar la defensa técnica y material de sus imputados, y es que esta herramienta le permite interactuar tanto con el Ministerio Pública, así como con los Tribunales, donde se esté implementando.

	Si no se contara con el apoyo de esas plazas de Fiscal Auxiliar y el Técnico Judicial en el caso del Ministerio Público en el segundo semestre del 2016, se pondría en riesgo el cumplimiento de los objetivos del proyecto y además los formulados en el Plan Estratégico del Ministerio Público de Costa Rica para el lustro 2013-2017, propiamente el tema número 3 “Modernización de la gestión de las Fiscalías y Oficinas del Ministerio Público”; y no permitiría dar prioridad a las oficinas que tienen actualmente instalado el Sistema de Gestión Judicial de Despachos (GJP) ni darles el impulso tecnológico que requieren con urgencia.

	De igual forma la Defensa Pública, se estaría poniendo en riesgo unos de los objetivos del Plan Estratégico 2013-2017, el cual consiste  en dotar de una herramienta tecnológica  a todo personal profesional y administrativo, el cual es uno de los ejes principales en cuanto a la modernización de la Defensa Pública en aspectos tecnológicos,  encaminándose con esto al expediente electrónico, y poniéndose acorde con las políticas de cero papel de la institución. Lo anterior sin dejar de lado que la Defensa Pública estaría dictando pautas para otras Defensas Públicas a nivel internacional que no cuentas con este tipo de herramientas, pero sobre todo se requiere implementar las recomendaciones emitidas por consultores de EUROSOCIAL denominadas “Plan Estratégico Institucional: recomendaciones para el desarrollo tecnológico de la Defensa Pública. República de Costa Rica. Autores: Joana Marí, Pere Farran y Ramón Miralles. Organización: Asociación de Expertos Nacionales de la Abogacía TIC (ENATIC)” del 30 de noviembre de 2015.

	Dichas recomendaciones indican de la necesidad de crear dentro de la Defensa Pública una figura encargada de todo lo relacionado con las Tecnologías de la Información y la Comunicación. Labor que la Dirección ha encomendado al equipo de implantación del SSC, lo que es razón de más para solicitar mantener las plazas actualmente asignadas al proyecto por lo que resta del 2016.
En lo que interesa indica esa recomendación:
“1.1. Gobierno de las TIC

Creación de la figura del “Coordinador de las TIC” de la Defensa Pública: 

	El impulso del uso intensivo y planificado de las TIC en una organización, sin duda depende de su Dirección, pero que ese uso sea eficaz y eficiente depende de que dentro de la organización exista alguien que tenga asignada la responsabilidad de gestionar las TIC, desde la perspectiva del nivel estratégico, táctico y operativo. 
El “Coordinador de las TIC” debe ser el responsable de elaborar los planes de desarrollo e implantación de las TIC en la Defensa Pública, y someterlos a la aprobación de la Dirección, y debe hacerlo desde los 3 niveles arriba mencionados. Por tanto, deberá responsabilizarse de:
determinar las directrices generales de actuación, en base a alinear el uso de las TIC con los objetivos de la Defensa Pública (estrategia) 
diseñar las acciones y actividades necesarias para alcanzar los mencionados objetivos, lo que habitualmente se concreta en planes de acción (táctica) 
concretar los medios que serán utilizados para ejecutar los planes de acción (operativa), lo que incluye el seguimiento de  la implantación y desarrollo de los sistemas y soluciones tecnológicas Obviamente deberá informar a la Dirección (o Comité de Dirección de la Defensa Pública) de los avances y resultados, pero también de las dificultades, y factores de riesgo y de éxito para alcanzar los resultados y objetivos esperados con cada actuación.

1.1.2. Impulsar la creación de un “Comité conjunto de las TIC”, de carácter paritario, del que formen parte, al menos, la Dirección de TI del Poder Judicial y la Defensa Pública, con el objeto principal de: 

– Trasladar formalmente a la Dirección de TI las necesidades de la Defensa Pública en materia de TI
– Conocer los planes de acción de la Dirección de TI que puedan afectar directa o indirectamente a la Defensa Pública Coordinar conjuntamente el avance de los proyectos y actuaciones TIC que afecten a la Defensa Pública, y tomar las decisiones que resulten más adecuadas Debe definirse formalmente la composición y funcionamiento de ese comité o comisión, pero debe ser suficientemente representativo de todas las partes implicadas, y su ritmo de reuniones debe ser acorde a la función que debe desempeñar. Obviamente su existencia no impide que, para proyectos específicos, y con un finalidad más operativa, se puedan crear otros grupos de trabajo o comisiones que, por la envergadura o relevancia de la actuación, requieran formalizar los niveles de coordinación y seguimiento, pero en todo caso proponer su constitución sería una función del “Coordinador de las TIC”, que también formaría parte del “Comité conjunto de las TIC”.”

	Además de lo indicado, la continuidad de las plazas para ambas instituciones permitirá asumir la eventual creación de nuevos despachos como ocurrió con la Fiscalía y Defensa Pública de Puerto Jiménez en el mes de diciembre 2015, la cual no estaba contemplada en el cronograma oficial pero fue rápidamente asumida y desarrollada con éxito. 

En el Caso del Ministerio Público se han  realizado diversas reuniones de coordinación con funcionarios de la Fiscalía de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles desde el año pasado, dado que están muy interesados en el uso del sistema. Otro ejemplo es el desarrollo de la implantación de la Fiscalía de Flagrancias, así como la Defensa Pública de Flagrancia de Heredia planificada para el mes de febrero del 2016, pues con la experiencia que han adquirido ambos equipos, estaríamos en capacidad de asumir posteriores implantaciones en otras Fiscalías y Defensas de Flagrancia, con lo que aumentaríamos la cantidad de oficinas atendidas y aprovecharíamos la experiencia de nuestro compañero Fiscal Auxiliar quien tiene amplia experiencia como antiguo Fiscal de esa materia, de igual manera la Defensa Pública no estaría perdiendo todo el conocimiento adquirido que se a logrado con el paso del tiempo de éste defensor.

	Estamos comprometidos a satisfacer las necesidades de la instituciones de una manera expedita  eficiente y eficaz. 

	Entre las múltiples funciones que deben de realizar los compañeros cuyas plazas fueron recortadas se encuentran las siguientes que resultan fundamentales de cara a las implantaciones:

1.- Colaborar en la implantación del nivel nacional de conformidad con el cronograma de actividades del proyecto, para lo que resulta necesario residir temporalmente en cada localidad.
2.- Participar del diagnóstico de cada despacho para determinar cantidad de usuarios, circulante, disponibilidad de equipo de cómputo, espacio físico, etc.
3.- Coadyuvar en el inventario y depuración de las causas de cada una de las oficinas a implantar.
4.- Capacitar y sensibilizar a todo el personal profesional y administrativo de cada una de las oficinas.
5.- Solicitar y revisar en las oficinas la entrega de informes del circulante para proceder a las labores de  migración de datos.
6.- Trabajar en la migración de los datos que debe contener el sistema y su posterior actualización.
7.- Brindar acompañamiento al personal de la oficina donde se implantó el SSC una vez que este se encuentre en operación.
8.- Participar en la elaboración de las directrices y memorándum que se distribuyen regularmente entre el personal  que utiliza el sistema.
10.- Realizar visitas de seguimiento y por supuesto de supervisión que aseguren que la información necesaria está siendo incluida en el sistema, para la correcta generación de estadísticas y adecuada tramitación de las causas, así como para aclarar cualquier duda en el uso de la herramienta. 
11.- Sugerir propuestas de mejora del sistema y servir como puente de comunicación entre las sugerencias de los usuarios y el Departamento de Tecnología de la Información. (D.T.I.)
12.- Atender consultas y reportes de los usuarios en cada despacho para resolverlas en un plazo razonable y/o requerir la asistencia técnica de D.T.I.
13.- Asistir a reuniones de comité técnico planificadas por los equipos que conforman este proyecto MP, DP, TI. De la misma manera con otros departamentos y oficinas que así lo requieran.  

14.- Existe un convenio con la Unidad de Capacitación del Ministerio Público para formar parte de las capacitaciones a Fiscales y Fiscalas de primer ingreso y a Técnicos y Técnicas Judiciales. La colaboración de los dos compañeros es muy valiosa en esa labor docente, de acuerdo con la experiencia de cada uno de ellos en sus anteriores puestos de trabajo.

14.- Atender cualquier solicitud de la dirección del proyecto o la jefatura del Ministerio Público

Cómo puede verse, la pérdida de recursos para ambas instituciones en el segundo semestre tendrá sin duda un efecto e impacto negativo en los plazos de las implantaciones y el seguimiento que se debe brindar a las oficinas donde se ha implantado el Sistema de Seguimiento de Casos. La reducción del recurso humano se traducirá en una redistribución de las tareas y funciones entre los cuatro miembros del Ministerio Público restantes, y en cuatro en caso de la Defensa Pública  lo cual afectará indudablemente en los plazos anteriormente establecidos e imposibilitará la consecución de los objetivos propuestos. 

En el momento oportuno se realizarán las gestiones necesarias ante el Departamento de Planificación para su continuidad en el año 2017 y años posteriores hasta la finalización del proyecto de implantación en todas las oficinas de la Defensa Publica y Fiscalías del Ministerio Público del país.

PETITORIA:
Solicitamos formalmente al estimable Consejo Superior que se proceda a prorrogar la duración de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial, así como la de Defensor Defensora Pública por seis meses más en este año 2016, es decir, del 1 de julio del 2016 al 31 de diciembre del 2016. 

(…)”
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	Asimismo, el máster Barquero Ramírez adjuntó correo electrónico suscrito por la servidora Lilliana Brenes Brenes, Secretaría de la Fiscalía General de la República, en donde indica que lo tramitado por el máster Barquero Ramírez, cuenta con el visto bueno del licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República.
	Con base en lo anterior, el máster Edgar Barquero Ramírez, remitió el oficio N° 267-P-2016 del 9 de marzo del 2016, suscrito por el máster Carlos Manuel Hidalgo Vargas, Jefe del Departamento Financiero Contable en donde adjunta Certificación de contenido Presupuestario con el detalle de los permisos con goce de salario solicitados.


	El licenciado Barquero Ramírez, mediante correo electrónico del 12 de abril del 2016, indicó que a pesar de que la Defensa Pública no ha remitido el visto bueno y la certificación de presupuesto, procedería con la gestión correspondiente ante este Consejo.
	Finalmente, El doctor Roberto Montero García, el máster Edgar Barquero Ramírez y el licenciado Luis Jiménez Fallas, por su orden,  Coordinador de la Defensa Pública y Fiscal Coordinador del Sistema de Seguimiento de Casos y Jefe del Área de Información de Gestión de la Dirección de Tecnología de Información y comunicaciones, mediante nota del 1 de abril del 2016, comunicaron lo siguiente:
	“Reciban un cordial saludo de nuestra parte, quienes suscribimos, el Master Edgar Barquero Ramírez, Fiscal Coordinador, el Doctor Roberto Montero García, Coordinador de la Defensa Pública y el Licenciado Luis Jiménez Fallas, Jefe, Área de Informática de Gestión Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones; en este acto procedemos a informar al Consejo Superior en relación al avance del Proyecto del Sistema de Seguimiento de Casos (MP-DP-DTIC), cumpliendo así con lo dispuesto mediante acuerdo en la sesión N° 110-15 celebrada el 17 de diciembre del año 2015, en su artículo XXIV que literalmente indica: 
	“Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por el licenciado Edgar Barquero Ramírez, Director del Proyecto de Implantación de Sistema de Seguimiento de Casos de Ministerio Público, relativo al Proyecto de Implantación del Sistema de Seguimiento de Casos del año 2016, en donde se planifica la implantación del sistema en las oficinas de Flagrancia de Corredores, Quepos (Aguirre y Parrita), Garabito (Jacó), Siquirres (Limón), Cañas, Upala, Guatuso, Los Chiles, Tarrazú y Cóbano. 2.) Solicitar al licenciado Barquero Ramírez que rinda un Informe de Avance Trimestral referente al Proyecto” 
	Es debido a lo anterior que se informa a este honorable Consejo Superior, que actualmente se ha cumplido a cabalidad con el cronograma pre-establecido para el año dos mil dieciséis, incluso se logró implantar un despacho adicional debido a la necesidad de instalación inmediata del Sistema de Seguimiento de Casos en los despachos judiciales de la localidad de Osa. 
	Durante el primer trimestre de año en curso se ha logrado implantar el Sistema de Seguimiento de Casos en el Circuito Judicial de Corredores, Flagrancia de Corredores, Fiscalía de Quepos y Fiscalía de Osa. Gracias a ello, se ha logrado un avance idóneo pudiendo realizar el avance sin problema alguno. 
	Adicionalmente en este acto se anexan los informes remitidos por parte de la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) del Poder Judicial, en los cuales se detallan los pormenores de cada una de unas implantaciones, sus procesos, así como el recurso y tiempo requerido para el correcto desarrollo de las mismas. 
	Agradecidos de antemano por la atención brindada y esperando haberlos informado de manera correcta, nos despedimos.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó:Solicitar a la Dirección de la Defensa Pública que remita la certificación de contenido presupuestariocon el detalle del permiso con goce de salario solicitado. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc448417386]ARTÍCULO XLVII 
Documento N° 2443-11, 4376-16

La doctora Leyla Kristel Lozano Chang, Jueza Coordinadora del Juzgado Civil y de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, en nota de 12 de abril de 2016, expresó: 
"…. debido a la situación sorpresiva de pérdida de la plaza de AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2 del Juzgado Civil y de Trabajo del III Circuito Judicial de San José, Desamparados, la que desde el 1o. de enero de 1974 está asignada presupuestariamente por necesidad a este Juzgado, sean 42 años.

A partir del 1o. de diciembre de 2011, la señora María José González Ureña fue cesada en período de prueba de conformidad con el Estatuto de Servicio Judicial, lo que fue aplicado y aprobado por el Consejo Superior.   La señora González Ureña acudió al Tribunal Contencioso Administrativo Oral y por una medida de contracautela se le reinstaló provisionalmente pero a su vez, suspensión con goce de salario por el tiempo que dure el proceso.

De conformidad con el artículo LXXX según acta No. 108  en sesión 18-12 de las 8:00 hrs. del 28 de febrero de 2012, se acordó:   

"1)  Tomar nota de las comunicaciones hechas por la señora González Ureña, la licenciada Alpízar Hidalgo y la doctora Lozano Chang.   2)  Tomar nota que el Tribunal Contencioso Administrativo Oral, mediante resolución No. 414-2012, de las 15:25 hrs. del 21 de febrero del 2012, ordenó mantener la medida de reinstalación a favor de doña María José, pero como contra cautela y valorando el servicio y la administración de justicia suspenderla con goce de salario por el tiempo que dure el proceso en tutela de los intereses de la Administración de Justicia.   3)  En procura de una mejor utilización de los recursos públicos, de la paz y armonía que debe reinar en el recinto laboral así como para atender las necesidades de recurso humano con que cuentan otras oficinas judiciales, se dispone trasladar a partir del 1 de marzo de este año a la señora González Ureña a la Dirección Ejecutiva, para que determine la oficina en que se reubicará la citada servidora mientras se resuelve por el fondo el proceso jurisdiccional.   4)  Autorizar a la doctora Lozano Chang para que interinamente realice el nombramiento en la citada plaza en tanto se resuelve en definitiva la situación de doña María José.  5)  Hacer este acuerdo de conocimiento de la licenciada Cinthya Sandoval Bonilla, Jueza Tramitadora del citado Tribunal, en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución número 414-2012 de las 15:25 hrs. del 21 de febrero de 2012 para lo que corresponda.    El Departamento de Personal, la Dirección Ejecutiva y el Juzgado Civil y de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, Desamparados, tomarán nota para los fines consiguientes.   Se declara acuerdo firme."

En sujeción a lo acordado, se continuaron haciendo los nombramientos interinos en la plaza 55546, en la cual durante más de 4 años se ha designado a la señora Aracelly Naranjo Picado. Sin embargo, a partir de este mes nos sorprendió la noticia de que la plaza dicha ya no era de este Juzgado.

En efecto, sin conocimiento de lo que se acordó por el Consejo Superior, intentamos hacer el nombramiento acostumbrado mes a mes y la PIN lo rechazó, indicando el sistema que la plaza no pertenece a este Despacho, sino a la oficina con código 236.    Fue necesario hacer repetidas llamadas al Departamento de Gestión Humana, Unidad de Control Proceso de Pago, con la señora Lucía Víquez Solano  y luego con el Lic. Carlos Lizano Alfaro de Unidad de Presupuesto.   De resultas, hechas las consultas fue a través del señor Lizano Alfaro que logramos conocer hasta el 8 de abril de 2016 en horas de la tarde, que existe un acuerdo que no nos fue puesto en conocimiento, siendo la plaza del Juzgado, en el cual se determinaba que presupuestariamente se pasaba la plaza al Juzgado Contravencional de Aserrí desde el 29 de febrero de 2016.

En razón de ello y como no conocíamos el camino a seguir con relación a la señora Aracelly Naranjo Picado, además con la necesidad irrenunciable del puesto de Auxiliar de Servicios Generales 2 que por 42 años ha tenido este Juzgado, luego de comunicarme con don Gustavo Barquero para ver qué se hacía, de ahí que redacto este memorial, no obstante continué con las consultas directamente con don Carlos Lizano Alfaro de la Unidad de Presupuesto quien se encargó de excluir la plaza de este Juzgado en ejecución del acuerdo tomado en sesión No. 17-16 del 23 de febrero de 2016, artículo LXXVI  comunicado a Gestión Humana según oficio No. 2075-16 del 25 de febrero de 2016.

El señor Lizano me expresó en correo, que en atención a mis consultas, una vez aprobado por el Consejo Superior el traslado definitivo del a plaza 55546, los permisos para el registro de acciones de personal se adjudican al nuevo despacho, en este caso al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí, pero que siguiendo el acuerdo de la sesión 18-2012, artículo LXXX se podía hacer el nombramiento "en físico" de la señora Naranjo Picado en este Juzgado.     Agregó que en cuanto a la situación de este Juzgado, está perdiendo la plaza de Auxiliar de Servicios Generales 2.    Sumando a mis interrogantes, me expresó además, que el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí cuenta en este momento con 2 plazas de Auxiliar de Servicios Generales 2.   

Señores Miembros, muy respetuosamente solicito se valore y reconsidere en lo siguiente:

1)   La plaza 55546 por necesidad de dicho puesto, es desde el 1 de enero de 1974 del Juzgado Civil y de Trabajo del III Circuito Judicial de San José, Desamparados.

2)   Las funciones que se cumplen con dicho puesto, dentro del Manual de Puestos, suple bastante trabajo del Juzgado que no es derivable a otros servidores porque cada uno tiene su propia carga laboral:     alistar correo, recibir correo, apertura de documentación variada, enviar documentación y expedientes a diferentes oficinas dentro y fuera del Poder Judicial según se trate; recibidos en expedientes y documentos; realizar el aseo de todo el Juzgado durante varios días a la semana; agregar escritos en cantidades; atender el teléfono y consultas de los diferentes usuarios; acompañar a los usuarios a sacar fotocopias todos los días; cancelación de la devolución del comunicador judicial 2, entre otras tantas.

3)  Conforme al acuerdo tomado en sesión 18-12 de las 8:00 hrs. del 28 de febrero de 2012, artículo LXXX según acta No. 108, la plaza 55546 se ha mantenido en el Juzgado.

4)  El Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí ya cuenta con su propia plaza de Auxiliar de Servicios Generales 2, al producirse este acuerdo hasta el 8 de abril de 2016 conocido por nuestra parte, ahora tiene 2 plazas repetidas del mismo puesto y es desde ese Juzgado de donde se dispone de la plaza 55546 porque el Consejo Superior acordó trasladar a la señora María José González Ureña con todo y plaza a partir del 29 de febrero de 2016, dejando al Juzgado Civil y de Trabajo de Desamparados en situación muy precaria.

5)   A este momento no existe decisión firme en el proceso contencioso supra relacionado porque la representación del Estado presentó recurso de casación por cantidad de nulidades, con lo cual no se han variado las condiciones originales de la medida de contracautela, ni del proceso ni del acuerdo original de este honorable Consejo.    El funcionamiento de la plaza clonada con la señora María José no la afectó ni perjudicó, en cambio, ahora sí se está afectando grandemente a este Juzgado al perder la plaza.

6)   Solicito se comunique a este Juzgado todo lo que tenga relación con el tema de la plaza para no estar en desconocimiento y desamparo a como ha sucedido.

Por todo ello, solicito con sumo respeto, se mantenga el acuerdo original del Consejo Superior en este tema, sea acuerdo tomado en sesión 18-12 de las 8:00 hrs. del 28 de febrero de 2012, artículo LXXX según acta No. 108 o bien se asigne en forma definitiva una plaza de Auxiliar de Servicios Generales 2 para este Juzgado a partir de este momento.”
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En sesión Nº 22-11 celebrada el 10 de marzo de 2011, artículo X, se nombró en propiedad a la servidora María José González Ureña, como Auxiliar de Servicios Generales 2 en el Juzgado Civil y Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, a partir del 1 de abril de ese año.
En sesión Nº 18-12 del 28 de febrero de 2012, artículo LXXX, se tomó nota que el Tribunal Contencioso Administrativo Oral, mediante resolución No. 414-2012, de las 15:25 horas del 21 de febrero de 2012, ordenó mantener la medida de reinstalación a favor de doña María José, pero como contra cautela y valorando el servicio y la administración de justicia suspenderla con goce de salariopor el tiempoque dure el proceso en tutela de los intereses de la Administración de Justicia. Además, se dispuso trasladar a partir del 1 de marzo de 2012 a la señora González Ureña a la Dirección Ejecutiva, para que determinara la oficina en que se reubicaría a la citada servidora mientras se resolviera por el fondo el proceso jurisdiccional. Asimismo, se autorizó a la doctora Lozano Chang para que interinamente realizara el nombramiento en la citada plaza en tanto se resolviera en definitiva la situación de doña María José. Se hizo este acuerdo de conocimiento de la licenciada Cinthya Sandoval Bonilla, Jueza Tramitadora del citado Tribunal, en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución número 414-2012 de las 15:25 horas del 21 de febrero de 2012 para lo que correspondiera.
[bookmark: marca15]Luego, en sesión N° 60-14 celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXIX, en lo conducente, se trasladó temporalmente a partir del 28 de julio de 2014, la plaza de Auxiliar de Servicios Generales No. 55546, asignada a la servidora MaríaJoséGonzálezUreña al Juzgado de Pensiones Alimentarias y Contra la Violencia Doméstica de Escazú, en tanto se resolvía  la situación laboral de doña María José.
Finalmente, en sesión N° 17-16 de 23 de febrero de 2016, artículo LXXVI, de conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en cumplimiento a una medida cautelar impuesta por el Tribunal Contencioso Administrativo Oral, se trasladó a la servidora María José González Ureña con todo y plaza al Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí, a partir del 29 de febrero de 2016. Lo anterior atendiendo las necesidades de recurso humano del despacho, así como el domicilio de la servidora, quien debía cumplir con el horario oficial.
[bookmark: _Toc448417388]	En razón de tratarse de un traslado temporal de la plaza que ocupa la servidora María José González Ureña y hasta tanto se mantenga la medida cautelar impuesta, se acordó: Autorizar a la Dirección de Gestión Humana para que tramite las proposiciones de nombramientos que remita la señora Jueza Coordinadora del Juzgado Civil y de Trabajo de Desamparados, en la plaza Nº 55546 de Auxiliar de Servicios Generales, en virtud de que la persona que sustituye a doña María José se encuentra ubicada en el citado Juzgado. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc448417390]ARTÍCULO XLVIII
Documento N° 4237-16
[bookmark: _Toc448417392]La licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, en oficio N° 894-DJ/AJ-2016 de 8 de abril de 2016, informó:
“En atención a su oficio No. 3374-16 del 4 de abril del año en curso, mediante el cual se indica a esta Dirección Jurídica que a la brevedad informe al Consejo Superior del Poder Judicial, lo solicitado por Corte Plena del Poder Judicial en la sesión número 99-15 del 10 de noviembre del 2015, Artículo LII, sobre el “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”; me permito referir: 

Esta Dirección Jurídica, mediante el oficio 758-AJ-DJ-2016 de fecha 31 de marzo del 2016, había puesto en conocimiento de la señora Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial el documento actualizado, para su revisión última.

De no existir recomendación alguna por la Escuela Judicial, esta Dirección Jurídica trasladará de manera inmediata el documento, para el conocimiento de la Corte Plena.”
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En sesión N° 99-15 celebrada el 10 de noviembre de 2015, artículo LII, se tomó nota del acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, de la sesión ordinaria Nº 12-2015 del 29 de setiembre de 2015, artículo V, y aprobó las observaciones realizadasal proyecto de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”.Asimismo, se dispuso trasladar la gestión anterior a la Dirección Jurídica para que actualizara en un solo documento las observaciones realizadas al citado documento y una vez hecho, lo remita a Corte Plena para su conocimiento y eventual aprobación.
	En sesión N° 24-16 de 10 de marzo de 2016, artículo XXXIV, se solicitó a la Dirección Jurídica que a la brevedad remitiera a este Consejo el informe solicitado en la sesión N° 99-15 celebrada el 10 de noviembre de 2015, artículo LII.
	Se acordó:1) Tomar nota de la comunicación de la Dirección Jurídica y estar a la espera de la remisión del informe definitivo. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Escuela Judicial. 
ARTÍCULO XLIX 
REFERENCIA 4589-16
	En correo electrónico de 18 de abril de 2016, remitido al Magistrado José Manuel Arroyo Gutiérrez, el doctor Hugo Quesada Monge, de la Oficina de Seguridad Social y Aseguramiento del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, adjuntó el afiche correspondiente a la XI Semana de la Salud Preventiva 2016, Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica para su divulgación.
	Se acordó:1) Tomar nota de la realización de la XI Semana de la Salud Preventiva 2016, Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Ricas. 2) Remitir el afiche respectivo al Departamento de Prensa y Comunicación Organización para su divulgación. Se declara acuerdo firme.
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A las 12:20 horas terminó la sesión.

